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Este glifo representa a Kej, que tiene 
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	 La publicación del boletín El Observador. Análisis Alternativo 
sobre Política y Economía es una de las acciones estratégicas que 
lleva a cabo la Asociación El Observador, como parte de un proceso que 
promueve la construcción de una sociedad más justa y democrática a 
través de fortalecer la capacidad para el debate y la discusión, el plan-
teamiento, la propuesta y la incidencia política de actores del movi-
miento social guatemalteco, organizaciones comunitarias y expresiones 
civiles locales, programas de cooperación internacional, medios de co-
municación alternativos, etc., y todas aquellas personas que actúan en 
distintos niveles (local, regional y nacional).

¿Quiénes somos?

	 La Asociación El Observador es una organización civil sin fines 
lucrativos que está integrada por un grupo de profesionales que están 
comprometidos y comprometidas con aportar sus conocimientos y ex-
periencia para la interpretación de la realidad guatemalteca, particular-
mente de los nuevos ejes que articulan y constituyen la base del actual 
modelo de acumulación capitalista en Guatemala, las familias oligarcas 
y los grupos corporativos que le dan contenido, las transnacionales, las 
fuerzas políticas que lo reproducen en tanto partidos políticos así como 
agentes en la institucionalidad del Estado, las dinámicas y formas ope-
rativas, ideológicas, políticas y económicas que despliegan en los terri-
torios, el Estado y la sociedad en su conjunto.

	 Con esto pretendemos contribuir a que fundamentalmente gru-
pos comunitarios, liderazgos y organizaciones sociales afectados/as di-
recta e indirectamente por las inversiones que concretan estos ejes de 
acumulación, cuenten con insumos de información y análisis para fun-
damentar la defensa de sus derechos y la concreción de acciones y pro-
puestas alternativas frente a este modelo.

¿Qué hacemos?

	 Promover la articulación de procesos sistematización de informa-
ción, análisis e investigación con la acción política, especialmente con 
grupos, liderazgos y organizaciones sociales cuyos territorios han sido 
afectados por el actual modelo de acumulación.

¿Cómo lo hacemos?

Seguimiento sistemático de la información y articulación del análisis y la 
investigación sobre las problemáticas.

Producción de los boletines El Observador. Análisis Alternativo sobre 
Política y Economía, y de ENFOQUE, Análisis de Situación; así como 
de materiales mediados y publicaciones de investigaciones específicas.

Investigaciones específicas relacionadas con los ejes de acumulación y 
sus movimientos.

Procesos de formación y mediación política con actores estratégicos.

Acompañamiento en los procesos de lucha por la defensa del territorio.

Actividades públicas como presentaciones, foros, mesas de discusión, 
talleres y charlas.

Si desea apoyar el trabajo que hace 
El Observador, puede hacerlo a 
través de:

“Esta publicación ha sido realizada 
con el apoyo financiero de la Generali-
tat Valenciana. El contenido es respon-
sabilidad exclusiva de El Observador y 
Periferies, y no refleja necesariamente la 
opinión de la Generalitat Valenciana.”
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	 Esta investigación aborda el proceso de construcción de la Política Pública de 
Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (PPPDDH) que se inició 
a raíz de la sentencia condenatoria que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH), emitió en agosto de 2014 en contra del Estado de Guatemala por el asesina-
to, en el año 2004, del defensor de derechos humanos, Florentín Gudiel Ramos2.

	 Como parte de las Garantías de No Repetición que debía asumir y cumplir el Esta-
do de Guatemala se encontraba la construcción e implementación de la PPPDDH en un 
plazo razonable, con la participación de las defensoras y defensores de derechos huma-
nos; de expertos en la materia para su elaboración; así como la presentación de informes 
anuales sobre los avances del proceso. De esa cuenta, las peticionarias del caso y organi-
zaciones de derechos humanos interesadas en la creación de la PPPDDH se sumaron al 
proceso de construcción. No obstante, una década más tarde el Estado de Guatemala y 
los tres gobiernos que se habían sucedido desde que la Sentencia fue emitida, no había 
cumplido con esta parte de la misma, particularmente desde que el gobierno de Alejan-
dro Giammattei Falla y Vamos llegó a la Presidencia de la República en enero de 2020, y 
en cuya gestión el proceso de construcción de la PPPDDH vio profundizado su estanca-
miento, en tanto que las violaciones a los derechos humanos se incrementaron ostensi-
blemente, en el marco de un total retroceso y anulación de los Acuerdos de Paz.

	 Fue necesario que un partido como el Movimiento Semilla, posicionado en el cen-
tro democrático del espectro político existente en Guatemala, y cuyo principal plantea-
miento de la campaña electoral fuera el ataque a la corrupción y la impunidad, para que 
el Estado de Guatemala terminara de asumir la finalización del proceso, lo cual también 
se recoge en el presente ensayo.

	 Por ello, uno de los objetivos de la presente investigación es contar con una sis-
tematización del proceso de construcción y seguimiento de la PPPDDH en el periodo 
2014 – 2025, así como determinar y dejar constancia de las posiciones adoptadas y los 
mecanismos utilizados por los actores y fuerzas políticas que en todo este periodo obs-
taculizaron su construcción, aprobación e implementación.

	 Cabe señalar que, como fruto de la Sentencia de la Corte IDH en el “Caso Defensor 
de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala,” también emanan otras medidas de repa-
ración integral. Sin embargo, en este ensayo no se analizaron los procesos de avance o 
cumplimiento de las mismas. 

2. 	 La sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_
esp1.pdf

Introducción

Por Equipo de El Observador

Proceso de construcción de la Política Pública de Protección a 
Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (PPPDDH): 

Reflexiones desde la experiencia de sociedad civil y análisis de los retos en el diálogo 
con el Estado de Guatemala en el periodo 2012-20231
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	 La información recolectada que sirvió de base para la construcción de esta in-
vestigación, se trabajó de forma cronológica, centrándose en el periodo comprendido 
entre 2012 y 2022, y se introducen algunas consideraciones políticas importantes para 
2023, con el objetivo de contextualizar a nivel político y social el camino transitado por 
las peticionarias y las organizaciones defensoras de derechos humanos que le han dado 
acompañamiento al proceso de construcción de la PPPDDH, ante la negativa del gobier-
no de Alejandro Giammattei Falla (enero 2020 – 2024) y Vamos, de darle continuidad a la 
fase de socialización y validación del documento final de la Política que había quedado 
empantanado desde 2018.

	 Para los fines específicos de esta investigación, se realizaron entrevistas con acto-
ras y actores clave, búsqueda bibliográfica y revisión de documentación de archivo sobre 
memorias de las reuniones y comunicaciones entre las partes: Peticionarias y Estado con 
la CIDH y la Corte IDH.

	 La primera parte del documento trata acerca de los antecedentes, comenzando 
con una breve semblanza de la lucha de quien fuera Florentín Gudiel Ramos, seguido 
de los primeros intentos por implementar políticas públicas de protección a defenso-
ras y defensores de derechos humanos, hasta llegar a la medida de reparación integral 
emanada de la Sentencia de la Corte IDH, y los intentos de los gobiernos de turno para 
restringir la competencia del Estado, y no asumir así la implementación de la PPPDDH.

	 La segunda parte aborda y analiza a profundidad la estrategia pro corrup-
ción y pro impunidad total ejecutada por el “Pacto de Corruptos”, como telón de fon-
do del proceso de construcción de la PPPDDH, y de las agresiones contra defensoras y
defensores de derechos humanos en el periodo 2012 -2023, con el objetivo de relacionar 
ambos procesos.

	 La tercera parte se dedica a sistematizar las fases del proceso de construcción de 
la PPPDDH alcanzadas entre febrero de 2017 y junio de 2020, en tanto que en la cuarta 
parte se analizan las acciones gubernamentales que estacaron el proceso en su fase fi-
nal a partir de julio de 2020, ya con el gobierno de Alejandro Giammattei Falla y Vamos 
instalado. En esta parte también se analizan las acciones de incidencia política que las 
peticionarias y organizaciones de derechos humanos realizaron desde ese momento con 
el objetivo de finalizar el proceso de construcción de la PPPDDH.

	 En la quinta parte y final se actualiza cómo el gobierno de Bernardo Arévalo de 
León y Karin Herrera Aguilar del Movimiento Semilla retomó al tomar posesión de la 
Presidencia y Vicepresidencia de la República en enero de 2024, el proceso de construc-
ción, socialización y validación de la PPPDDH que había quedado pendiente desde 2018, 
ya que había sido un compromiso de campaña electoral asumido con las organizaciones 
de derechos humanos que participaron en el diseño e impulso de la misma, hasta llegar 
a su validación en 2025 y su posterior presentación pública.	

	 En la elaboración de esta investigación fue central el aporte de Makrina Gudiel, 
hija de Florentín Gudiel y Peticionaria en el caso del asesinato de su padre, y la desapari-
ción extrajudicial de su hermano. También fue importante el acompañamiento y la par-
ticipación de la Unidad de Defensoras y Defensores de Guatemala (UDEFEGUA), cuya ex 
Directora y fundadora, Claudia Samayoa, fue otra de las Peticionarias del caso.	
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PARTE I

Antecedentes

1.	 Breve semblanza de la lucha de Florentín Gudiel Ramos

	 Florentín Gudiel Ramos era un líder comunitario de la aldea Cruce de la Espe-
ranza del municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa, departamento de Escuintla. Desde 
su juventud, fue un luchador social comprometido con mejorar las condiciones de su 
comunidad, impulsando proyectos de alfabetización y vivienda, pero, también, siendo el 
cofundador de la Cooperativa de Crédito y Ahorro Horizontes en 19723.  

	 Ya fuera en su faceta de carpintero, catequista o promotor del cooperativismo, 
Florentín Gudiel también promovió la organización en defensa de los derechos de la 
clase trabajadora, por lo que se involucró en el movimiento sindical y, más tarde, ante el 
cierre de posibilidades, en la Organización Revolucionaria del Pueblo en Armas (ORPA). 
A medida que su trabajo fue cobrando mayor relevancia, sufrió varios atentados que lo 
obligaron a desplazarse fuera del municipio para refugiarse4. 

	 Entre tanto, su hija Makrina Gudiel Álvarez, que también trabajaba en el movi-
miento cooperativista, sufrió un intento de secuestro en 1982 y, en septiembre de 1983, 
su hijo José Miguel Gudiel Álvarez fue secuestrado y desaparecido por miembros del 
ejército en la ciudad de Guatemala. A raíz de estos hechos, los integrantes de la familia 
Gudiel Álvarez huyeron hacia México donde permanecieron exilados hasta 1997, cuando 
retornaron con la esperanza de que la firma de la paz fuera firme y duradera5. 

	 Una vez que Florentín se reencontró con sus raíces en la aldea Cruce de la Espe-
ranza, no tardó en manifestar su solidaridad ayudando a solucionar los problemas de la 
comunidad. Por ejemplo, promovió la construcción y fundación de la escuela “República 
de México”; trabajó para evitar la deserción escolar; y fue colaborador de la Procuraduría 
de los Derechos Humanos (PDH). A raíz de ello, en 2002 fue declarado “Héroe Anónimo” 
por el Sistema de Naciones Unidas (ONU)6.  

3.	 Entrevista con Makrina Gudiel Álvarez, peticionaria del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatema-
la”, 13 de abril de 2023.

4.	 CIDH. “Informe de Fondo No .56/12. Florentín Gudiel Ramos y Makrina Gudiel Álvarez”. Guatemala, 21 de marzo de 
2012, página 2.

5.	 Corte IDH. “Caso Gudiel Álvarez y Otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala”. Sentencia del 20 de noviembre de 2012 
(Fondo, Reparaciones y Costas).

6.	 Samayoa, Claudia. “En el primer aniversario del asesinato de Florentín Gudiel”. Albedrio. Año 2, 9 de diciembre de 
2005.
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	 A su vez, trabajó en la construcción de viviendas para familias desmovilizadas 
de la insurgencia a través de la Fundación Guillermo Toriello (FGT), y se encontraba 
reconstruyendo parte de la memoria histórica del Comité de Unidad Campesina (CUC). 
Asimismo, estaba reconstruyendo la memoria del conf licto armado que había empezado 
con la historia de los mártires del CUC, así como la historia del sacerdote católico de ori-
gen belga, Walter Voordeckers, ejecutado por agentes del Estado el 12 de mayo de 1980 
en las afueras de la casa parroquial de Santa Lucía Cotzumalguapa7.

	 En 1999, la Organización No Gubernamental (ONG) denominada National Secu-
rity Archive (NSA), con sede en Estados Unidos, dio a conocer la existencia del Diario Mi-
litar o “Dossier de la Muerte”, en el que aparece registrada la ficha de su hijo José Miguel, 
junto a la de otros 182 militantes de diferentes organizaciones revolucionarias que fueron 
detenidos ilegalmente, torturados y ejecutados extrajudicialmente8. A partir de ese mo-
mento, las y los familiares de las víctimas denunciaron ante el Ministerio Público (MP) 
los hechos consignados en el Diario Militar con el acompañamiento de ONG’s como el 
Grupo de Apoyo Mutuo (GAM) y la Asociación de Familiares Detenidos-Desaparecidos 
de Guatemala (FAMDEGUA).

	 Al no encontrar justicia en el sistema nacional por la desaparición de su hijo José 
Miguel, a inicios del año 2004 Florentín Gudiel buscó el apoyo de la Fundación Myrna 
Mack (FMM) y, junto a otras 23 familias, firmaron una petición para elevar el caso a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Una de sus últimas acciones al 
respecto fue la declaración que Florentín rindió el 11 de octubre de 20049. 

7. 	 Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH). “Guatemala. Memoria del Silencio”. Primera edición, junio de 1999, 
página 111.

8. 	 Corte IDH. “Caso Gudiel Álvarez y Otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala”. Sentencia de 20 del noviembre de 2012 
(Fondo, Reparaciones y Costas), página 24.

9.	 Ibidem, página 77.
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	 Para ese entonces, Florentín Gudiel estaba ejerciendo como Alcalde Comunitario 
de su aldea y estaba apoyando la gestión del gobierno municipal del Alcalde municipal, 
Julio Armando Paz Espinoza, del partido Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(URNG), que había ganado el cargo para las elecciones generales de 2003 con 8,891 votos, 
sacándole una abrumadora ventaja al candidato del Frente Republicano Guatemalteco 
(FRG), Cesar Arnulfo Duarte Soto, que quedó en segundo lugar con 3,599 votos10. 

	 Aunque para los resultados de diputaciones al listado nacional, distrital y al Par-
lamento Centroamericano (PARLACEN), esta diferencia se achicó, en parte por la adhe-
rencia que provocó la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), siguió quedando en pri-
mer lugar la URNG y en segundo lugar el FRG11. Esto da cuenta que, en ese entonces, las 
propuestas políticas provenientes del movimiento revolucionario, que había transitado 
a su faceta de izquierda partidista, seguían manteniendo eco a nivel comunitario, al mis-
mo tiempo que el partido insignia del militarismo en ese entonces, perdía terreno luego 
de haber hecho gobierno con Alfonso Portillo Cabrera en la Presidencia de la República 
(enero 2000 – enero 2004), y el general retirado y Presidente de facto, José Efraín Ríos 
Montt, en la Presidencia del Congreso de la República.

	 La animadversión de los seguidores del partido FRG, cuyos núcleos organizati-
vos fueron los ex Comisionados Militares y ex comandantes de las extintas Patrullas de 
Autodefensa Civil (PAC), se patentó con acciones violentas de distinto tipo en los días 
llamados “Jueves Negro” y “Viernes de Luto” el 24  245 de julio de 2003, respectivamente,  
cuando inicialmente el Tribunal Supremo Electoral (TSE) le denegó la inscripción a Ríos 
Montt para su candidatura presidencial y que, como producto de estos actos de vanda-
lismo cometidos por militantes del FRG, posteriormente la Corte de Constitucionalidad 
(CC), bajo el control del eferregismo, le permitió participar para las elecciones generales 
de 2003.

	 En el caso de Florentín y su familia, sufrieron amenazas de un ex kaibil de nombre 
Miguel Azurdia en noviembre de 2003 y durante 2004 se intensificó un discurso de odio 
en su contra por su pasado militante, proveniente de actores como un ex Comisionado 
Militar que había trabajado para el gobierno del FRG12. 

	 La mañana del 20 de diciembre de 2004, a la edad de 74 años, Florentín Gudiel 
fue asesinado con proyectiles de armas de fuego durante un operativo perpetrado por 
hombres desconocidos en la aldea Cruce de la Esperanza. Durante el rezo de la novena, 
hombres que portaban armas de fuego y estaban uniformados con playeras del FRG se 
apostaron fuera de la casa13. 

	 Por su parte, el exkaibil que había amenazado a Florentín Gudiel pasó de trabajar 
como vendedor ambulante a pasear en un pick-up de uno de los ingenios azucareros que 
hay en Santa Lucía Cotzumalguapa y mejoró su situación económica.

10.	 Tribunal Supremo Electoral (TSE). “Memoria electoral 2003”. Gobierno de Guatemala, 2004.
11.	 Ibidem. Listado Nacional: URNG, 5,276 votos; FRG, 3,893 votos. Listado Distrital: URNG, 5,669 votos; FRG, 4099 

votos. Parlamento Centroamericano: URNG, 5,220 votos; FRG, 3,636 votos.
12.	 CIDH. “Informe de fondo No.56/12. Florentín Gudiel Ramos y Makrina Gudiel Álvarez”. Guatemala, 21 de marzo de 

2012, páginas 3-4.
13.	  Ibidem.



11

2.  La Política Pública de Protección a Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos (PPPDH) como medida de reparación en el 
“Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala”.

	 Un año más tarde del asesinato de Florentín Gudiel, el caso por la desaparición 
forzada de su hijo –y por el cual estuvo exigiendo justicia hasta al día de su muerte- fue 
presentado como parte del “Caso Diario Militar” ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) el 09 de diciembre de 2005, bajo la representación de la 
Fundación Myrna Mack y la Clínica de Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
de la Universidad de California14.

	 Ese mismo día, su hija Makrina Gudiel Álvarez, y la entonces Directora de la Uni-
dad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (UDEFEGUA), Clau-
dia Samayoa, presentaron una petición ante la CIDH en contra del Estado de Guatemala 
por el asesinato de Florentín Gudiel Ramos. Desde que fue presentada la petición ante la 
CIDH, el caso se mantuvo en fase de información y comunicaciones con las peticionarias 
y el Estado, hasta que fue admitido por la Comisión el 8 de septiembre de 2010.

	 Luego que esta noticia fuera publicada en el diario Prensa Libre, el exkaibil que 
figuraba como uno de los sospechosos fue asesinado en un operativo relámpago. Las in-
vestigaciones del MP únicamente llegaron a determinar que el sospechoso sí había sido 
militar, pero el caso no avanzó en las Cortes nacionales de justicia; de hecho, la denuncia 
que Makrina Gudiel presentó ante el MP en contra del exkaibil se había extraviado y no 
fue hasta el año 2013 que apareció15. 

	 El 12 de julio de 2012, la CIDH sometió el “Caso Florentín Gudiel Ramos, Makrina 
Gudiel Álvarez y otros vs. Guatemala” a la jurisdicción contenciosa de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte IDH). Tras los respectivos trámites de las peticio-
narias, pero, sobre todo, debido a las constantes oposiciones presentadas por los repre-
sentantes del Estado, fue hasta el 28 de agosto de 2014 que la Corte IDH emitió sentencia 
sobre excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas en el caso, el cual cambió 
su nombre a “Defensor de Derechos Humanos y otros vs. Guatemala”.

	 Como parte de las medidas de reparación integral dictadas en la sentencia con-
denatoria contra el Estado de Guatemala, quedaron establecidas las garantías de no re-
petición, entre ellas. el inciso C.4.1 que establece la obligación por parte del Estado de 
Guatemala de crear una Política Pública de Protección a Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos (PPPDDH)16.

14.	 El 20 de noviembre de 2012, la Corte dictó sentencia condenatoria en contra del Estado de Guatemala por el “Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala”.

15.	 Entrevista a Makrina Gudiel Álvarez. Peticionaria del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala”, 
13 de abril de 2023.

16.	 Corte IDH. “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala”. Sentencia de 28 de agosto de 2014. (Excep-
ciones Preliminares, Fondo, Costas y Reparaciones), página 85.
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I.  Inciso C.4.1 Política pública para la protección de las defensoras 
y los defensores de derechos humanos

“El Estado debe presentar informes anuales en 
el que indique las acciones que se han realizado 
con el fin de implementar, dentro de un plazo 
razonable, una política pública efectiva para la 
protección de las defensoras y los defensores de 
derechos humanos, en los términos de los párra-
fos 263 y 264 de la presente Sentencia”.

Párrafos 263 y 264

“263. Con relación a la adopción de medidas 
para la disminución del riesgo de las defenso-
ras y defensores de derechos humanos, esta 
Corte estableció que el Estado ha planificado 
y/o implementado diversas medidas dirigidas a 
enfrentar dichos riesgos (supra nota 74). Sin em-
bargo, Guatemala no aportó información a la 
Corte sobre la efectividad de las mismas. En vir-
tud de lo anterior, el Estado debe implementar, 
en un plazo razonable, una política pública para 
la protección de las defensoras y los defensores 
de derechos humanos, tomando en cuenta, al 
menos, los siguientes requisitos:

a) la participación de defensores de derechos 
humanos, organizaciones de la sociedad civil y 
expertos en la elaboración de las normas que 
puedan regular un programa de protección al 
colectivo en cuestión;

b) el programa de protección debe abor-
dar de forma integral e interinstitucional la

problemática de acuerdo con el riesgo de cada 
situación y adoptar medidas de atención inme-
diata frente a denuncias de defensores y defen-
soras;

c) la creación de un modelo de análisis de ries-
go que permita determinar adecuadamente el 
riesgo y las necesidades de protección de cada 
defensor o grupo;

d) la creación de un sistema de gestión de la 
información sobre la situación de prevención y 
protección de los defensores de derechos huma-
nos;

e) el diseño de planes de protección que respon-
dan al riesgo particular de cada defensor y de-
fensora y a las características de su trabajo;

f) la promoción de una cultura de legitimación 
y protección de la labor de las defensoras y los 
defensores de derechos humanos; y,

g) la dotación de los recursos humanos y finan-
cieros suficientes que responda a las necesida-
des reales de protección de las defensoras y los 
defensores de derechos humanos.

264. Asimismo, el Estado debe presentar infor-
mes anuales en el plazo de un año sobre las ac-
ciones que se han realizado para la implemen-
tación de dicha política.”

	 Así pues, a partir del segundo semestre de 2014, las organizaciones de la socie-
dad civil guatemalteca defensora de derechos humanos, contó con un marco sólido para 
demandar al Estado guatemalteco la construcción de la Política Pública de Protección 
a Defensoras y Defensoras de Derechos Humanos (PPPDDH) con la participación de la 
comunidad defensora de derechos humanos, con recursos financieros y con informes 
anuales para dar cuenta de los avances, y darle cumplimiento a lo ordenado en la senten-
cia de la Corte IDH en un plazo razonable.

Fuente: Sentencia de la Corte IDH.
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3.  Antecedentes en Guatemala de los esfuerzos encaminados a 
construir Políticas Públicas de Protección a Defensoras y 

	 Defensores de Derechos Humanos hasta el año 2012

	 Como antecedentes del proceso de construcción de una Política Pública de Pro-
tección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (PPPDDH), es necesario retro-
ceder al año 1991 cuando el gobierno entrante de Jorge Serrano Elías (enero 1991 – junio 
de 1993) y el Movimiento de Acción Social (MAS), creó la Comisión Presidencial Coordi-
nadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH).

	 El objeto de la COPREDEH era coordinar las acciones del Gabinete de Gobierno 
y la relación de éste con el Organismo Judicial (OJ) y la Procuraduría de Derechos Hu-
manos (PDH) para “hacer efectiva la vigencia y protección de los derechos humanos”, 
y entre sus atribuciones estaban las de coordinar con los ministerios competentes, la 
implementación de la “política de protección de los derechos humanos” y proponer una 
“iniciativa de ley en materia de derechos humanos”17. 

	 A su vez, en el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos firmado en 1994 entre 
el gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) 
como parte de las negociaciones de los Acuerdos de Paz, definió como uno de sus dos 
compromisos generales que:

“El Gobierno de la República de Guatemala continuará impulsando to-
das aquellas medidas orientadas a promover y perfeccionar las normas y 
mecanismos de protección de los derechos humanos”18. 

	 Sin embargo, estos compromisos de institucionalizar los derechos humanos solo 
fueron asumidos en el papel, ya que el gobierno no promovió tales políticas o normati-
vas, al tiempo que las violaciones a los derechos humanos no se detuvieron con la firma 
de los Acuerdos de Paz.

	 Esta tendencia provocó la creación, desde sociedad civil, de instituciones como 
la Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de Guatema-
la (UDEFEGUA) en el año 2000; y a que en el año 2002, a nivel internacional, Amnistía 
Internacional (AI) señalase que existía un “desmoronamiento de los derechos humanos 
en el país”, y que la Misión Internacional de las Naciones Unidas en Guatemala (MINU-
GUA), presentase un informe en el que alertó sobre el grado de “estancamiento de los 
derechos humanos”19. 

17.	 Ministerio de Gobernación, Ministerio de Defensa y Ministerio de Relaciones Exteriores. “Acuerdo Gubernativo No. 
486-91”. Presidencia de la República. Guatemala, 12 de julio de 1991, Artículo 4.

18.	 Gobierno de Guatemala y URNG. “Acuerdo Global sobre Derechos Humanos”. México, D.F., 29 de marzo de 1994.
19.	 Cabanas, Andrés & Del Cid, Paula. “Guatemala: Derechos Humanos en tiempos de Paz”. Instituto de Derechos Huma-

nos, Universidad de Deusto, 2003, páginas 18-19.
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	 Ante la inminente llegada al país de Hilari Jilani, Relatora Especial para Defenso-
res de Derechos Humanos del Secretario General de la ONU, el 24 de mayo de 2002 el go-
bierno de Alfonso Portillo Cabrera emitió el Acuerdo Gubernativo 1170-2002 que creó la 
“Comisión Presidencial para la Investigación de las Amenazas e Intimidaciones denun-
ciadas por Miembros de Organismos y Organizaciones de Derechos Humanos”, la cual fue 
señalada como una táctica para aparentar preocupación por parte del gobierno respecto 
de la creciente violencia en contra de las defensoras y defensores de derechos humanos.

	 Entre el 26 de mayo y el 1 de junio de 2002, Hilari Jilani visitó Guatemala con el ob-
jetivo de evaluar la situación de las defensoras y defensores, examinar el marco legal en la 
materia y verificar las violaciones a los derechos humanos que estaban siendo denuncia-
das. Como resultado de su visita exhortó al gobierno que le pusiera fin a la impunidad en 
los casos de violaciones a los derechos humanos cometidos durante la guerra, así como 
a la existencia de Cuerpos Ilegales y Aparatos Clandestinos de Seguridad (CIACS) que, 
durante la posguerra, han continuado ejerciendo violencia en contra de las defensoras y 
defensores de derechos humanos20. 
	

Entre el 26 de mayo y el 1 de junio 
de 2002, Hilari Jilani visitó Guate-
mala con el objetivo de evaluar la 
situación de las defensoras y de-
fensores, examinar el marco legal 
en la materia y verificar las vio-
laciones a los derechos humanos 
que estaban siendo denunciadas. 
Como resultado de su visita exhor-
tó al gobierno que le pusiera fin a 
la impunidad en los casos de vio-
laciones a los derechos humanos 
cometidos durante la guerra, así 
como a la existencia de Cuerpos 
Ilegales y Aparatos Clandestinos 
de Seguridad (CIACS) que, duran-
te la posguerra, han continuado 
ejerciendo violencia en contra de 
las defensoras y defensores de de-
rechos humanos. 

	 En ese contexto, en enero de 2003 el gobierno de 
Guatemala presidido entonces por Alfonso Portillo Cabre-
ra (enero 2000 – enero 2024) y el FRG, suscribió un acuerdo 
con la ONU para la misión internacional de establecer una 
Comisión de Investigación de Cuerpos Ilegales y Aparatos 
Clandestinos de Seguridad (CICIACS), con el objetivo de 
apoyar a los órganos de persecución penal en Guatemala.

	 A su vez, Portillo Cabrera asumió públicamente el 
compromiso de garantizar la protección de los derechos 
humanos, lo que inspiró a la sociedad civil a presentar 
una Iniciativa de Ley ante el Congreso de la República ese 
mismo año, que abordaba los compromisos asumidos en 
el marco de los Acuerdos de Paz en materia de derechos 
humanos21. No obstante, esta iniciativa fue engavetada.

	 Durante el gobierno de Óscar Berger Perdomo (ene-
ro 2004 – enero 2008) y la Gran Alianza Nacional (GANA), 
la COPREDEH fue presidida por Frank La Rue Lewy, quien 
propuso las Políticas Públicas de Derechos Humanos y 
de Educación en Derechos Humanos, las cuales fueron 

20.	 Peacock, Susan & Beltrán, Adriana. “Poderes Ocultos. Grupos ilegales armados en la Guatemala post conflicto y las 
fuerzas detrás de ellos”. WOLA. Washington, Estados Unidos, 2006, página 72.

21.	 Fernández, Carlos; Hernández, Iduvina & Rodas, Francisco. “Elementos para la elaboración de una política pública de 
prevención y protección de defensoras y defensores de derechos humanos”. UDEFEGUA, Guatemala, 09 de febrero de 
2016.

22.	 Entrevista a Ruth del Valle, ex Presidenta de la COPREDEH en el periodo 2008-2012, realizada el 23 de agosto de 2023.

aprobadas. A su vez, durante su gestión la COPREDEH se empezó a posicionar a nivel 
internacional como la representante del Estado en materia de derechos humanos, por 
ejemplo, ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH)22. 
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	 El contexto de aprobación del Tratado de Libre Comercio de Guatemala con Esta-
dos Unidos (RD-CAFTA, por sus siglas en inglés), provocó un aumento de las violaciones 
a los derechos humanos entre 2005 y 2006, al tiempo que el sistema de justicia seguía sin 
atender las denuncias presentadas por las y los defensores de derechos humanos, por lo 
que continuaron las denuncias presentadas a nivel internacional.

	 Parte de la incidencia política de las organizaciones de derechos humanos a nivel 
internacional fue clave para que, en diciembre de 2006, la ONU firmase con Guatemala 
el Acuerdo para la creación de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Gua-
temala (CICIG), y también para que el gobierno de Berger Perdomo anunciara en 2007 
la creación de una Política Pública de Protección a Defensores de Derechos Humanos 
(PPPDDH), pero la misma no fue aprobada.

	 Durante el gobierno de Álvaro Colom Caballeros (enero 2008 – enero 2012) y la 
Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), se dieron reuniones más coordinadas entre la 
sociedad civil y los funcionarios públicos para abordar la necesidad de la PPPDDH, pero 
éstas no avanzaron al ritmo esperado.

	 En ese entonces, la COPREDEH fue presidida por Ruth del Valle Cobar, quien 
promovió poner al día los informes atrasados ante los órganos del Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos (SIDH) de la Organización de Estados Americanos (OEA), 
es decir, ante la CIDH y la Corte IDH, en los que el gobierno de la UNE reconoció que se 
cometieron violaciones a los derechos humanos en administraciones pasadas23. 

	 Vale señalar que, en 2011, la OEA creó la Relatoría de Defensoras y Defensores 
de Derechos Humanos y Operadores de Justicia que se unió al resto de relatorías que 
asesoran a la CIDH24, facilitando así la observación de la situación de las defensoras y 
defensores de derechos humanos en los Estados del continente de América que forman 
parte de la OEA.

	 A su vez, del Valle Cobar impulsó desde la COPREDEH la participación de Guate-
mala en el Examen Periódico Universal (EPU) de la ONU25. El primer informe del Grupo 
de Trabajo del EPU fue presentado en mayo de 2008, y en éste los Estados de Portugal, 
Irlanda y México recomendaron a Guatemala que formulara una política nacional de 
protección a defensores de derechos humanos; mientras que Suiza recomendó la redac-
ción de un proyecto de ley para garantizar la protección de los defensores de derechos 

23.	 Ibidem.
24.	 Personas Afrodescendientes; Derechos de las Personas Mayores; Niñas, Niños y Adolescentes; Pueblos Indígenas; Per-

sonas LGBTI; Mujeres; Memoria, Verdad y Justicia; Personas Privadas de Libertad; Personas con Discapacidad; Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y Operadores de Justicia; Movilidad Humana; Libertad de Expresión; Derechos 
Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA).

25.	 En 2006, la Asamblea General de la ONU sustituyó el Comité de Derechos Humanos por el Consejo de Derechos Hu-
manos (CDH), con el objetivo de hacer recomendaciones a sus Estados miembros sobre la situación de las violaciones a 
los derechos humanos en sus respectivos países. Los órganos de la CDH son el Grupo de Trabajo del Examen Periódico 
Universal (EPU) y el Consejo Asesor y el Procedimiento de Denuncia. El objetivo del EPU es impulsar la promoción 
y protección de los DDHH mediante evaluaciones cuatrienales sobre su cumplimiento. De esa cuenta, desde el 2008 
los Estados miembros de la ONU, entre ellos Guatemala, se han sometido a evaluaciones sobre el cumplimiento de los 
derechos humanos.
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humanos26. Asimismo, en el informe del Grupo de Trabajo del EPU presentado en di-
ciembre de 2012, el Estado de España recomendó legislar para garantizar la protección 
de los defensores de derechos humanos27. 

4. 	 Línea del tiempo con los hitos de las condiciones favorables y 
	 desfavorables para la creación de la PPPDDH en el periodo 2012-2022

26.	 Asamblea General de la ONU. “Examen Periódico Universal. Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal”. Consejo de Derechos Humanos, 8vo. Periodo de Sesiones, 29 de mayo de 2008.

27.	 Asamblea General de la ONU. Examen Periódico Universal. Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal. Consejo de Derechos Humanos, 22º Período de Sesiones, 31 de diciembre de 2012.

	 A continuación, se presenta a manera de síntesis, una descripción del proceso de 
construcción de la PPPDDH, tomando en consideración los principales acontecimientos 
que han permitido el avance, estancamiento o retroceso del proceso de creación e imple-
mentación de la PPPDDH durante los últimos 11 años, periodo 2012-2022.

1.	 Mayo: Jorge de León Duque es elec-
to PDH para el periodo 2012-2017.

2.	 Julio: La CIDH sometió el caso 
“Florentín Gudiel Ramos, Makrina 
Gudiel Álvarez y otros vs. Guate-
mala” a la jurisdicción de la Cor-
te-IDH.

	
3.	 Diciembre: Grupo de Trabajo del 

EPU presenta informe donde se re-
comienda a Guatemala legislar para 
proteger a defensoras y defensores 
de derechos humanos.

Enero -Diciembre: Antonio Arenales 
Forno al frente de SEPAZ y COPRE-
DEH, clausura los Archivos de la Paz 
y se opone a los casos contra militares 
ante la Corte-IDH.

Diciembre: Gobierno emite el Acuerdo 
Gubernativo 370-2012 con el que niega 
varias competencias en la Corte-IDH.

Enero: Organizaciones defensoras de 
derechos humanos inciden política-
mente para que el gobierno derogue el 
Acuerdo Gubernativo 370-2012.

Enero - Diciembre: La COPREDEH se 
opone al caso “Florentín Gudiel Ramos, 
Makrina Gudiel Álvarez y otros vs. Gua-
temala”

2012

2013
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Septiembre – Diciembre: El “Pacto de 
Corruptos” elige la mayoría de Magis-
traturas de la Corte Suprema de Justicia 
(CSJ) y Cortes de Apelaciones (CA).

Febrero: Primer acercamiento serio 
entre las peticionarias del caso y la CO-
PREDEH.

Abril: Peticionarias logran que la ban-
cada de la URNG cite a la COPREDEH 
para informar sobre el seguimiento a la 
sentencia.

Mayo: Magistrada Delia Dávila sustitu-
ye a Blanca Stalling en la Presidencia de 
la Cámara Penal de la CSJ.

Junio: La UDEFEGUA entrega propues-
ta de hoja de ruta para elaboración de la 
PPPDDH.

Septiembre: Manifestaciones contra la 
corrupción contribuyen a la renuncia 
del Presidente de la República, Otto Pé-
rez Molina.

Enero: La COPREDEH se opone a va-
rios aspectos de la sentencia del “Caso 
Defensor de Derechos Humanos y otros 
vs. Guatemala”.

Febrero - Abril: La COPREDEH no 
convoca a las peticionarias para darle 
seguimiento a la sentencia.

Noviembre: Jimmy Morales Cabrera es 
electo Presidente de la República, ga-
rantizando el continuismo del “Pacto de 
Corruptos” en el Ejecutivo.

2014

2015

Mayo: Thelma Aldana Hernández es 
electa Jefa del Ministerio Público (MP) 
para el periodo 2012-2016.

Agosto: Corte-IDH emite sentencia 
contra el Estado en el caso, el cual cam-
bió su nombre a “Defensor de Derechos 
Humanos y otros vs. Guatemala”.

Enero: Francisco Rivas es nombrado 
Ministro de Gobernación.

Marzo: La UDEFEGUA entrega a la 
COPREDEH el documento “Elemen-
tos para la elaboración de una Política 
Pública de Prevención y Protección de 
Defensoras y Defensores de derechos 
humanos”.

Noviembre: La OACNUDH facilita ta-
ller sobre estándares regionales en ma-
teria de protección a defensoras y defen-
sores, para organizaciones defensoras 
de derechos humanos y funcionarios 
públicos. 

Abril: Antonio Arenales Forno es nom-
brado Embajador en Uruguay y conti-
núa asesorando al gobierno en materia 
de derechos humanos a nivel interna-
cional.

Septiembre: COPREDEH convoca al 
primer taller de elaboración de la PPP-
DDH excluyendo a varios actores de la 
sociedad civil.

2016
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Junio: Patricia Sandoval, Presidenta de 
la Comisión de Derechos Humanos del 
Congreso de la República, no asiste a 
constitución del Grupo Promotor de la 
PPPDDH.

Agosto: Jimmy Morales Cabrera declara 
non grato al Comisionado de la CICIG, 
Iván Velásquez; y destitución de Minis-
tro de Relaciones Exteriores y renuncia 
de Víctor Hugo Godoy de la COPRE-
DEH, ambos afines a la elaboración de 
la PPPDDH.

Agosto: Sandra Jovel es nombrada Mi-
nistra de Relaciones Exteriores.

Septiembre: Luis Borrayo es nombrado 
Presidente de la COPREDEH.

2017

?: Constitución del Grupo Observador 
de la PPPDDH, integrado por la PDH, 
la OACNUDH, la OIT, la UNESCO, y 
ONU - MUJERES, UE, la peticionaria 
Makrina Gudiel y la Co-peticionaria 
UDEFEGUA.

Febrero - Agosto: Reuniones plenarias y 
mesas de trabajo logran avances signifi-
cativos en la elaboración de la PPPDDH.

Junio: Constitución del Grupo Promo-
tor de la PPPDDH (COPREDEH, MIN-
REX, MP, MINTRAB, PNC, Cámara 
Penal OJ).

Agosto: MP y CICIG presentan antejui-
cio contra el presidente Jimmy Morales 
por caso de financiamiento ilícito.

2018

Enero: El Estado guatemalteco se com-
promete ante la Corte IDH a tener avan-
ces durante el primer semestre, pero es 
hasta septiembre que la COPREDEH 
convoca al Equipo Técnico para una re-
lectura del marco estratégico y una ac-
tualización del diagnóstico.

Mayo: Consuelo Porras Argueta es elec-
ta Jefa del MP.

Enero: Grupo de Trabajo del EPU pre-
senta informe donde se recomienda a 
Guatemala la aprobación de una PPP-
DDH.

Abril: Grupo Promotor avala el docu-
mento base de la PPPDDH.

Mayo: Pleno de la CSJ emite punto reso-
lutivo en el que avala el documento base 
de la PPPDDH.

Mayo: La Fiscal General, Thelma Aldana 
Hernández, emite la Instrucción Gene-
ral 05-2018 que aprueba el Protocolo de 
Investigación de Delitos Cometidos con-
tra Defensores de Derechos Humanos.
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Abril - Mayo: Discurso de odio del Pre-
sidente  de la República, Jimmy Morales 
Cabrera, frente al ejército en el día del 
soldado caído y frente a vendedores del 
mercado La Terminal.

Mayo – Junio: 9 asesinatos de defenso-
res de derechos humanos, la mayoría del 
Comité de Desarrollo Campesino (CO-
DECA) y Comité Campesino del Alti-
plano (CCDA).

Agosto: El Presidente de la República, 
Jimmy Morales Cabrera, no renueva el 
mandato de la CICIG, y despliega ope-
rativo conjunto ejército-Policía Nacio-
nal Civil (PNC) en contra de defensoras 
y defensores de derechos humanos que 
participan en la elaboración de la PPP-
DDH.

2019

Octubre - Noviembre: Reuniones técni-
cas para consolidar el diagnóstico.

Diciembre: Última reunión del año en 
la que se acuerda concluir el documento 
en una reunión el 6 de enero de 2020.

Febrero: Reunión para concluir el docu-
mento y pasar a fase de consulta con la 
comunidad defensora de derechos hu-
manos.

Creación de la Comisión de Observa-
ción y Cumplimiento de la PPPDDH.

Enero: La COPREDEH no convoca a 
reunión para concluir el documento.

Marzo: Inicia la Pandemia del CO-
VID-19 en Guatemala.

Junio: Acuerdo Gubernativo 81-2020 
crea el “Comité Técnico de Evaluación e 
Innovación de la Gestión Pública Institu-
cional de la Presidencia de la República”.

Julio: El Comité emite informe de eva-
luación para reordenar la administra-
ción pública en función del Plan Nacio-
nal de Desarrollo “Katún 2032”.

Julio: Gobierno cierra la COPREDEH, 
la SEPAZ y la SAA, y crea la COPADEH 
sin dejar explicita la atribución de darle 
seguimiento a la relación con la CIDH y 
Corte IDH.

2020
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Marzo: Comienza a funcionar operati-
vamente la COPADEH.

Abril: COPADEH informa que la CO-
PREDEH no le dejó los archivos del pro-
ceso. 

Posteriormente, la Magistrada Delia 
Dávila envía en comunicación oficial a 
la COPADEH con copia del documento 
base de la PPPDDH aprobado.

Noviembre: La COPADEH informa que 
no cuentan con información del proce-
so de la PPPDDH, ni tampoco poder de 
decisión.

2021

Abril: Peticionarias y Comisión de Ob-
servación logran reunión con la COPA-
DEH, quienes responden que descono-
cen del proceso.

Mayo-Octubre: Organizaciones de de-
rechos humanos realizan 8 encuentros 
territoriales para analizar contexto, la IG 
05-2018 y el Acuerdo de Escazú.

Septiembre: La Fiscal General, Consue-
lo Porras Argueta, es incluida en la Lista 
Engel.

Noviembre: Organizaciones de DDHH 
realizan incidencia política a funciona-
rios relacionados con la PPPDDH.

Mayo: El Presidente de la República, 
Alejandro Giammattei Falla, reelige a 
Consuelo Porras como Jefa del MP.

Junio: En sesión especial del Consejo 
Permanente de la Organización de Es-
tados Americanos (OEA), el Presidente 
de la República, Alejandro Giammattei 
Falla, acusa a la CIDH de extorsión.

Noviembre: La COPADEH se niega a 
darle seguimiento a la PPPDDH.

Diciembre: Se reforma la COPADEH; 
queda explicita su relación con CIDH y 
Corte-IDH, pero se quita lo relacionado 
al cumplimiento de los Acuerdos de Paz.

Abril: En audiencia de supervisión de 
sentencia, se solicita visita in loco de la 
CIDH a Guatemala.

Junio: CIDH presenta su informe anual 
sobre derechos humanos donde incluye 
al Estado de Guatemala en el capítulo 
IV.B.

Agosto: Plantón de la comunidad defen-
sora de DDHH en autopista Palín-Es-
cuintla, exigiendo cese a la represión y 
aprobación de la PPPDDH.

Noviembre: Organizaciones de DDHH 
realizan incidencia política a funciona-
rios relacionados con la PPPDDH.

Noviembre: Organizaciones de DDHH 
envían carta a Corte-IDH para informar 
la posición negativa de COPADEH.

2022
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PARTE II

La estrategia pro corrupción y pro impunidad total como telón de fondo 
del proceso de construcción de la PPPDDH, y de las agresiones contra 
defensoras y defensores de derechos humanos en el periodo 2012 -2023

1.	 Caracterización de la estrategia pro corrupción e impunidad total del 
“Pacto de Corruptos”.

	 Desde el gobierno de Otto Pérez Molina (2012-septiembre 2015) y el Partido Pa-
triota (PP), y particularmente a partir de 2016, tras las jornadas sociales contra la corrup-
ción que se articularon a lo largo del año 2015, motivadas por las investigaciones de la 
Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), en conjunto con la 
Fiscalía Especial contra la Impunidad (FECI) del Ministerio Público (MP), se ha venido 
ejecutando la estrategia pro impunidad y pro corrupción total por parte del denominado 
“Pacto de Corruptos e Impunidad”, cuyo objetivo estratégico es consolidar lo que Marco 
Fonseca ha calificado como el proceso de Restauración Total para pasar a la instauración 
de un régimen de condiciones autoritarias bajo una fachada democrática y utilizando 
todo el andamiaje legal e institucional del Estado guatemalteco, que retrotraiga a las 
condiciones políticas, económicas y sociales que existían antes de inaugurarse los go-
biernos civiles y democráticos en 1985.

	 Recurriendo al análisis histórico, es en la primera década del presente siglo, y 
particularmente a partir del año 201o que empiezan a perfilarse los elementos que le 
dan contenido a dicha estrategia y los objetivos implícitos que la han sustentado y le dan 
orientación, particular e inicialmente con el surgimiento público de la Fundación contra 
el Terrorismo (FCT) en alianza con la Asociación de Veteranos Militares de Guatemala 
(AVEMILGUA) y la Liga Pro Patria, y posteriormente de otros grupos operadores de la 
misma como la Asociación de Familiares de Militares y Amigos de Militares (FAMILIAS), 
y “Guatemala Inmortal”, en la víspera del juicio por genocidio al ex dictador y Jefe de 
Estado de facto, José Efraín Ríos Montt, quien en 2013 fue condenado a 80 años por vio-
laciones a derechos humanos y genocidio.

	 Desde sus inicios, dicha estrategia ha tenido tres grandes objetivos:

	 a)  Obstaculizar, detener y retrotraer todos los procesos de justicia transicional 
abiertos contra militares retirados contrainsurgentes –institucionalistas y de línea dura- 
que conformaron el alto mando militar de los gobiernos militares autoritarios de las 
décadas de 1970 y 1980, que diseñaron y ejecutaron la contrainsurgencia, así como que 
negociaron los Acuerdos de Paz y se han mantenido en todos los gobiernos civiles desde 
1985 a la fecha controlando las esferas de seguridad, inteligencia y contrainteligencia, 
acusados de graves violaciones a derechos humanos, ejecutores de la política de tierra 
arrasada y el genocidio durante la guerra interna.

	 La anulación de la sentencia y retrotraer el juicio por genocidio de Ríos Montt y 
su Jefe de seguridad, Mauricio Rodríguez Sánchez, así como lo que ha venido sucediendo  
con otros importantes juicios y procesos de justicia transicional a militares retirados, tal



22

es el caso, por ejemplo, del “Diario Militar” y el de “Genocidio Ixil”, constituye un indicar 
del avance de dicha estrategia.

	 b)  Detener la organización y la creciente resistencia comunitaria contra las mega 
inversiones que integran el modelo de acumulación, implementadas por las familias y 
fracciones empresariales capitalistas nacionales en alianza con empresas y grupos de 
capital transnacional, mediante la ejecución gradual de la política de estigmatización, 
criminalización, judicialización y represión de la protesta social, a fin de “limpiar la 
mesa y dejar libre el camino” para el avance y consolidación del modelo de acumulación 
capitalista que tiene su base en las mega inversiones en monocultivos expansivos de 
palma africana, caña de azúcar y otros; grandes obras de infraestructura para el apoyo 
de la producción corporativa; y la explotación y mercantilización de las riquezas de la 
naturaleza como minerales, petróleo, agua, tierra, selva, bosque, oxígeno, etc.

	 Este objetivo se expresa en el Plan de Desarrollo “Katún 2032” el cual sustenta una 
visión marcadamente neoliberal de control y expansión territorial, así como en el Plan 
de Reactivación Económica puesto en marcha por el gobierno de Alejandro Giammattei 
Falla y Vamos, el cual no se paralizó pese a la ocurrencia y la cuestionada política pública 
para enfrentar la Pandemia del Covid-19.

	 c) Consolidar el modelo de acumulación capitalista basado en la expansión de 
los monocultivos de palma africana, hule, caña de azúcar, etc.; grandes obras de in-
fraestructura como megaproyectos para la realización de la producción a gran escala 
como carreteras, puertos, aeropuertos, hidroeléctricas, corredores tecnológicos, etc.; y 
la explotación y mercantilización de las riquezas de la naturaleza como petróleo, selva, 
bosque, minerales, tierra, agua, oxígeno, etc.

	 La estrategia debió ser reajustada en 2016 a partir del gobierno de Jimmy Morales 
Cabrera (enero 2016 – enero 2020) y el FCN-Nación, tras las jornadas anti corrupción de 
2015 que fueron uno de los puntos culminantes para que el gobierno de Otto Pérez Moli-
na y algunos de los ex funcionarios de la plana mayor del desaparecido Partido Patriota 
(PP), incluyendo a la entonces Vicepresidenta de la República, Roxana Baldetti Elías, 
fueran a parar a la cárcel y enfrentaran procesos judiciales por su implicación en casos 
de corrupción de alto impacto que salieron a luz pública por las investigaciones de la 
Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) y la Fiscalía Espe-
cial contra la Impunidad (FECI) del Ministerio Público (MP), estando al frente Thelma 
Aldana Hernández.

	 Casos como “La Línea”, “Cooptación del Estado”, “Bufete de la Impunidad”, “Cons-
trucción y Corrupción”, y “Financiamiento Electoral Ilícito al FCN-Nación”, “Financia-
miento Electoral Ilícito a la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE)”, “Tráfico de Inf luen-
cias”, entre otros muchos, no solo develaron que la corrupción y la impunidad han sido 
prácticas históricas que han configurado el Estado guatemalteco, sino también revelaron 
que no solo los funcionarios del PP eran protagonistas de estos procesos, implicando a 
reconocidos empresarios integrantes de las familias y los grupos corporativos del poder 
oligárquico, militares retirados, funcionarios públicos, y operadores que se mueven en 
los distintos niveles de la institucionalidad pública, a la mejor práctica de las estructuras 
de seguridad que se derivaron de los Cuerpos Ilegales y Aparatos Clandestinos de Segu-
ridad (CIACS).
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	 La estrategia pro corrupción y pro impunidad total fue continuada y profundizada 
en el gobierno de Alejandro Giammattei Falla (enero 2020 – enero 2024) y Vamos, no solo 
como protagonistas sino artífices para su avance y consolidación, hasta llegar al momen-
to actual.

2.  	El gobierno de Jimmy Morales Cabrera (2016-2020) y el Frente de 
	 Convergencia Nacional (FCN)-Nación

	 A partir del año 2016, tras las jornadas anti corrupción de 2015 y con la llegada al 
gobierno de Jimmy Morales Cabrera y el Frente de Convergencia Nacional (FCN)-Nación 
a la Presidencia de la República, la estrategia se reajusta y se agrega otro objetivo a los 
tres ya mencionados, a saber:

La estrategia pro corrupción y pro 
impunidad total fue continuada 
y profundizada en el gobierno de 
Alejandro Giammattei Falla (ene-
ro 2020 – enero 2024) y Vamos, 
no solo como protagonistas sino 
artífices para su avance y conso-
lidación, hasta llegar al momento 
actual.

	 d)	 Obstaculizar, impedir y traerse abajo los 
procesos judiciales abiertos en casos paradigmáticos de 
gran corrupción que se levantaron contra funcionarios 
públicos, gobernantes, empresarios corporativos que per-
tenecen a las principales fracciones del capital nacional y 
familias oligarcas que integran el G-8, así como operadores 
políticos incrustados en partidos políticos con presencia 
en el Congreso de la República y que han integrado desde 
ese gobierno la alianza oficialista, y que operan a lo lar-
go y ancho de la institucionalidad del Estado y de los tres

	 Poderes que lo conforman, por su implicación en casos de corrupción de alto im-
pacto que fueron investigados y develados desde 2015 en adelante por la CICIG y la FECI 
del MP, en función de desmontar todo el andamiaje anticorrupción construido desde 
2007 con el objetivo de fortalecer los órganos de justicia en Guatemala y transparentar la 
función pública.

	 El control de los procesos de selección y elección de los Magistrados y Magistra-
das de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y de la Corte de Apelaciones (CA) que se hizo 
evidente desde las Comisiones de Postulación de 2009, 2014 y 2019 hasta la actualidad, 
en el marco del segundo mandato de facto que dichos funcionarios y funcionarias públi-
cas cumplieron hasta noviembre de 2023; la elección y designación de los Magistrados 
y Magistradas de la Corte de Constitucionalidad (CC) para el periodo 2021-2026; y la 
elección de Consuelo Porras Argueta en 2018 como Fiscal General y Jefa del MP para un 
primer periodo, y su confirmación por parte de Giammattei Falla y Vamos para un se-
gundo periodo en 2022; así como la elección en 2022, de Alejandro Córdoba como nuevo 
Procurador de Derechos Humanos (PDH), e igualmente de Frank Helmuth Bode Fuentes 
como nuevo Contralor General de Cuentas (CGC), son parte de ese proceso de desmonta-
je de la institucionalidad del Estado de lucha contra la corrupción, así como de retomar 
el control de la institucionalidad de control judicial y democrático.

	 En concordancia con esos objetivos ya descritos, el gobierno de Jimmy Morales 
Cabrera y del FCN-Nación llevó a cabo la Fase 1 de la estrategia, consistente en aplicar la 
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“política de normalización” cuyo objetivo fue que gradualmente se restaurara el estado 
de cosas antes de 2015, y los niveles de corrupción e impunidad permitidos hasta antes 
de 2016, mediante una serie de medidas, entre otras: 

a)	 Depuración de la Policía Nacional Civil (PNC) de todo elemento que 
estuviera colaborando con las investigaciones de la CICIG y la FECI, 
la salida de Francisco Rivas Lara como Ministro de Gobernación 
(MINGOB) en enero de 201828, y su sustitución por Enrique Degen-
hart en dicha cartera quien, por cierto, participó como candidato a 
diputado al Congreso de la República por el partido político Valor 
para las pasadas elecciones generales de 2023.

b)	 Criminalizar la actividad de la CICIG mediante el acoso y declarar 
“persona non grata” al Comisionado, Iván Velásquez Gómez, hasta 
lograr su expulsión de Guatemala, así como dar por terminado el 
Acuerdo de Permanencia de dicha comisión en el país, por lo que 
debió cerrarse en septiembre de 2019. Una pieza clave de este proceso 
fue el Ministerio de Relaciones Exteriores cuya titular en ese gobier-
no fue Sandra Jovel Polanco, quien en las elecciones generales de 
2023 participó también como candidata a diputada con el partido Va-
lor, y en la actual X Legislatura es diputada de la bancada del mismo.

c) 	 Destituir a Carlos Raúl Morales del cargo de Ministro de Relaciones 
Exteriores (MINREX), y nombrar en su sustitución a Sandra Jovel 
Polanco, quien en ese momento ocupaba el cargo de viceministra en 
dicha cartera. Morales manifestó su oposición a la declaración de 
Iván Velásquez como “persona non grata”. También fue destituido en 
esa oportunidad el entonces Viceministro, Carlos Ramiro Martínez, 
quien ahora es el Canciller en el gobierno de Bernardo Arévalo de 
León y Karin Herrera Aguilar.

d)	 Nombramiento de Consuelo Porras Argueta como Fiscal General y 
Jefa del MP para el periodo 2018-2022.

28.	 Rivas Lara había renunciado al cargo el 19 de septiembre de 2017, junto con los titulares de los Ministerios de Trabajo 
y Previsión Social (MINTRAB), Leticia Teleguario, y Finanzas Públicas, Julio Héctor Estrada, después que Morales Ca-
brera declarara “persona no grata” a Iván Velásquez, Jefe de la CICIG, en agosto de 2017. En esa ocasión, el gobernante 
no aceptó la renuncia de estos funcionarios, por lo que se mantuvieron en el cargo.

3.  El gobierno de Alejandro Giammattei Falla (2020-2024) y Vamos

	 Con la llegada del gobierno de Alejandro Giammattei Falla y el partido político 
Vamos se puso en marcha la fase 2 del proceso de consolidación de la estrategia pro co-
rrupción y pro impunidad total, y la vuelta a los niveles de corrupción e impunidad im-
perantes hasta el gobierno de Otto Pérez Molina y el desaparecido Partido Patriota (PP),
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y se encaminó a superar la “política de normalización” de su antecesor mediante concre-
tar un proceso más amplio y profundo en el giro estratégico del Estado guatemalteco, la 
economía y la sociedad  que, hasta ahora, se ha enmarcado en el modelo de democracia 
liberal inaugurado en 1985 con la promulgación de la actual Constitución Política de la 
República.

	 La tarea de Giammattei Falla y Vamos como un gobierno de continuidad de todo 
el proceso de restauración, fue el impulso y profundización de un Estado de corrupción 
total e impunidad total, sin muchos controles, fueran éstos comunitarios o internacio-
nales, en función de consolidar el capitalismo extractivista contenido en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo “Katun 2032” y otros proyectos similares, inclusive utilizando cliente-
lar y abusivamente los recursos médicos, financieros, económicos, políticos, jurídicos 
y logísticos que, tanto el Congreso de la República como la Cooperación Internacional, 
le proveyeron para atajar la Pandemia del Covid-19, y que derivaron en la ejecución de 
políticas insuficientes y poco efectivas que terminaron desnudando la profunda crisis so-
cial y las condiciones precarias que históricamente han padecido los servicios de salud, 
educación e infraestructura pública.

La tarea de Giammattei Falla 
y Vamos como un gobierno de 
continuidad de todo el proceso 
de restauración, fue el impulso y 
profundización de un Estado de 
corrupción total e impunidad to-
tal, sin muchos controles, fueran 
éstos comunitarios o internacio-
nales, en función de consolidar el 
capitalismo extractivista conteni-
do en el Plan Nacional de Desarro-
llo “Katun 2032” y otros proyectos 
similares

	 Si bien es cierto que la figura normativamente vacía 
del presidente comediante Jimmy Morales inició claramen-
te la desarticulación de todo el andamiaje anticorrupción 
que la CICIG y la FECI contribuyeron a construir desde 
2007, la figura y el gobierno autoritario de Giammattei Fa-
lla lo continuó, amplió, profundizó y consolidó como parte 
de un “progreso” al “parlamentarismo negro” como modo 
dominante y ampliamente aceptado de lo político.

	 En ese sentido, en el gobierno de Giammattei Falla 
pudieron observarse, entonces, los siguientes procesos:

a)	 Toma del control total de la Corte de Cons-
titucionalidad (CC) en abril de 2021 con la 

	 juramentación de los y las 10 Magistrados y Magistradas afines a los 
intereses y poderes mafiosos y corruptos, con el objetivo de orientar 
una serie de resoluciones para favorecer a señalados y señaladas, im-
putados e imputadas en casos de corrupción de alto impacto, para 
retrotraer los mismos, obstaculizarlos y cerrarlos, así como activar li-
cencias e inversiones privadas nacionales y extranjeras en proyectos 
mineros, hidroeléctricos y transporte de energía, entre otras, a la vez 
que mantener a la Corte Suprema de Justicia (CSJ) y Corte de Ape-
laciones (CA) de facto por cuatro años más, entre octubre de 2019 
hasta octubre de 2024, en concordancia con lo que la alianza oficia-
lista en el Congreso de la República hizo como soporte al gobierno de 
Vamos.

b)	 La toma del control total del MP en 2022 se consumó con la con-
firmación de Consuelo Porras Argueta como Fiscal General para un 
segundo mandato. Desde entonces a la fecha, la actual Jefa del MP
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	 no solo ha obstaculizado las investigaciones de casos de corrupción 
de alto impacto, así como de justicia transicional, incluyendo los ca-
sos relativos al financiamiento electoral ilícito planteados por la CI-
CIG, en donde resultaron implicados partidos políticos como la Uni-
dad Nacional de la Esperanza (UNE), Unionista (PU), FCN)-Nación, 
el ex partido de gobierno en el período 2016-2020 y ahora ya cance-
lado; Libertad Democrática Renovada (LIDER), y varios empresarios 
integrantes de los grupos corporativos oligárquicos que integran el 
G-8; ejecutó la desarticulación de la FECI-MP, principal aliada de 
la desaparecida CICIG y otras fiscalías importantes como la Fiscalía 
contra la Corrupción, la Fiscalía de Delitos Electorales, y la Fiscalía 
de Derechos Humanos, destituyendo a los fiscales independientes, y 
nombrando a fiscales leales al Despacho General.

	 En el segundo periodo de Porras Argueta es visible el retroceso y la 
cancelación de casos de gran corrupción y de justicia transicional.

	 Junto a organizaciones de parapolítica como la Fundación contra el 
Terrorismo (FCT), la Liga Pro Patria, y “Guatemala Inmortal”, y con 
la operación de sitios y cuentas de netcenter, se ha utilizado el dere-
cho penal como mecanismo de castigo y terror ejemplificante contra 
por lo menos 30 operadoras y operadores de justicia, entre jueces y 
fiscales que, junto a la CICIG, investigaron casos de corrupción, en-
carcelándolos u obligándolos a salir al exilio, en una situación en la 
que se mantienen hasta ahora.

c)	 Ausencia de investigación por parte del MP respecto de denuncias de 
corrupción y sobornos que Giammattei Falla habría recibido en 2021 
por parte de empresarios rusos a cambio que se aprobara la construc-
ción de una terminal de carga en Santo Tomás de Castilla, Puerto 
Barrios, Izabal, en el caso que popularmente se ha conocido como 
“Alfombra Mágica”29, cuya trama fue develada por medios de comu-
nicación como el diario elPeriódico y El Observador.

	 Algo similar sucedió en el caso de los Q. 122 millones que fueron en-
contrados en una casa de la Antigua Guatemala, Sacatepéquez, vin-
culados al ex Ministro de Comunicaciones del gobierno del FCN-Na-
ción, José Luis Benito, de los que aproximadamente Q. 20 millones 
fueron parte de una negociación que Giammattei Falla habría reali-
zado con el ex funcionario para que los aportara a la campaña electo-
ral del partido Vamos en 2019, a cambio de mantenerle en el cargo un 
año para que siguiera operando la estructura de corrupción en obras

29.	 Solano, Luis. “’La Alfombra Mágica’: una telaraña de intereses mineros rusos, kazajos e israelitas que alcanzaría a Giam-
mattei Falla”. Informe Especial No. 28, 20 de septiembre de 2021. Recuperado en: https://elobservadorgt.org/2021/09/24/
informe-especial-no-28-la-alfombra-magica-una-telarana-de-intereses-mineros-rusos-kazajos-e-israelitas-que-alcan-
zaria-a-giammattei-falla/
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	 públicas de la administración de Jimmy Morales Cabrera, tal es el 
caso, por ejemplo, de la construcción del Libramiento de Chimalte-
nango en el que el ex mandatario no ha sido investigado hasta ahora, 
y solo Benito ha sido juzgado y liberado.

	 Otro de los casos a mencionar en esta tendencia, entre otros, es el del 
ex Presidente de la República, Otto Pérez Molina, quien se encuentra 
en libertad condicional tras obtener un beneficio de fianza, a pesar 
de haber sido condenado a 16 años de prisión por el “Caso La Línea” 
en diciembre de 2022, y a ocho años adicionales en septiembre de 
2023 por el “Caso Cooptación del Estado” tras declararse culpable de 
los cargos, al igual que los otros ex funcionarios del gobierno del PP 
que fueron liberados. Pérez Molina debió pagar una fianza de US$ 1.3 
millones para quedar libre y salir de prisión en enero de 2024, entre-
gando dos inmuebles como garantía, pues las condenas no quedaron 
firmes y sujetas a apelación. Existe la posibilidad que regrese a pri-
sión si no cumple con el pago de una reparación digna exigida en el 
“Caso Cooptación del Estado”.

	 Similar situación es para el ex Ministro de Comunicaciones, Infraes-
tructura y Vivienda (CIV) Alejandro Sinibaldi Aparicio, pues quedó 
absuelto de todos los casos en los que estaba implicado, siendo éstos30:

•	 “Caso Arca”. En noviembre de 2020, se decretó falta de mérito a 
favor del ex ministro y quedó pendiente de resolver una apela-
ción planteada por la Procuraduría General de la Nación (PGN) 
en el año 2020; puesto que el recurso de apelación planteado 
por el MP fue resuelto también a su favor desde 2021.

•	 “Caso Odebrecht”. En julio de 2023 se dictó auto de sobreseimien-
to a su favor, en tanto que el MP presentó recurso de apelación.

•	 “Caso La Coperacha”. En noviembre de 2023, el juzgado a cargo 
dictó auto de sobreseimiento a su favor, y cerró el caso.

•	 “Caso Transurbano”. En ese caso, en marzo de 2024, a través de 
un recurso de apelación, se declaró con lugar un incidente de 
falta de acción por prohibición de doble persecución penal por 
parte de una sala de apelaciones, y con lo cual se ordenó el cese 
de la persecución penal en su contra.

•	 “Caso Construcción y Corrupción”. En abril de 2024 se dictó 
auto de sobreseimiento a su favor, y el caso quedó cerrado; sen-
tencia que fue apelada por el MP y la PGN.

30.	 García, Jody. “La estrategia legal de Sinibaldi para salir de cinco casos de corrupción”. Plaza Pública, 18 de junio de 
2024. Recuperado en: https://www.plazapublica.com.gt/justicia/informacion/la-estrategia-legal-de-sinibaldi-para-sa-
lir-de-cinco-casos-de-corrupcion
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d)	 Amenaza y amedrentamiento de diputados y diputadas de oposi-
ción, a la prensa escrita crítica, opositores y opositoras políticas del 
gobierno de Alejandro Giammattei Falla, así como acciones de ju-
dicialización y represión contra activistas sociales y comunitarios, 
defensores y defensoras del territorio que integran Resistencias Pa-
cíficas contra mega inversiones privadas, como una continuidad de 
la política que también la ex Fiscal General, Thelma Aldana Hernán-
dez, puso en marcha durante su gestión. Ello incluyó, por ejemplo, 
de la mano del CACIF, la habilitación de la Fiscalía contra Delitos de 
Usurpación, e integrar el Observatorio de la Propiedad, en función 
de los intereses de la Asociación para la Defensa de la Propiedad 
Privada y el Prevaricato (ACDEPRO)31, integrada por conocidos te-
rratenientes miembros de familias del poder oligárquico.

e)	 Elección, en marzo de 2020, de los Magistrados y Magistradas que 
integraron el Tribunal Supremo Electoral (TSE), y que estuvieron a 
cargo de las elecciones generales 2023, en un proceso que se produjo 
bajo el cuestionado mecanismo de las Comisiones de Postulación, 
y paralelo a la selección de nóminas de Magistrados y Magistradas 
para la Corte de Suprema de Justicia (CSJ) y Corte de Apelaciones 
(CA), y cuya votación en el Congreso de la República fue controlada 
y dominada por los partidos políticos que en el Congreso de la Repú-
blica han integrado la alianza oficialista que forma parte del “Pacto 
de Impunidad y Corrupción”. De ahí que a los y las titulares del TSE se 
les vinculó con intereses y operadores que integran o se identifican 
con dicho pacto.

	 Las pasadas elecciones generales de 2023 no solo fueron el escenario para que 
actores del “Pacto de Impunidad”, entre ellos el MP bajo la gestión de Consuelo Porras 
Argueta, así como las Cortes de Justicia y de Constitucionalidad (CC), desarrollaran ac-
ciones para que dicha estrategia se consolidara, sino avanzar hacia un estadio superior 
que ha perseguido reformular el modelo democrático instaurado en 1985, ponga punto 
final al ciclo de los Acuerdos de Paz, y consolide la configuración de un régimen legal 
represor.

	 Las acciones golpistas para evitar que el Movimiento Semilla asumiera la con-
ducción del gobierno que se dieron después del 25 de junio cuando Bernardo Arévalo 
de León y Karin Herrera Aguilar obtuvieron el respaldo para disputar la Presidencia y 
Vicepresidencia de la República, respectivamente, y se profundizaron después del 20 de 
agosto de 2023 para evitar asumieran la conducción del gobierno para el periodo 2024-
2028, han sido parte de dicha estrategia y, aunque finalmente asumieron el 14 de enero 
del presente año, la estrategia y el “Pacto de Impunidad” continuaron y siguen vigentes.

31.	 Ver los ensayos contenidos en el boletín El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía: “La defensa de 
la propiedad privada”. Año 17, No. 78, junio-septiembre 2022. Recuperado en: https://elobservadorgt.org/2023/02/06/
boltin-el-observador-no-78-la-defensa-de-la-propiedad-privada/
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4.  Las agresiones a defensoras y defensores de derechos humanos 
durante vs. la vigencia y la necesidad de una PPPDH

	 Existe una larga historia de graves violaciones a los derechos humanos que, en el 
periodo contemporáneo, arrancan con la contrarrevolución de 1954 orquestada e impul-
sada por las fracciones de la oligarquía guatemalteca, y sostenida y financiada por Esta-
dos Unidos. Es durante los gobiernos militares y fraudulentos que se instauran a partir 
de ese momento histórico, que las violaciones a los derechos humanos se profundizan 
y se constituyen como política de Estado con la ejecución de la contrainsurgencia por 
parte del ejército, y la cual alcanza su punto más álgido con la política de tierra arrasada 
y masacres de cientos de comunidades indígenas, la represión, los secuestros y las des-
apariciones extrajudiciales de miles de activistas sociales, bajo la justificación de frenar 
el comunismo en Guatemala pero que, en el fondo, lo que se defendió fueron los privile-
gios de las clases dominantes basados en el despojo colonial de las tierras de los Pueblos 
Originarios, así como el régimen de explotación de la fuerza de trabajo campesina y la 
clase trabajadora del campo y la ciudad, sometida a condiciones materiales de pobreza y 
exclusión. Los informes “Nunca Más”, del Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la 
Memoria Histórica (REMHI)32 y “Guatemala Memoria del Silencio” de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico (CEH), registran con detalle ese proceso de vejámenes.

	 Las violaciones de los derechos humanos y las agresiones contra personas defen-
soras de derechos humanos (PDDH) se han mantenido a lo largo de los gobiernos civiles 
que se instauraron desde 1986 a la fecha, pese al compromiso del Estado guatemalteco 
de dar vigencia a los Acuerdos de Paz firmados en 1996. Perviven a lo largo del presente 
siglo y gradualmente se han venido profundizando en el marco del modelo de acumu-
lación capitalista basado en las mega inversiones en monocultivos de palma africana y 
caña de azúcar, explotación y mercantilización de minerales, gas natural, agua, energía 
y riquezas provenientes de la naturaleza, así como en grandes obras de infraestructura o 
megaproyectos para el traslado de mercancías.

Las violaciones de los derechos 
humanos y las agresiones contra 
personas defensoras de derechos 
humanos (PDDH) se han mante-
nido a lo largo de los gobiernos 
civiles que se instauraron desde 
1986 a la fecha, pese al compro-
miso del Estado guatemalteco de 
dar vigencia a los Acuerdos de Paz 
firmados en 1996. 

	 De esa cuenta, las agresiones contra PDDH que se 
registran tienen directa relación con la operatividad de em-
presas transnacionales y nacionales que invierten en esas 
actividades extractivas; con la existencia de instituciones 
e instancias no consolidadas e invadidas por la corrupción 
y la impunidad, debido a que la transición hacia una de-
mocracia real que se instauró a mediados de la década de 
1980, no avanzó y no se consolidó de acuerdo con el mode-
lo de democracia formal y liberal que se propuso; así como 
por la existencia de débiles mecanismos de prevención de 
agresiones a las PDDH, insuficiente atención y protección 
hacia ellas, y que no tienen acceso a la justicia ni a medidas 
de reparación dignas.

32.	 ODHAG.  Informe del Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica Guatemala:  Nunca Más.  En 
https://www.odhag.org.gt/publicaciones/remhi-guatemala-nunca-mas/
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II.  Causas estructurales en la institucionalidad del Estado guatemalteco para 
asegurar el pleno ejercicio de la defensa de derechos humanos

Débiles mecanismos de prevención de 
agresiones a las PDDH

a) 	 Insuficiente información sobre los dere-
chos humanos.

b) 	 Débiles espacios de diálogo.
c) 	 Instalación de discurso de odio contra 

PDDH.

Insuficiente atención y protección a las 
PDDH

a) 	 Insuficiente normativa específica.

b) 	 Debilidad institucional.
c) 	 Escasa coordinación interinstitucional

Las PDDH no tienen acceso a justicia ni a 
medidas de reparación dignas

a) 	 Insuficiente aplicación del control de con-
vencionalidad y de normativa nacional e 
internacional en materia de personas de-
fensoras de derechos humanos.

	 Gracias a la sentencia condenatoria de la Corte IDH en 2014 contra del Estado de 
Guatemala por el asesinato de Florentín Gudiel Ramos, ningún gobierno podía hacer 
caso omiso a la implementación de la PPPDDH como parte del cumplimiento de las ga-
rantías de no repetición, aunque si podía retardar o evadir su concreción.

	 Durante el proceso de construcción de la PPPDDH que más adelante se abordará 
en detalle, uno de los principales obstáculos provocados desde el Estado de Guatemala 
o por aquiescencia de éste, precisamente ha sido el incremento de las agresiones contra 
defensoras y defensores de derechos humanos, particularmente durante los últimos tres 
gobiernos que desde el Ejecutivo han estado adscritos a la estrategia pro corrupción y pro 
impunidad total del “Pacto de Corruptos e Impunidad”, a saber: 

i) 	 Otto Pérez Molina (enero 2012 – septiembre de 2015) y el Partido Pa-
triota (PP).

ii) 	Jimmy Morales Cabrera (enero 2016 – enero 2020) y el Frente de Con-
vergencia Nacional (FCN)-Nación; y,

iii)  Alejandro Giammattei Falla (enero 2020 – enero 2024) y Vamos.

	 En el presente siglo, es en los gobiernos del PP y en el de Vamos que se observa un 
repunte acelerado de las agresiones y violaciones a los derechos humanos de personas 
-hombres y mujeres- defensoras del territorio y de la tierra, periodistas, fiscales y aboga-
dos, entre otros.

Fuente: Documento de la PPPDDH, julio de 2025.
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Gráfica 1
Guatemala: agresiones totales a personas, organizaciones y comunidades 

por periodo gubernamental 2000-2024

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.

	 Los primeros tres años de gobierno de Pérez Molina y el PP fueron altamente 
violentos en contra de las defensoras y defensores de derechos humanos, teniendo como 
paraguas un discurso de odio basado en la narrativa de la ingobernabilidad y el antico-
munismo, particularmente en contra de personas, organizaciones y comunidades campe-
sinas e indígenas defensoras de la tierra, el territorio, la memoria, la verdad y la justicia.

	 Estas agresiones disminuyeron en 2015 cuando el gobierno de Pérez Molina y el 
PP pasó de una posición ofensiva a una defensiva, debido al cuestionamiento de su ges-
tión por las acusaciones de los casos penales de corrupción de gran impacto investigados 
por la CICIG en contra de su Gabinete de Gobierno, y por no haber ejercido suficiente 
presión en el Ministerio Público (MP) para entorpecer los casos penales de genocidio y 
desapariciones forzadas en contra de militares retirados. La renuncia del Ministro de 
Gobernación, Mauricio López Bonilla, y posteriormente de Vicepresidencia de la Repú-
blica, Roxana Baldetti Elías, y del propio Presidente de la República, Otto Pérez Molina, 
impactó sobre las acciones represivas que se encontraban pendientes de ejecutar desde 
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el Ejecutivo. En términos generales, esta posición defensiva también fue adoptada en su 
conjunto por los aparatos de seguridad privada y clandestina de las estructuras de poder, 
utilizados para amenazar, hostigar, montar evidencias y atentar físicamente contra la 
vida de las defensoras y defensores de derechos humanos.

	 Esta tendencia a la baja se mantuvo durante el primer año de gobierno de Jimmy 
Morales Cabrera (enero 2016 – enero 2020) y el FCN-Nación, pero comenzó a incremen-
tarse y estabilizarse en la medida que -cómo se analizará más adelante-, el partido de 
gobierno fue tomando control del Ejecutivo, al mismo tiempo que se desplegó con mayor 
intensidad un discurso de odio en contra de defensoras y defensores de derechos hu-
manos que coadyuvan o promueven el ejercicio de la defensa de los derechos humanos, 
ya sea desde las ONG’s que han acompañado casos de denuncia por agresión política 
o que hacen incidencia política nacional e internacional; desde la labor de periodistas 
independientes y alternativos que dan cobertura mediática a las agresiones y abusos de 
poder; así como desde su función profesional de operadores de justicia -fiscales y jue-
ces- que no se dejaron cooptar por el “Pacto de Corruptos” y evitan el uso indebido del 
derecho penal. Por lo anterior, varios de estos grupos de defensores de derechos huma-
nos debieron salir al exilio, en una situación que se ha agravado y se mantiene hasta la 
actualidad.

Gráfica 2
Guatemala: agresiones por año en el periodo 2012-2022

PP  - Alejandro Maldonado Aguirre   /   FCN – Nación   /   Vamos

Fuente: elaboración propia en base a los registros de UDEFEGUA.

	 La criminalización y la judicialización ha sido el principal tipo de agresión perpe-
trado en contra de acompañantes, periodistas y operadores de justicia que han entorpecido 
el régimen de impunidad. De tal cuenta, se ha configurado una estrategia y una narrativa
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vengativa desde el “Pacto de Corruptos” que se expresa en una especie de “sicariato ju-
dicial”. Por su parte, los casos de asesinatos e intentos de asesinato han aumentado en 
los últimos años y se han concentrado en contra de defensores del territorio y Pueblos 
Indígenas y Originarios.

	 Es en el gobierno de Giammattei Falla y Vamos que las agresiones a personas, co-
munidades y organizaciones defensoras de derechos humanos y el territorio, y particular-
mente el patrón de la criminalización de operadores de justicia, se incrementaron ostensi-
blemente respecto a las que se observaron durante el gobierno de Jimmy Morales Cabrera 
y el FCN-Nación, y respondieron precisamente a la profundización de la estrategia pro co-
rrupción y pro impunidad total operativizada por los intereses del “Pacto de Impunidad”, 
cuyos objetivos estratégicos es la consolidación del modelo de acumulación, la neutrali-
zación de las resistencias comunitarias a través de la estigmatización, criminalización y 
judicialización, la anulación de los procesos judiciales por graves violaciones a los dere-
chos humanos durante la guerra interna, así como los juicios y casos de alta corrupción.

Gráfica 3
Guatemala: tipos de agresiones contra personas, organizaciones y comunidades 

defensoras de derechos humanos para 2023

Para fines de visibilidad, solo se incluyen los de mayor tipo de agresión.

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.
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	 En términos generales, el gobierno del partido Vamos pasará a la historia como 
el más violento en contra de defensoras y defensores de derechos humanos desde que se 
firmaron los Acuerdos de Paz. Solo en lor primeros tres años de dicho gobierno acumuló 
la suma de 5,631 agresiones, superando así el total de agresiones perpetradas durante los 
tres gobiernos anteriores -5,151-, es decir, en 12 años -de 2008 a 2019-.

	 Al analizar las categorías por sectores agredidos y que se defienden de violaciones 
a sus derechos humanos, fue el de los operadores de justicia el que más registra agresio-
nes con 2,261; seguido del sector gubernamental con 2,169; y en tercer lugar están los y 
las periodistas con 1,432.

Grafica 4
Guatemala: agresiones por tipo de defensa para el año 2023

Por legibilidad, se exponen las categorías con más de tres acciones registradas,

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.

	 En el caso de los y las defensoras del territorio, hubo en 2023 un total de 27 agre-
siones a este sector, contra 29 que se registraron en el año previo, lo que representa una 
disminución, en tanto que contra los Pueblos Indígenas hubo 264 agresiones contra solo 
38 que se dieron a este sector en 2022, lo que representaría un crecimiento del 595%.
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Gráfica 5
Guatemala: agresiones totales a mujeres defensoras de derechos humanos 

por periodo gubernamental

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.

	 Tomando en cuenta estas dos categorías: las agresiones a personas defensoras 
del territorio y a personas de los Pueblos Indígenas, pero valorándolas en función de 
las agresiones por género, en este caso las mujeres, en 2023 se registró un total de nueve 
mujeres defensoras del territorio agredidas contra 17 que se contabilizaron en 2022, lo 
que representa una disminución de las agresiones entre años. Respecto a la categoría de 
Pueblos Indígenas, 113 mujeres fueron agredidas en 2023 contra 31 de 2022, es decir, un 
incremento del 264%.
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Gráfica 6
Guatemala: mujeres defensoras agredidas por tipo de defensa para 2023

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.

	 Es nuevamente el periodo de gobierno de Alejandro Giammattei Falla y Vamos el 
que más registra agresiones a mujeres defensoras con 4,394 en los cuatro años de gestión 
contra 577 agresiones contra mujeres que se contabilizaron por parte de la UDEFEGUA 
en el gobierno de Jimmy Morales Cabrera y el FCN-Nación, lo que representaría un in-
cremento del orden de 661%.

Gráfica 7
Guatemala: mujeres defensoras agredidas por tipo de agresión para 2023

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.
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	 El repunte de las agresiones que se observa en 2023 tuvo como contexto unas 
elecciones generales cuyas características principales fueron el gane de la Presidencia de 
la República por parte del binomio del Movimiento Semilla conformado por Bernardo 
Arévalo de León y Karin Herrera Aguilar para el periodo 2024-2028, lo que provocó toda 
una ofensiva por parte de los actores integrados en el “Pacto de Impunidad” para que no 
se tomara posesión de la Presidencia de la República, que incluyó acciones del Ministe-
rio Público (MP) para cancelar al partido oficial, amparándose en el soporte legal que le 
han dado las Cortes de Justicia; declarar nulas las elecciones generales bajo el argumento 
que fueron fraudulentas; e intentar someter a un juicio político al ahora Presidente y 
Vicepresidenta; estrategia que se mantiene hasta la actualidad y no ha cesado, tomando 
nuevos ribetes.

Gráfica 8
Guatemala: agresiones a personas, organizaciones, comunidades y Autoridades 
de Pueblos Indígenas defensoras de derechos humanos en el periodo 2014-2024

Fuente: elaboración propia sobre la base de Informes de la Unidad de Defensoras y Defensores 
de Derechos Humanos de Guatemala (UDEFEGUA).

	 En segundo lugar, a partir de dicha ofensiva, las Autoridades Indígenas y Ances-
trales tomaron las calles y los territorios del país, así como organizaron un plantón frente 
a las instalaciones del MP durante más de 100 días, para demandar el cese de las hostili-
dades contra el gobierno electo, y exigir la renuncia de la Fiscal General y Jefa del MP, lo 
que trajo en el presente año el encarcelamiento de Luis Pacheco y Humberto Chaclán, ex 
Autoridades de los 48 Cantones, como una amenaza vedada contra el resto de Autorida-
des Ancestrales e Indígenas.
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Gráfica 9
Guatemala: agresiones durante el paro nacional indefinido y la digna resisten-

cia de las Autoridades Indígenas y Ancestrales 
en el periodo octubre 2023-enero 2024

Fuente: UDEFEGUA. “Guatemala. Entre la dictadura y la democracia”. Presentación power point.

	 Además de las agresiones que se cometen año con año, se debe subrayar que exis-
ten defensores y defensoras de derechos humanos que viven un continuum de violencia, 
tal es el caso de la defensora Makrina Gudiel, que a nivel emocional ha sido afectada por 
la desaparición forzada de su hermano y el asesinato de su padre, pero, también por, 
estar bajo amenazas constantes durante casi dos décadas por su lucha en defensa de los 
derechos humanos, entre ellos, el acceso a la justicia.

	 Esta situación ha acelerado la necesidad y un carácter cada vez más urgente a la 
implementación de una PPPDDH que concentre los esfuerzos de prevención de la vio-
lencia política, medidas de protección y procuración de justicia a defensoras y defenso-
res de derechos humanos. 
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PARTE III

Avances y retrocesos en la construcción de la Política Pública de Protección 
de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (PPPDDH)

1.  	Los intentos por restringir la competencia de la Corte IDH y 
	 desmantelar la COPREDEH y la SEPAZ en el periodo 2012-2014

	 Para comprender por qué, entre 2012 y 2014, la entonces Comisión Presidencial en 
Materia de Atención a Derechos Humanos (COPREDEH), se opuso al avance del “Caso 
Defensor de Derechos Humanos y Otros vs. Guatemala” y a su posterior sentencia con-
denatoria, es necesario situar en el contexto y en la situación concreta el proceso, a un 
actor que ha sido relevante como asesor de distintos gobiernos conservadores en materia 
de asuntos internacionales.

	 Se trata del ex diputado Antonio Arenales Forno33, recordado por el papel que jugó 
siendo legislador al Congreso de la República en el periodo 2004 – 2008 por el ya desapa-
recido partido político Frente Republicano Guatemalteco (FRG), oponiéndose desde su 
bancada al establecimiento formal en Guatemala de la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para Derechos Humanos (OACNUDH) en 2005, y a la creación de la 
Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) en 2006.

Antonio Arenales Forno
Fuente: Prensa Libre.

33.	 Arenales Forno fue fundador del partido Unión del Centro Nacional (UCN), cuyo líder máximo fue el periodista Jorge 
Carpio Nicolle, asesinado en 2003 durante en el periodo del “Serranazo”. Con la UCN, Arenales Forno fue diputado 
constituyente en 1985. Luego fue electo diputado por el FRG para el periodo 2001-2004, y nuevamente fue nombra-
do diputado por el partido Valor en marzo de 2021, en sustitución del diputado Luis Rosales, quien fue electo por el 
Congreso de la República como Magistrado Suplente de la Corte de Constitucionalidad (CC), cargo que todavía ocupa 
hasta 2026. En ese periodo, Arenales Forno presidio la Comisión Legislativa de Derechos Humanos desde donde se 
convirtió en el principal artífice de la estrategia que buscó destituir al entonces Procurador de Derechos Humanos 
(PDH), Jordán Rodas Andrade, por parte de las bancadas adscritas al “Pacto de Corruptos e Impunidad”.
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	 Con la llegada del general de brigada Otto Pérez Molina a la Presidencia de la Re-
pública en enero de 2012, Antonio Arenales Forno se convirtió en uno de sus principales 
asesores en política exterior sobre derechos humanos de dicho gobierno, llevando la con-
signa de evitar a toda costa que los casos penales en contra de militares retirados siguieran 
ventilándose en cortes internacionales; formando así, parte de una agenda más amplia en 
la que otros actores se encargaban de evitar los juicios en las Cortes nacionales de justicia.

	 Además, Arenales Forno tenía un interés especial en dicho escenario puesto que, 
su máximo líder en las filas del FRG y Jefe de facto como cabecilla del golpe de Estado en 
1982, el general de división Efraín Ríos Montt -ya fallecido-, había perdido la inmunidad 
tras dejar su curul en el Legislativo el 14 de enero de 2012 y que, el 26 de enero de ese 
mismo año se presentó a declarar en el juzgado y quedó imputado por los delitos de ge-
nocidio y delitos contra los deberes de la humanidad; juicio por el cual sería condenado 
en mayo de 2013 por genocidio y delitos de lesa humanidad.

34.	 La Secretaría de la Paz (SEPAZ) fue creada por el Decreto 17-97 del Congreso de la República en febrero de 1997, y se 
fundamenta en el Artículo 9 de la Ley de Reconciliación Nacional erogada por el Legislativo dos días antes de la firma 
de los Acuerdos de Paz.

35.	 Congreso de la República. “Ley de Reconciliación Nacional”. Organismo Legislativo. Guatemala, 27 de diciembre de 
1996. Artículo 9.

36.	 Fundación Myrna Mack. “Informe sobre el cierre de la Dirección de los Archivos de la Paz a la Luz de la Justicia Tran-
sicional”. Guatemala, 27 de junio de 2012. Recuperado de: https://myrnamack.org.gt/historial/images/stories/fmm/ar-
chivos/informes/2012/Informe_al_relator_de_la_ONU_sobre_la_DAP.pdf

37.	 Naveda, Enrique. “El Consigliere tiene un proyecto”. Plaza Pública. Editorial eCícero, 2012, página 67. Recuperado en: 
https://www.plazapublica.com.gt/sites/default/files/el-consigliere-tiene-un-proyecto_0.pdf

	 En el gobierno del PP, Arenales Forno 
fue nombrado al frente de la Secretaría de la 
Paz (SEPAZ)34, ente responsable de coordinar la 
asistencia a las víctimas de violaciones a los de-
rechos humanos cometidas durante el conf licto 
armado interno35. Sin embargo, una de sus pri-
meras acciones fue dictar un acuerdo interno el 
25 de mayo de 2012 con el que clausuró la Direc-
ción de los Archivos de las Paz (DAP) adscrita 
a la SEPAZ, la cual se dedicaba a sistematizar 
información sobre violaciones a derechos hu-
manos cometidas por el Estado y rendir infor-
mes periciales. Asimismo, realizó despidos ma-
sivos que redujeron el personal de la DAP en un 
75%36. Sobre este caso, Arenales Forno afirmó 
que se realizaban “investigaciones judiciales” 
que no eran de esa competencia37. 

	 De esta forma, se estaba obstruyendo el derecho de las víctimas a conocer la ver-
dad y la posible configuración de nuevos casos penales que fueran a dar a las manos de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).	
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	 La posición de Arenales Forno quedó patentada 
en las audiencias de la Corte IDH a las que representó 
al Estado de Guatemala. Por ejemplo, en abril de 2012 
afirmó que el caso del dirigente estudiantil y sindicalis-
ta de la empresa Centroamericana de Vidrio, Sociedad 
Anónima (CAVISA), Fernando García, no ameritaba ser 
juzgado por la desaparición forzada de la que fue objeto 
por la extinta Policía Nacional (PN) en febrero de 1984; a 
su vez, en junio de 2012 afirmó que no se cometieron crí-
menes de lesa humanidad en el caso de las masacres de 
Río Negro cometidas por el ejército entre 1980 y 198238. 

	 Así pues, aunque hasta septiembre de 2012 tomó 
posesión como Presidente de la COPREDEH, Arenales 
Forno ya ejercía tales funciones de interlocución pues 
dentro de las atribuciones de dicha comisión presiden-
cial, estaba darle seguimiento a las investigaciones y 
procesos judiciales sobre violaciones a los derechos hu-
manos…

“…para estar en capacidad de dar información a través del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, a la comunidad y organismos internacionales 
cuando la misma se requiera.39” 

	 La decisión de colocar a Arenales Forno al frente de la COPREDEH sin dejar el 
cargo que ostentaba al frente de la SEPAZ y, por tanto, también del Programa Nacional 
de Resarcimiento (PNR), adscrito a esta última instancia, no fue por falta de cuadros 
políticos afines al proyecto militarista del Partido Patriota (PP). En una entrevista en 
profundidad que le realizaron en 2012, Arenales Forno delineó que la estrategia para 
administrar la institucionalidad que emergió de los Acuerdos de Paz era aglutinar la CO-
PREDEH, la SEPAZ y el PNR en una sola Secretaría o, en el mejor de los casos, en un solo 
Ministerio de Derechos Humanos40. En otras palabras, que la agenda de la paz se fuera 
diluyendo en la agenda de los derechos humanos para dar por finalizada una época de 
posguerra.

	 La subsunción del cumplimiento de los Acuerdos de Paz a la agenda de los dere-
chos humanos, pretendía dejar de seguir investigando los crímenes cometidos durante la 
guerra. En esa línea, el 10 de septiembre de 2012 la SEPAZ emitió un dictamen en el que 
aseguraba que la Corte IDH no tenía competencia para conocer sobre casos de violacio-
nes a los derechos humanos en Guatemala antes del 9 de marzo de 1987, fecha en la que 

38.	 Illescas Arita, Gustavo. “El acceso a la memoria, la verdad y la justicia en el gobierno del PP: el caso de la institucio-
nalidad de la paz y los derechos humanos”. Boletín Enfoque, Análisis de situación, No.27. Año 3, 25 de abril de 2013, 
página 8. Recuperado en: https://elobservadorgt.org/2020/07/04/boletin-enfoque-no-27-el-acceso-a-la-memoria-la-
verdad-y-la-justicia-en-el-gobierno-del-pp/

39.	 Ministerio de Gobernación, Ministerio de Defensa y Ministerio de Relaciones Exteriores. “Acuerdo Gubernativo No. 
486-91”. Presidencia de la República. Guatemala, 12 de julio de 1991. Artículos 2 y 4.

40.	 Naveda, Enrique. El Consigliere tiene un proyecto. Plaza Pública. Editorial eCícero, 2012, páginas 64-65. Recuperado 
en: https://www.plazapublica.com.gt/sites/default/files/el-consigliere-tiene-un-proyecto_0.pdf

La posición de Arenales Forno 
quedó patentada en las audiencias 
de la Corte IDH a las que repre-
sentó al Estado de Guatemala. Por 
ejemplo, en abril de 2012 afirmó 
que el caso del dirigente estudian-
til y sindicalista de la empresa 
Centroamericana de Vidrio, Socie-
dad Anónima (CAVISA), Fernando 
García, no ameritaba ser juzgado 
por la desaparición forzada de la 
que fue objeto por la extinta Po-
licía Nacional (PN) en enero de 
1984; a su vez, en junio de 2012 
afirmó que no se cometieron crí-
menes de lesa humanidad en el 
caso de las masacres de Río Ne-
gro cometidas por el ejército entre 
1980 y 1982.
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el gobierno reconoció la competencia de la Corte IDH41. El 12 de septiembre de 2012, la 
Procuraduría General de la Nación (PGN), al mando de Larry Mark Robles, le dio visto 
bueno a dicho dictamen jurídico.

	 El siguiente paso al respecto se dio el 28 de diciembre de 2012 cuando Pérez Moli-
na firmó el Acuerdo Gubernativo 370-2012, enfatizando que la Corte IDH no tenía com-
petencia en Guatemala para conocer casos sobre violaciones a los derechos humanos 
ocurridos antes de marzo de 1987, así como para ordenar las respectivas indemnizacio-
nes a las víctimas. Simbólicamente, los militares retirados amanecieron la mañana del 
29 de diciembre con un regalo para celebrar el 16°. aniversario de la firma de la Paz. 

	 Por su parte, las acciones de incidencia política realizadas por la sociedad civil 
organizada en defensa de los derechos humanos durante las vacaciones de ese invierno, 
inf luyeron para que el 11 de enero de 2013 Pérez Molina derogase el Acuerdo Gubernativo 
370-2012.

	 A nivel narrativo, los actores pro-impunidad no solo buscaban restringir la com-
petencia de la Corte IDH a los casos perpetrados por las fuerzas de seguridad del Estado 
antes de 1987, ya que también argumentaban que, posterior a esa fecha, tampoco podrían 
conocer casos de violaciones a derechos humanos porque existía un Acuerdo de Amnistía 
que impedía juzgar casos del pasado, y un Programa Nacional de Resarcimiento (PNR) 
que se hacía responsable de las indemnizaciones. Sin embargo, aún no contaban con 
la suficiente correlación de fuerzas para institucionalizar su política de punto final al 
cumplimiento de los Acuerdos de Paz, y de esa forma garantizar impunidad a la cúpula 
militar contrainsurgente y relativizar el alcance de los derechos humanos. 

A nivel narrativo, los actores 
pro-impunidad no solo buscaban 
restringir la competencia de la 
Corte IDH a los casos perpetrados 
por las fuerzas de seguridad del 
Estado antes de 1987, ya que tam-
bién argumentaban que, posterior 
a esa fecha, tampoco podrían co-
nocer casos de violaciones a dere-
chos humanos porque existía un 
Acuerdo de Amnistía que impedía 
juzgar casos del pasado, y un Pro-
grama Nacional de Resarcimiento 
(PNR) que se hacía responsable de 
las indemnizaciones. 

	 El 10 de mayo de 2013, Ríos Montt fue condenado a 80 años por genocidio y crí-
menes contra los deberes de la humanidad, junto al ex Jefe de Inteligencia Militar, Mau-
ricio Rodríguez Sánchez, en el periodo del gobierno de facto de marzo de 1982 a agosto

		  Por un lado, no se había consolidado la alian-
za de los actores pro impunidad y pro corrupción en lo que 
posteriormente, a partir de 2016, se ha conocido como el 
“Pacto de Corruptos” y, por el otro, los tiempos institucio-
nales mantenían en su cargo a funcionarias probas como 
Gloria Patricia Porras Escobar, Magistrada de la Corte de 
Constitucionalidad (CC) en el periodo 2011-2016, y Claudia 
Paz y Paz Bailey, Fiscal General y Jefa del MP en el periodo 
2010-2014.

	 A su vez, en el plano internacional, Barack Obama 
fue reelecto como Presidente de Estados Unidos al final del 
año 2012, con lo que el departamento de Estado se mantu-
vo en manos de cuadros profesionales del ala democrática 
que mostraban preocupación sobre la situación de corrup-
ción e impunidad que se vivía en Guatemala. 

41.	 Gobierno de Guatemala. “Acuerdo Gubernativo 123-1987”. Presidencia de la República. Guatemala, 1987.
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de 1983; no obstante, la cúpula empresarial ejerció toda su inf luencia para suspender la 
sentencia que miraban como una amenaza a ser llevados a los tribunales como cómplices 
y financistas de la contrainsurgencia.

	 En el caso de la COPREDEH, aunque Arenales Forno no pudo terminar de realizar 
los cambios institucionales que demandaba la estrategia pro-impunidad y corrupción ya 
en marcha para entonces, sí logró dilatar hasta el segundo semestre de 2014 la inevitable 
sentencia condenatoria de la Corte IDH en contra del Estado por el asesinato de Floren-
tín Gudiel Ramos.

A la derecha, Florentín Gudiel Ramos con su 
hijo, José Miguel Gudiel Álvarez a la izquier-

da, detenido y desaparecido 
el 22 septiembre 1983.

Foto: Makrina Gudiel Álvarez.

Demostración de demanda por personas desaparecidas en 
1987 en Washington D.C., en la que participó Makrina Gu-

diel con su hijo como refugiada política.
Foto: Makrina Gudiel Álvarez.

Primera promoción en 1,999 de alumnos de sexto 
año primaria en la Escuela República de México, 

Comunidad Cruce de La Esperanza.
Foto: Makrina Gudiel Álvarez.

Sistema de drenaje y pavimento de avenida en la 
Comunidad Cruce de la Esperanza, como un aporte 
de la gestión que hizo el defensor de derechos huma-

nos, Florentín Gudiel Ramos.
Foto: Makrina Gudiel Álvarez.
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•	 Publicación del resumen de la Sentencia: Q. 76,000.00.
•	 Monto de la Sentencia para el pago de la reparación económica: Q. 

2,281,025.91; y,
•	 Mesas de Trabajo para la implementación de una Política Pública 

para la Protección de las Defensoras y los Defensores de Derechos 
Humanos: Q. 32,000.00.  

2.  La posición del Estado para asumir la creación de la PPPDDH 
entre 2015-2016

	 Las organizaciones de derechos humanos que empezaron a darle seguimiento a 
la creación de la PPPDDH participaron, en enero de 2015, en la Consulta Regional sobre 
Políticas Públicas para la Protección y Reconocimiento de los Derechos Humanos. En 
total participaron más de 36 defensoras y defensores de derechos humanos del conti-
nente americano, así como el entonces Relator Especial para Defensores de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, Michel Forst. Como resultado, se consensuaron cuáles 
eran las principales amenazas, mecanismos de protección, las visiones sobre los aborda-
jes estatales para la criminalización, y recomendaciones para la aprobación de leyes de 
protección a defensoras y defensores de derechos humanos.

	 Por su parte, el 27 de enero de 2015 el Estado de Guatemala se pronunció por escri-
to respecto a algunas disposiciones resueltas por la Corte IDH, oponiéndose básicamen-
te a los gastos y costas por no ser debidamente cuantificables, y por el cambio de nombre 
del caso por vulnerar la “publicidad” de los procesos42.  

	 Además, Arenales Forno seguía sin atender a las peticionarias para iniciar con 
el seguimiento a las medidas de reparación. Por tal motivo, solicitaron a la bancada 
del partido Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) que convocase a la 
COPREDEH para que informara sobre los avances en el cumplimiento de la sentencia, 
dándose así el primer acercamiento serio entre las partes en febrero de 2015, en el que 
acordaron que la COPREDEH convocaría cada 15 días a las reuniones43. De esa cuenta,  
Arenales Forno presentó el 13 de abril de 2015 un informe relacionado a los recursos 
económicos destinados para iniciar el proceso de cumplimiento de las medidas de repa-
ración, entre las que se incluía el presupuesto para el funcionamiento de las Mesas de 
Trabajo que implementarían la PPPDDH44:

42.	 COPREDEH. “Escrito de pronunciamiento del Estado de Guatemala respecto a algunas disposiciones resueltas por la 
Honorable Corte IDH mediante Sentencia de fecha 28 de agosto de 2014, dentro del caso denominado en dicha resolu-
ción como: “Defensor de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala”. Guatemala, 27 de enero de 2015.

43.	 Carta de UDEFEGUA enviada a Antonio Arenales Forno, Presidente de la COPREDEH, 30 de abril de 2015.
44.	 COPREDEH. “Informe de la COPREDEH al Diputado Carlos Mejía, Sub Jefe de Bancada URNG-MAIZ, en relación a 

la Sentencia de fecha 28 de agosto de 2014, dentro del caso “Florentín Gudiel Ramos, Makrina Gudiel Álvarez y otros 
Vs. Guatemala”.  Guatemala 13 de abril de 2015.
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	 A partir de entonces, se dieron las primeras reuniones de seguimiento al cumpli-
miento de la Sentencia, siempre quedando pendiente la fecha para comenzar a delinear 
la ruta de construcción de la PPPDDH. Ante la falta de voluntad institucional, las peti-
cionarias del caso tomaron la iniciativa de facilitar el diseño de una “Hoja de Ruta hacia 
una Política Pública de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos”, 
la cual fue elaborada por la Unidad de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos 
de Guatemala (UDEFEGUA), y entregada a la COPREDEH en junio de 2015. En resu-
men, la propuesta incluía la conformación de una mesa de discusión; la definición de las 
características: conceptos, actores, beneficiarios, y cronograma; un diagnóstico sobre 
necesidades de protección a defensoras y defensores; evaluación y consolidación de la 
información; realización de mesas de trabajo por sector45; sistematización de los comen-
tarios y hallazgos; conformación de una mesa de trabajo para la discusión y consenso de 
la política; y la aprobación e impulso de la política46.  

	 El 8 de julio de 2015, la Corte IDH declaró inaceptables los argumentos emitidos 
por el Estado y le insistió que tenía la obligación de cumplir de buena fue con las medidas 
de reparación dictadas en la Sentencia, entre ellas, con la construcción de la PPPDDH.

	 En un escrito dirigido a la Corte IDH el 12 de julio de 2015, las peticionarias ma-
nifestaron su preocupación puesto que, luego de haber transcurrido ocho meses desde 
la notificación de la Sentencia, apenas se habían llevado a cabo seis reuniones de segui-
miento para darle cumplimiento a las medidas de reparación integral ordenadas por la 
Corte IDH47. Tales reuniones se pudieron realizar gracias al esfuerzo de las peticionarias, 
que asumieron un rol activo para intencionar las convocatorias con la sociedad civil, y 
solicitando a la COPREDEH que dejara de incumplir con las fechas programadas para las 
reuniones y asumiera formalmente su rol para convocar, manejar la agenda y levantar la 
memoria de las mismas.

	 A la falta de voluntad política de la COPREDEH se sumó una coyuntura que des-
estabilizó completamente al Ejecutivo. Desde la elección de las Cortes de Apelaciones 
y de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) a finales de 2014, las fuerzas pro impunidad 
fueron perdiendo en la correlación frente a una sociedad civil que se estaba articulando 
en torno a los casos de corrupción de alto impacto que estaban develando el MP y la 
CICIG. La crisis política se fue acentuando durante el primer semestre de 2015 con mo-
vilizaciones y plantones cada vez más multitudinarios, teniendo su momento culmen 
cuando el 21 de agosto de 2015 el MP y la CICIG acusaron penalmente a Pérez Molina 
de ser uno de los principales integrantes, junto con la entonces Vicepresidenta de la

45.	 Operadores de justicia, periodistas, sindicalistas, organizaciones campesinas, líderes indígenas, ONG de derechos hu-
manos, religiosos, organizaciones internacionales y de acompañamiento; representantes de instituciones obligadas a la 
investigación, documentación y protección a defensoras y defensores de derechos humanos.

46.	 UDEFEGUA. “Hoja de Ruta hacia una Política Pública de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Huma-
nos”. Guatemala, 3 de junio de 2015.

47.	 Carta de UDEFEGUA enviada a Pablo Saavedra Alessandri, Secretario de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos. Guatemala, 12 de julio de 2015.
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En un escrito dirigido a la Corte 
IDH el 12 de julio de 2015, las peti-
cionarias manifestaron su preocu-
pación puesto que, luego de haber 
transcurrido ocho meses desde la 
notificación de la Sentencia, ape-
nas se habían llevado a cabo seis 
reuniones de seguimiento para 
darle cumplimiento a las medidas 
de reparación integral ordenadas 
por la Corte IDH.

República, Roxana Baldetti Elías, de la red criminal deno-
minada “La Línea” cuyas investigaciones habían salido a 
luz pública en abril de 2015. 

	 Baldetti Elías renunció al cargo el 8 de mayo de 2015, 
en tanto que el 2 de septiembre Pérez Molina presentó su 
renuncia, luego de haber sido desaforado por el Congreso 
de la República a raíz de la orden de captura girada en su 
contra. El ex Magistrado de la CC en varios periodos, Ale-
jandro Maldonado Aguirre, fue juramentado Presidente 
la República interino el 3 de septiembre del 2015, hasta el 
14 de enero de 2016, y esto, a su vez, generó la estabilidad

necesaria para que se celebraran las elecciones generales el 6 de septiembre, y de las que 
resultó electo en segunda vuelta el 25 de octubre de 2015 como nuevo Presidente de la Re-
pública, el entonces candidato Jimmy Morales Cabrera, postulado por el partido Frente 
de Convergencia Nacional (FCN)-Nación.

	 Por los vínculos políticos de los líderes del partido, el tipo de financistas, el dis-
curso ideológico y postura frente a los casos de corrupción, desaparición forzada y ge-
nocidio, el gobierno de Jimmy Morales Cabrera (enero 2016 – enero 2020) vino a ser una 
continuación del gobierno de Pérez Molina, asegurado por las fracciones empresariales 
oligárquicas integradas en el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comer-
ciales, Industriales y Financieras (CACIF); fracciones militares y operadores del poder 
político. No obstante, el “Pacto de Corruptos” primero necesitaba reacomodarse interna-
mente y recuperar posiciones en el Estado para lograr consolidarse. 

	 El nivel de fuerza expresado en las manifestaciones de la sociedad civil que con-
tribuyeron fundamentalmente para conminar a la renuncia de Pérez Molina, así como la 
postura de la comunidad internacional en la lucha contra la corrupción en Guatemala y, 
particularmente, del Departamento de Estado de Estados Unidos durante el gobierno de 
Barack Obama, limitaron el margen de maniobra del “Pacto de Corruptos” durante 2016.

	 La posición en la que se encontraba el gobierno de Jimmy Morales y el FCN-Na-
ción en ese entonces, se logra evidenciar en las cuotas de poder que cedió a la hora de 
nombrar a los integrantes de su Gabinete de Gobierno. Tomando únicamente en con-
sideración a las instituciones relacionadas con la construcción de la PPPDDH y cuyos 
funcionarios se mostraron dispuestos en primera instancia a participar en el proceso, 
destacan el nombramiento de Francisco Rivas como Ministro de Gobernación; la desig-
nación de Víctor Hugo Godoy como Presidente de la COPREDEH; y el mantenimiento 
en su cargo del Ministro de Relaciones Exteriores, Raúl Morales Moscoso, designado en 
2014.
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La posición en la que se encontra-
ba el gobierno de Jimmy Morales 
y el FCN-Nación en ese entonces, 
se logra evidenciar en las cuotas 
de poder que cedió a la hora de 
nombrar a los integrantes de su 
Gabinete de Gobierno. Tomando 
únicamente en consideración a 
las instituciones relacionadas con 
la construcción de la PPPDDH y 
cuyos funcionarios se mostraron 
dispuestos en primera instancia 
a participar en el proceso, desta-
can el nombramiento de Francis-
co Rivas como Ministro de Gober-
nación; la designación de Víctor 
Hugo Godoy como Presidente de 
la COPREDEH; y el mantenimien-
to en su cargo del Ministro de Re-
laciones Exteriores, Raúl Morales 
Moscoso, designado en 2014. 

	 A su vez, debido al voto cruzado que se dio en las 
elecciones generales 2025, Jimmy Morales y el partido 
FCN-Nación entraron a gobernar el Ejecutivo sin haber 
obtenido las suficientes curules en el Legislativo para ser 
la bancada mayoritaria. De esa cuenta, el “Pacto de Co-
rruptos” tuvo que respetar los tiempos institucionales ya 
que, sin el apoyo pleno del Congreso de la República, no 
podría quitar de sus cargos a funcionarias y funcionarios 
que estaban abiertos a colaborar en la construcción de la 
PPPDDH, tal es el caso de Thelma Aldana Hernández, para 
entonces Fiscal General y Jefa del Ministerio Público del 
periodo 2014-2018; y Jorge de León Duque, Procurador de 
los Derechos Humanos 2012-2017.

	 Tampoco pudieron controlar la Presidencia de la 
Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la Repú-
blica, que quedó en manos del diputado Ronald Arango del 
partido Todos para el periodo 2016-2017, quien también se 
mostró proclive a dialogar sobre la PPPDDH.

	 Los tiempos judiciales también inf luyeron puesto 
que desde de mayo de 2015, la Magistrada Vocal VIII de la

CSJ, Blanca Stalling, se ausentó de la Presidencia de la Cámara Penal periodo 2014-2019, 
luego que su nombre empezara a sonar en el “Caso La Línea”, y su hijo fuera capturado 
por el “Caso IGSS PISA”, ambos investigados por el MP y la CICIG. Finalmente, el 2 de 
febrero de 2017 el Congreso de la República le retiró la inmunidad y seis días más tarde 
fue detenida, lo que representó un duro golpe para el “Pacto de Corruptos” por los sólidos 
vínculos de Stalling con la elite terrateniente y militar de Alta Verapaz, que se sienten 
amenazadas por la lucha de las familias campesinas por recuperar su tierra que, en mu-
chos sentidos, es también la lucha de las familias que exigen justicia por los crímenes de 
lesa humanidad cometidos por el ejército durante la guerra interna.

	 Desde que Stalling se ausentó de la Presidencia de la Cámara Penal, la Magistrada 
Vocal IV, Delia Marina Dávila Salazar, asumió el cargo de Presidenta en funciones de dicha 
Cámara Penal. Dávila Salazar estaba más familiarizada con el contexto de los derechos hu-
manos debido a que, entre sus anteriores cargos figuraban haber sido Directora de Procu-
ración y Auxiliar Departamental de Guatemala del PDH; Directora Técnica III del depar-
tamento jurídico de la COPREDEH; y mandataria judicial de la CICIG, por lo que fue una 
actora clave para que el proceso de construcción de la PPPDDH avanzara al año siguiente.

	 En marzo de 2016, cuando recién había tomado posesión Víctor Hugo Godoy Mo-
rales como Presidente de la COPREDEH, la UDEFEGUA le hizo entrega del documento 
“Elementos para la elaboración de una Política Pública de Prevención y Protección de 
Defensoras y Defensores de Derechos Humanos”, el cual detallaba el contexto de agre-
siones a defensoras y defensores de derechos humanos de los últimos 15 años; un perfil 
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48.	 Fernández, Carlos; Hernández, Iduvina & Rodas, Francisco. “Elementos para la elaboración de una política pública de 
prevención y protección de defensoras y defensores de derechos humanos”. UDEFEGUA, Guatemala, 09 de febrero de 
2016.

49.	 Diario La Hora. “Godoy: Pensamiento conservador se opone a resarcir violación a los derechos humanos”, 5 de octubre 
de 2016.

50.	 Carta de Carolina Jiménez Sandoval, Directora Adjunta de Investigación para las Américas de Amnesty International, 
enviada a Víctor Hugo Godoy, Presidente de la COPREDEH, 13 de Septiembre de 2016.

51.	 Ibidem.
52.	 COPREDEH. “Informe del Estado de Guatemala sobre el cumplimiento de sentencia del Caso Defensor de Derechos 

Humanos Vs. Guatemala”. Gobierno de Guatemala, 9 de marzo de 2017.
53.	 Entrevista a Francisco Jiménez, Coordinador-Facilitador en el proceso de construcción de la PPPDDH, 29 de agosto de 

2023.

de las entidades del Estado vinculadas a los derechos humanos; varios referentes para la 
discusión técnica de una política, y elementos a considerar en su formulación48. 

	 Sin embargo, para junio de 2016 las peticionarias aún no habían tenido respuesta 
de la COPREDEH. En octubre de 2016, Godoy Morales aseguró en una entrevista que des-
de su toma de posesión estaba trabajando para cambiar el estatus negativo del gobierno 
ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH). Para tales fines comenzó 
a buscar soluciones amistosas en los casos abiertos y a retomar el seguimiento a las sen-
tencias condenatorias emitidas por la Corte IDH contra el Estado guatemalteco49. 

	 No obstante, en el caso de la creación de la PPPDDH, si bien la COPREDEH mos-
tró la voluntad para retomar el proceso, el mismo no estaba siendo del todo represen-
tativo. Por ejemplo, a principios de septiembre de 2016 la COPREDEH envió cartas de 
invitación a algunas organizaciones para el acto de inauguración y primer taller del pro-
ceso de elaboración de la Política Pública, a realizarse el 13 de septiembre. El día del acto, 
Amnistía Internacional (AI) se pronunció en una carta manifestando su preocupación 
por la falta de convocatoria, recordando a la COPREDEH que la Sentencia obligaba a que, 
en el proceso de construcción de la Política Pública, participaran defensoras y defenso-
res de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil y expertos en la materia50. 
De hecho, semanas atrás, la UDEFEGUA le había manifestado a la COPREDEH que para 
retomar el proceso, la consulta debía ser verdaderamente amplia51. 

	 A finales de noviembre de 2016, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas de Derechos Humanos (OACNUDH) facilitó talleres en la sede de la COPREDEH 
sobre estándares regionales en materia de protección a defensores y defensoras, así como 
en la investigación de casos de criminalización. Además de la COPREDEH, estuvo pre-
sente el Ministerio de Gobernación (MINGOB), la Policía Nacional Civil (PNC), y otras 
instituciones52.  

	 A su vez, con el apoyo de la OACNUDH y el financiamiento de la Unión Europea 
(UE) fue contratado el Dr. Francisco Jiménez, ex Ministro de Gobernación (MINGOB) 
en el periodo 2009-2011 en el gobierno de Álvaro Colom Caballeros (enero 2008 – enero 
2012) y el partido Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), para coordinar las reuniones 
entre las peticionarias del caso y la COPREDEH53. A partir de entonces, la COPREDEH 
asumió una posición más proactiva de cara a la creación de la PPPDDH.
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3.  	La constitución de grupos clave en la Fase I del proceso, y la 	
elaboración de documento base en la Fase II, en el periodo 

	 febrero 2017-mayo 2018.

	 El 9 de marzo de 2017, el Estado envió un informe de cumplimiento de la Sen-
tencia donde afirmaba que, una vez finalizado el proceso, se haría la consulta en los 22 
departamentos54. Por su parte, la UDEFEGUA se dirigió a la Corte IDH el 23 de mayo de 
2017 reconociendo los avances del Estado, y que se tenía planificado iniciar en julio de 
2017 con las consultas a nivel departamental con defensoras y defensores de derechos 
humanos, a partir de un documento base elaborado por equipos técnicos de sociedad 
civil y el Estado, con el apoyo de instituciones garantes como la propia OACNUDH y la 
Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH)55.   

Tabla 1
Avances obtenidos entre el 8 de junio y el 17 de agosto de 2017 

en el proceso de construcción de la PPPDDH

Fecha Actividades y acuerdos
08 de junio 3ra. Reunión de los equipos técnicos:

Presentación de estándares internacionales y regionales sobre políticas públicas de 
protección, a cargo de la OACNUDH.  Se acordó en plenaria que los ejes transversales 
a ser incluidos en la política eran:

i)  Prevención.
ii) Protección.
iii) Procuración de Justicia.
iv) Acceso a las medidas de prevención y protección por parte de las defensoras y 

defensores; y, 
v) Enfoque de derechos con interseccionalidad56. 

15 de junio 5ta. Reunión Plenaria y 1era. Reunión de las mesas de trabajo de los equipos técnicos:

Se integraron cuatro mesas de trabajo para discutir los ejes transversales de Preven-
ción, Protección y Procura de Justicia, y se dialogó sobre los posibles resultados de 
cada eje, y sobre la necesidad de modificar la metodología57. 

22 de junio 6ta. Reunión Plenaria y 2da. Reunión de las mesas de trabajo:

Se readecuaron las mesas de trabajo a tres, una por eje transversal: Prevención, Pro-
tección, Procuración.

54.	 Ibidem.
55.	 Carta de Makrina Gudiel Álvarez y Claudia Samayoa, representantes del “Caso Defensor de Derechos y Otros Vs. Gua-

temala”, enviada a Pablo Saavedra Alessandri, Secretario de la Corte IDH, 23 de mayo de 2017.
56.	 Minuta de reunión de trabajo. S/R. 2017.
57.	 Memoria de trabajo. Referencia 02-2017.
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Se consensuó el objetivo general de la política: “Garantizar el reconocimiento, respeto, 
protección, promoción y cumplimiento del derecho a defender derechos humanos 
de manera individual y colectiva a través de la prevención, protección y procuración 
de justicia con reparación transformadora para defensoras y defensores de derechos 
humanos”, y se estableció trabajar un eje por mes58. 

27 de junio Reunión de constitución del Grupo Promotor:

En las instalaciones del Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREX), se firmó el acta 
de constitución del Grupo Promotor, conformado por la COPREDEH, MP, MINTRAB, 
PNC, Ministerios de Relaciones Exteriores (MINREX), de Trabajo y Previsión Social 
(MINTRAB), y de Gobernación (MINGOB); la Cámara Penal del Organismo Judicial (OJ); 
y la PNC. Esta última no firmó argumentando que tenían sus propios mecanismos 
formales para firmar actas.

Se acordó que el Presidente de COPREDEH convocaría al Grupo Observador, confor-
mado por la PDH, la OACNUDH, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO, 
por sus siglas en inglés), Organización de Naciones Unidas -Mujeres (ONU-Mujeres), 
Unión Europea (UE), la peticionaria Makrina Gudiel, y la co-peticionaria UDEFEGUA.

29 de junio 3ra. Reunión de las mesas de trabajo:

Se sustituyó por cuestiones de forma y estilo el siguiente enunciado del objetivo ge-
neral:

“…a través de” por el de “por medio de”.

Se revisaron y definieron los objetivos específicos por cada componente de la política59: 

Prevención:

(1) Reconocer e impulsar la labor de defensoras y defensores de derechos por medio de la 
formación, educación y difusión del derecho a defender derechos humanos. (2) Garanti-
zar la participación de defensoras y defensores de DDHH, organizaciones o comunidades 
en la formulación de mecanismos de prevención que tomen en cuenta el enfoque de dere-
chos humanos con interseccionalidad.

Protección:

(1) Poner en marcha mecanismos integrales de protección individual y colectiva adecua-
dos al derecho de defender derechos humanos, construido con la participación activa 
de defensoras y defensores considerando el enfoque de derechos humanos con intersec-
cionalidad. (2) Garantizar la participación de defensoras y defensores en el desarrollo y 
aplicación del modelo dinámico de análisis de riesgo que incluyan la protección humana 
integral con enfoque de derechos humanos con interseccionalidad.

58.	 Memoria de trabajo. Referencia 03-2017.
59.	 Memoria de trabajo. Referencia 04-2017.
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Procuración:

(1) Crear mecanismos de procuración y acceso de justicia especializada con enfoque de de-
rechos humanos con interseccionalidad para defensoras y defensores que sea restitutiva 
de sus derechos. (2) Garantizar el estricto cumplimiento de la obligación del Estado de que 
defensoras y defensores de derechos humanos gocen de una reparación transformadora.

06 de julio 8va. Reunión Plenaria y 4ta. Reunión de las mesas de trabajo:

Se trabajaron los elementos que debían incluir las líneas estratégicas y acciones para 
el componente de Prevención. El equipo de facilitación haría una propuesta de lo dis-
cutido para retomarla en la siguiente reunión60. 

13 de julio 5ta. Reunión de las mesas de trabajo:

Se consensuaron y aprobaron las líneas estratégicas para el objetivo 1 del componen-
te de Prevención61, y se avanzó en las propuestas para el objetivo 262. 

20 de julio 10ma. Reunión Plenaria y 6ta. Reunión de las mesas de trabajo:

Se consensuaron y aprobaron los resultados 1 y 2 del objetivo 1 del componente de 
Prevención, así como las acciones a realizar en dicho objetivo.

Se consensuaron y aprobaron las líneas estratégicas del objetivo 2 del componente 
de Prevención63, así como los resultados 1, 2 y 3 de dicho objetivo, y las acciones a 
realizar64. 

10 de agosto 12va. Reunión Plenaria65:

60.	 Memoria de trabajo. Referencia 05-2017.
61.	 (1) Garantizar que sean incluidos en los procesos de formación sobre derechos humanos a servidores públicos y personas 

que prestan servicios la sensibilización sobre la labor de defensoras y defensores de derechos humanos y el derecho a de-
fender derechos.  (2) Desarrollar estrategias de comunicación que articulen campañas de sensibilización y dignificación 
que legitimen la labor de defensoras y defensores de derechos humanos y el derecho a defender derechos. (3) Desarrollar 
programas de sensibilización y dignificación sobre conceptos relacionados a la labor de defensoras y defensores de derechos 
humanos y el derecho a defender derechos dirigido a periodistas y comunicadores sociales. (4) Elaborar, impulsar y apro-
bar un marco legal adecuado para la protección integral de las y los defensores de los derechos humanos de acuerdo a los 
estándares internacionales asegurando los recursos financieros y humanos para su efectiva implementación.

62.	 Memoria de trabajo. Referencia 06-2017.
63.	 (1) Fortalecer la Instancia de Análisis de Ataques contra Defensoras y Defensores de Derechos Humanos en Guatemala 

del Ministerio de Gobernación como un mecanismo de prevención y protección efectivo considerando las circunstancias 
territoriales con enfoque de derechos humanos con interseccionalidad y con participación de defensoras, defensores, orga-
nizaciones y comunidades. (2) Crear e institucionalizar dentro de la Instancia de Análisis de Ataques contra Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos un sistema de alerta temprana que brinde información oportuna con la participación 
activa, en su elaboración y ejecución, de defensoras y defensores, que prevea contexto y/o condiciones de posibles agresio-
nes. (3) Reconocer, fomentar y fortalecer las propias medidas de prevención implementadas por defensoras y defensores, 
organizaciones y comunidades.

64.	 Memoria de trabajo. Referencia 07-2017.
65.	 Sin memoria de trabajo.
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17 de agosto 13va. Plenaria y 9na. Reunión mesa de trabajo:

Acciones del objetivo 1 y Líneas Estratégicas y acciones del Objetivo 2 del eje de Pro-
tección.

Líneas estratégicas y acciones del objetivo 1 y 2 del eje de Procuración66. 

	 El cuadro anterior resume grosso modo el resultado de la voluntad política de las 
y los funcionarios públicos, y la capacidad de negociación por parte de las y los represen-
tantes de la sociedad civil. En términos del ejercicio de construcción de políticas públi-
cas, este proceso sirve de ejemplo sobre los consensos que se podían llegar a alcanzar.

	 A continuación, se resaltan los puntos más difíciles de consensuar:

•	 El término criminalización. Por parte del Estado, estaba la postura 
que únicamente abarcara los procesos de judicialización, pero, desde 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), la crimi-
nalización también incluye la estigmatización. Semánticamente, al 
Estado le costaba reconocer como agentes criminalizadores a funcio-
narios del MINGOB y del MP67. ´

•	 El término defensor/defensora de derechos humanos. Por parte 
del Estado existía falta de conocimiento sobre quiénes podían ser 
considerados defensores y defensoras de derechos humanos, y qué 
abarcaba el término68. 

•	 Procuración de Justicia. Que el Estado reconociera que existe el 
uso indebido del derecho penal en casos donde el MP acusa a defen-
soras y defensores de derechos humanos69. 

•	 Las medidas de protección70. Ampliar la visión del MINGOB sobre 
las medidas de protección policiaca como la seguridad perimetral y 
la forma en que se realizan los análisis de riesgo, con el objetivo de-
incluir otras medidas como el mejoramiento de infraestructura: cá-
maras de seguridad, rejas en las ventanas, teléfonos celulares, etc.71, 
o la reubicación de maestros hacia otras escuelas fuera del territorio 
donde está siendo criminalizado, etc72.   

66.	 Sin memoria de trabajo.
67.	 Entrevista con Francisco Jiménez. Coordinador y Facilitador del proceso de construcción de la PPPDDH, 29 de agosto 

de 2023.
68.	 Entrevista a Claudia Samayoa, Co-peticionaria del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros. Vs. Guatemala”, 25 

de agosto de 2023.
69.	 Entrevista a Ruth del Valle, ex Presidenta de la COPREDEH en el periodo 2008-2012, 23 de agosto de 2023.
70.	 Entrevista a Claudia Samayoa, Co-peticionaria del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros. Vs. Guatemala”, 25 

de agosto de 2023. 
71.	 Entrevista a Ruth del Valle, ex Presidenta de la COPREDEH en el periodo 2008-2012, 23 de agosto de 2023.
72.	 Entrevista a Claudia Samayoa, Co-peticionaria del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros. Vs. Guatemala”, 25 

de agosto de 2023.
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	 En paralelo a las reuniones técnicas con el Estado, las y los representantes de la 
sociedad civil continuaban fortaleciendo sus capacidades de propuesta. El 24 y 25 de 
agosto de 2017 organizaron el evento “Consulta sobre leyes y políticas para el recono-
cimiento y la protección de personas defensoras en Latino América”, con el objetivo de 
congregar a personas defensoras de derechos humanos del hemisferio con experiencia 
e interés en promover legislación y/o políticas relacionadas a la protección de personas 
defensoras de derechos humanos.

	 Pese al buen ritmo, representatividad y nivel de consenso alcanzado hasta agosto 
de 2017, el proceso fue entorpecido por una coyuntura provocada por los actos de corrup-
ción en los que se vio señalado el entonces Presidente de la República, Jimmy Morales 
Cabrera, e integrantes de su familia, así como por la forma reaccionaria en la que gestio-
nó la crisis. 

	 Desde septiembre de 2016, el MP y la CICIG habían anunciado un nuevo caso 
de corrupción que involucraba al hermano y al hijo del mandatario. En enero de 2017, 
ambos fueron ligados a proceso y enviados a prisión preventiva73. Posteriormente, el 25 
de agosto de 2017 el MP y la CICIG presentaron una solicitud de antejuicio en contra de 
Morales Cabrera por el supuesto financiamiento ilícito de Q. 6.7 millones no reportados 
al Tribunal Supremo Electoral (TSE) en la campaña electoral de 2015.

Pese al buen ritmo, representativi-
dad y nivel de consenso alcanzado 
hasta agosto de 2017, el proceso 
fue entorpecido por una coyun-
tura provocada por los actos de 
corrupción en los que se vio seña-
lado el entonces Presidente de la 
República, Jimmy Morales Cabre-
ra, e integrantes de su familia, así 
como por la forma reaccionaria en 
la que gestionó la crisis. 

	 En un acto sin precedentes, la madrugada del 27 de 
agosto de 2017 el gobernante declaró “Non Grato” al Comi-
sionado de la CICIG, Iván Velásquez Gómez. Ese día se dio 
a conocer que el entonces Ministro de Relaciones Exterio-
res, Carlos Raúl Morales Moscoso, había sido removido de 
su cargo por oponerse a firmar el acuerdo de “Non Grato”.

	 El 28 de agosto de 2017, Víctor Hugo Godoy renun-
ció al cargo de Presidente de la COPREDEH por estar en 
contra de la decisión del mandatario, lo que impactó direc-
tamente en el desarrollo de las plenarias y las reuniones de 
las mesas de trabajo que estaban elaborando la PPPDDH.

	 A su vez, los tiempos institucionales representaron ahora una desventaja, puesto 
que el 20 de agosto de 2017, Jorge de León Duque completó su periodo como Procurador 
de los Derechos Humanos (PDH), habiendo jugado un papel importante como garante 
del proceso y como miembro del Grupo Observador.

	 Para 2017, la bancada de diputados del FCN-Nación en el Congreso de la Repúbli-
ca ya se había fortalecido gracias al transfuguismo. Por tal motivo, lograron una mayor 
representación en las Comisiones de Legislativas de Trabajo, y la de Derechos Humanos 
no fue la excepción cuando pasó a ser presidida por la diputada Patricia Sandoval, inte-
grante en ese momento del partido de gobierno. Cabe recordar que la diputada no asistió 
a la reunión de constitución del Grupo Promotor a finales de junio de 2017.

73.	 Diario Prensa Libre. “Ligados por fraude el hijo y hermano del Presidente Morales”, 18 de enero de 2017. Recuperado 
en: https://www.prensalibre.com/guatemala/justicia/capturan-a-samuel-morales-hermano-del-presidente/
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	 Otro actor importante que dejó de estar presente en el escenario público en lo 
que respecta a los derechos humanos fue Todd Robinson, Embajador de Estados Unidos 
en Guatemala. Desde su llegada en 2014, mantuvo un respaldo público a los juicios por 
crímenes de lesa humanidad en contra de militares retirados, así como en los casos de 
gran corrupción develados por el MP a través de la Fiscalía Especial contra la Impuni-
dad (FECI) y la CICIG. No obstante, desde que Donald Trump asumió la Presidencia de 
Estados Unidos el 20 de enero de 2017 en su primer mandato, el cabildeo del “Pacto de 
Corruptos” se intensificó, apoyándose en sus relaciones establecidas con políticos repu-
blicanos y neopentecostales. La llegada de Sandra Jovel a la cabeza del MINREX tras la 
remoción de Morales Moscoso, fue clave para tales fines. El 20 de septiembre de 2017, 
Robinson dejó de ser el Embajador de Estados Unidos en Guatemala, llegando en su lu-
gar Luis Arreaga, de corte más conservador. 

	 El 22 de septiembre de 2017 fue juramentado Jorge Luis Borrayo como Presidente 
de la COPREDEH, recordado por ser asesor del Parlamento Centroamericano (PARLA-
CEN) durante el gobierno del FRG en el periodo 2000-2004. A partir de entonces, el pro-
ceso de la construcción de la PPPDDH se quedó nuevamente estancado, en un contexto 
cada vez más represivo para las defensoras y defensores de derechos humanos. 
	

74.	 Asamblea General de la ONU. “Examen Periódico Universal. Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal. Consejo de Derechos Humanos, 37º período de sesiones. 2 de enero de 2018.

	 Por su parte, en enero de 2018 el Grupo de Traba-
jo del Ejercicio Periódico Universal (EPU) de la ONU pre-
sentó su informe en donde se afirmó que Grecia, España, 
Suecia, Gran Bretaña e Irlanda del Norte recomendaron a 
Guatemala la adopción de una PPPDDH; mientras que Lu-
xemburgo y Estados Unidos recomendaron que dicha po-
lítica pública debía contar con participación o consulta de 
la sociedad civil, e Irlanda agregó que debía contar con una 
“asignación presupuestaria adecuada”. Canadá también 
hizo énfasis en garantizar los recursos necesarios para su 
aplicación, y que la PPPDDH tuviera en cuenta la cultura y 
el género. Alemania afirmó que uno de los objetivos de la 
Política Pública en mención era ponerle fin a la aplicación 
indebida del derecho penal y administrativo, en especial, 
contra Pueblos Indígenas y Originarios, en el contexto de 
proyectos hidroeléctricos y mineros74.  

	 Las organizaciones defensoras de derechos huma-
nos no perdieron el ritmo de trabajo y lograron, luego de 

Otro elemento relacionado al pro-
ceso de construcción de la PPP-
DDH fue que la entonces Fiscal 
General del MP, Thelma Aldana 
Hernández, emitió  el 4 de mayo 
de 2018 la Instrucción General 05-
2018 que aprobó el Protocolo de In-
vestigación de Delitos Cometidos 
contra Defensores de Derechos 
Humanos, el cual fue elaborado 
por la UDEFEGUA y el Centro por 
la Justicia y el Derecho Interna-
cional (CEJIL), con el objetivo de 
garantizar la debida diligencia de 
los casos penales por delitos co-
metidos contra las defensoras y 
defensores de los derechos huma-
nos en Guatemala.

más de 20 reuniones plenarias y preparatorias acontecidas entre 2016 y 2018, que el Gru-
po Promotor de la PPPDDH que había sido creado en junio de 2017, conociera y avalara 
el Documento Base de la PPPDDH el 3 de abril de 2018, situación que fue comunicada 
públicamente a la COPREDEH como ente rector para darle seguimiento a la misma. 

	 En un comunicado del Estado, expresó que:
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“…este documento base será enriquecido con el aporte de organizaciones de so-
ciedad civil, donde se realizarán encuentros y consultas, con argumentos de la 
inclusión o no, de las sugerencias.75” 

	 A su vez, en mayo de 2018 el pleno de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) aprobó 
el contenido del Documento Base de la PPPDDH por medio de un punto resolutivo76. De 
manera que se dio por concluida esta fase para darle paso a las consultas para validar el 
Documento Base con las comunidades de defensoras y defensores de derechos humanos 
a nivel nacional.

	 Otro elemento relacionado al proceso de construcción de la PPPDDH fue que 
la entonces Fiscal General del MP, Thelma Aldana Hernández, emitió  el 4 de mayo de 
2018 la Instrucción General 05-2018 que aprobó el Protocolo de Investigación de Delitos 
Cometidos contra Defensores de Derechos Humanos, el cual fue elaborado por la UDE-
FEGUA y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), con el objetivo de 
garantizar la debida diligencia de los casos penales por delitos cometidos contra las de-
fensoras y defensores de los derechos humanos en Guatemala.

4.  Obstaculización de la construcción colectiva de la PPPDDH – 
Fase III -, periodo junio -diciembre 2018. 

	 A grandes rasgos, desde el segundo semestre de 2017 el Presidente de la Repúbli-
ca, Jimmy Morales Cabrera, y el ahora cancelado partido FCN-Nación habían logrado 
posicionarse en el control del Ejecutivo y Legislativo, por lo que a partir del año 2018 
se experimentó su verdadera agenda de gobierno en materia de derechos humanos. Por 
ejemplo, se incumplió con la creación del Programa de Protección a Periodistas; aumen-
tó la censura a los medios de comunicación, así como las agresiones en contra de perio-
distas y comunicadores sociales.

	 En el caso del Congreso de la República, se impulsaron votaciones en contra de 
los derechos humanos tales como la Moción Privilegiada presentada en febrero de 2018 
para regresar a la Comisión Legislativa de Cooperativismo y Organizaciones No Guber-
namentales, la Iniciativa 5257, Reformas a Ley de ONG´s; y un mes más tarde, la Moción 
Privilegiada de Citación al entonces PDH, Jordán Rodas Andrade.
	

	 Durante el año 2018 hubo 26 asesinatos en contra de personas defensoras de de-
rechos humanos, perpetrándose la mayoría a partir de mayo, luego que Morales Cabrera 
emitiera discursos de odio en contra de periodistas, defensoras y defensores de dere-
chos humanos, y en específico, en contra del Comité de Desarrollo Campesino (CO-
DECA). El primero de ellos fue dado a los soldados del ejército el 27 de abril durante la

75.	 Carta de las representantes del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros. Vs. Guatemala”, dirigida a Pablo Saave-
dra Alessandri, Secretario de la Corte IDH, 9 de enero de 2020.

76.	 Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH. “Sistematización Semana de Incidencia Política del 31 de 
octubre al 18 de noviembre de 2022”. Guatemala, noviembre de 2022.
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conmemoración del Día del Soldado Caído, en tanto que el segundo fue dado a las y los 
vendedores del mercado de La Terminal el 2 de mayo, durante una manifestación en 
contra de los bloqueos de carretera. Solo entre el 09 mayo y el 22 de junio se perpetraron 
nueve asesinatos, la mayoría en contra de miembros de CODECA y del Comité Campe-
sino del Altiplano (CCDA)77. 

	 El 17 de mayo de 2018 tomó posesión la nueva Fis-
cal General y Jefa del MP, María Consuelo Porras Argueta, 
quien rápidamente se alineó al “Pacto de Corruptos”, por lo 
que las denuncias por agresiones a defensoras y defensores 
de derechos humanos no fueron investigadas. De hecho, 
Porras Argueta no le dio seguimiento a la Instrucción Ge-
neral 5-2018 aprobada por su antecesora.

	 En una carta enviada por las peticionarias del caso a 
la COPREDEH con fecha 27 de junio de 2018, manifestaron 
que, frente a ese contexto, el proceso de construcción de la 
PPPDDH podría continuar si se garantizaban las siguien-
tes condiciones: 

Durante el año 2018 hubo 26 ase-
sinatos en contra de personas de-
fensoras de derechos humanos, 
perpetrándose la mayoría a partir 
de mayo, luego que Morales Ca-
brera emitiera discursos de odio 
en contra de periodistas, defenso-
ras y defensores de derechos hu-
manos, y en específico, en contra 
del Comité de Desarrollo Campe-
sino (CODECA). 

a) 	 la aprobación de la Instrucción de aprobación del Protocolo de Investigación (Ins-
trucción 5-2018) por parte de la Fiscal General; 

b) 	 la creación de un grupo de trabajo con participación de la cámara penal para aten-
der la situación de la Criminalización de Defensores/as de DDHH; y 

c) 	 el reimpulso de la Instancia de Análisis de Ataques a Defensores de Derechos Hu-
manos78.  

	 Sin embargo, el 31 de agosto de 2018 Jimmy Morales Cabrera anunció que no re-
novaría el mandato de la CICIG, al mismo tiempo que desplegó un operativo conjunto 
entre el ejército y la PNC para realizar patrullajes en la ciudad capital. Asimismo, agentes 
de la PNC trataron de localizar a por lo menos siete representantes de la sociedad civil 
defensores y defensoras de derechos humanos, entre ellas, Claudia Virginia Samayoa, 
Presidenta de la Junta Directiva de UDEFEGUA, y co-peticionaria del “Caso Defensor 
de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala”; a Jorge Santos Contreras, Coordinador 
General de la UDEFEGUA, así como a Iduvina Hernández, Directora Ejecutiva de Seguri-
dad en Democracia (SEDEM), quienes participaban activamente en las reuniones de las 
mesas de trabajo para la construcción de la PPPDDH.

	 El año 2018 terminó con este escenario, en el que la COPREDEH no les convocaba 
para avanzar en el proceso de construcción de la PPPDDH, al mismo tiempo que la vio-
lencia empezaba a tocar a las organizaciones de derechos humanos que venían promo-
viendo las reuniones de las mesas de trabajo.

77.	 UDEFEGUA. “Informe sobre situación de personas, comunidades y organizaciones defensoras de derechos humanos, 
Guatemala. Enero-Diciembre 2018”, junio 2019, páginas 8-11.

78.	 Carta enviada por las peticionarias del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros. Vs. Guatemala” y UDEFEGUA 
a Jorge Luis Borrayo, Presidente de la COPREDEH, con copia a Pablo Saavedra Alessandri, Secretario de la Corte IDH, 
27 de junio de 2018.
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5. 	 La relectura y actualización como medida dilatoria de la Fase 
III en el periodo enero 2019 -junio 2020

	 En enero de 2019, el Estado de Guatemala envió el informe sobre el avance del 
cumplimiento de la sentencia a la Corte IDH, en el cual se comprometían a llevar a cabo 
durante el primer semestre de ese año, las siguientes actividades relacionadas con la Po-
lítica Pública:

a.	 Elaboración del diagnóstico para el documento base de la Política 
Pública que contuviera información de sociedad civil e información 
proveniente de las instituciones del Estado, cuyo quehacer estuviera 
relacionado con dicha política.

b.	 Realización de reuniones de coordinación de la Política Pública con 
equipos técnicos.

c.	 Talleres y mesas de trabajo para concluir la elaboración del documen-
to base con equipos técnicos y organizaciones de la sociedad civil79.

	 Sin embargo, de acuerdo con las peticionarias, fue hasta el 26 de septiembre de 
2019 que finalmente fueron convocadas junto al equipo técnico de las organizaciones 
defensoras de derechos humanos para dar a conocer:

“1. La relectura del Marco Estratégico de la Propuesta de Política, con las instituciones 
del Estado con el propósito de enriquecerla, dando como resultado que el documen-
to no sufriera ningún cambio sustantivo de fondo (...); 

2) 	 La actualización del diagnóstico de la Política Pública con el interés de enriquecer, 
con los aportes de las instituciones del Estado, una armonización con el Marco 
Estratégico de la Política”80. 

	 De esa cuenta, a partir de octubre de 2019 se llevaron a cabo reuniones técnicas 
entre las instituciones del Estado y las organizaciones defensoras de derechos humanos 
con el objetivo de consolidar el diagnóstico de la PPPDDH. 

	 El 03 de diciembre de 2019 se llevó a cabo la última reunión del año en la que 
acordó volver a reunirse el 6 de enero de 2020 con el objetivo de concluir el documento y 
garantizar su seguimiento, a pesar del cambio de autoridades que se avecinaba en la CO-
PREDEH con la llegada de Alejandro Giammattei Falla a la Presidencia de la República, 
el 14 enero de 2020. El año inició con la falta de convocatoria por parte del equipo téc-
nico del Estado para la reunión del 6 de enero de 2020, con lo cual el documento quedó 
inconcluso y no se tuvo conocimiento que dicho equipo técnico hubiera garantizado la 
continuidad del proceso con las autoridades entrantes81. 

79.	 COPREDEH. “Escrito de información sobre el avance en el cumplimiento de las medidas de reparación ordenadas en 
la sentencia del “Caso Defensor de Derechos Humanos Vs. Guatemala”. Guatemala, 21 de enero de 2019.

80.	 Carta de las representantes del “Caso Defensor de Derechos Humanos Vs. Guatemala”, dirigida a Pablo Saavedra Ales-
sandri, Secretario de la Corte IDH. 9 de enero de 2020.

81.	 Ibidem.
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	 Luego de haber transcurrido casi tres meses desde la última reunión, en febrero 
de 2020 el Estado convocó a las organizaciones defensoras de derechos humanos para re-
tomar el proceso. A partir de entonces, se terminaron por definir los siguientes aspectos:

•	 La alineación de la PPPDDH al marco normativo nacional e interna-
cional.

•	 Los enfoques de reivindicación que guiarían la PPPDDH: Protección, 
Prevención y Reparación.

 
•	 Los instrumentos de validación y sistematización de información 

para las consultas programadas.

•	 Los sectores de la consulta:

a) 	 Organizaciones por la defensa del ambiente.
b) 	 Organizaciones por la defensa de los derechos de los 

campesinos.
c) 	 Organizaciones por la defensa de los derechos de la mujer.
d) 	 Organizaciones por la defensa de los derechos sindicales.
e) 	 Autoridades Ancestrales de los Pueblos Indígenas; y,
f ) 	 Organizaciones de Derechos Humanos82. 

	 Con ello, el borrador de la PPPDDH estuvo por fin listo para ser consultado en 
los territorios, incluyendo a cada sector de la comunidad de defensoras y defensores de 
derechos humanos. A pesar que desde marzo de 2020, la pandemia del COVID-19 tuvo 
un impacto negativo en los procesos de articulación y acciones de movilización de la so-
ciedad civil, continuaron los esfuerzos para cumplir con el cronograma y llevar a cabo el 
proceso de consulta a mediados del año, tal como estaba programado.

	 A las reuniones de las mesas técnicas de diálogo que elaboraron la hoja de ruta 
con cronograma y responsables para el proceso de consulta y socialización de la PPP-
DDH, asistieron el Grupo Promotor conformado por nueve instancias del Estado; el Gru-
po Observador conformado por siete instancias nacionales e internacionales; una Mesa 
Técnica representada por 11 sectores; y un Grupo Coordinador responsable de las reunio-
nes de planificación, logística y presupuesto83.
  
	 No obstante, en paralelo, el gobierno de Giammattei Falla ya estaba echando en 
marcha el plan para desmantelar a instituciones que le daban cumplimiento a los Acuer-
dos de Paz: la COPREDEH, la SEPAZ y la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA), lo que 
rompió nuevamente la interlocución del Estado con las organizaciones de derechos hu-
manos que venían impulsando la PPPDDH, y provocó un escenario en el que aumentaron 
las violaciones a los derechos humanos. 

82.	 SEGEPLAN. “Informe circunstanciado sobre el estatus de la formulación de la Política de Protección de Defensores y 
Defensoras de Derechos Humanos”. Gobierno de Guatemala, 06 de octubre de 2020.

83.	 Ibidem.
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	 Solo durante el primer año del gobierno de Giammattei Falla, las agresiones en 
contra de defensoras y defensores de derechos humanos alcanzaron su pico histórico 
con 1,004 casos -338 contra defensoras de derechos humanos; 530 contra defensores de 
derechos humanos; y 136 en contra de colectivos, organizaciones y/o comunidades de-
fensoras del territorio. De acuerdo con la UDEFEGUA, hasta ese momento el gobierno de 
Pérez Molina había sido el más violento con 820 casos registrados. Respecto a los tipos 
de agresión en contra de las defensoras y defensores de derechos humanos, resalta que 
en 2020 la UDEFEGUA registró 15 asesinatos, 22 intentos de asesinatos y 313 casos de 
criminalización84. 

	 A su vez, este escenario de violencia tampoco garantizaba las condiciones que 
las organizaciones de derechos humanos demandaban para poder realizar las consultas 
territoriales de validación del documento base de la PPPDDH. 

84.	 UDEFEGUA y Obs. “Guatemala, una deuda sin saldar. Recomendaciones para una agenda pública que garantice el 
derecho a defender derechos”. OMCT, enero de 2021.

Gráfica 10
Guatemala: agresiones a defensoras y defensoras de derechos humanos en el 

periodo 2000-2022

Fuente: UDEFEGUA. “Situación de personas, organizaciones y comunidades defensoras de derechos humanos, 
2022”, 444 páginas.
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PARTE IV

Estancamiento de la fase final del proceso de construcción de la PPPDDH

1.  	El papel del Comité Técnico de Evaluación e Innovación de la Gestión 
Pública Institucional de la Presidencia de la República en el cierre 
de la COPREDEH, la SEPAZ y la SAA entre junio-julio 2020

	 El cronograma del proceso de consulta para validar la PPPDDH fue interrumpido 
a partir del segundo semestre de 2020, luego que el presidente Giammattei Falla proce-
diera a cerrar la COPREDEH, ente responsable de darle seguimiento a las garantías de no 
repetición emanadas de la sentencia del “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros 
vs. Guatemala”.

	 El procedimiento utilizado para justificar técnicamente el cierre de la COPRE-
DEH, pero también de la SEPAZ y de la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA), fue la crea-
ción, desde el Ministerio de Gobernación (MINGOB)85, del “Comité Técnico de Evalua-
ción e Innovación de la Gestión Pública Institucional de la Presidencia de la República” 
mediante el Acuerdo Gubernativo No. 81-2020, el cual entró en vigencia el 25 de junio de 
2020. Dicho Comité fue constituido por el Ministro de Finanzas Públicas (MINFIN), el 
Ministro de Trabajo y Previsión Social (MINTRAB), la Secretaría General de la Presiden-
cia (SGP), la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia (SEGEPLAN), 
la Gerencia del Instituto Nacional de Administración Pública (INAP), y la Oficina Nacio-
nal de Servicio Civil (ONSEC), quien lo presidiría.

	 Según reza el Acuerdo Gubernativo mencionado, el objeto del Comité es crear e 
implementar mecanismos de evaluación e innovación de la gestión pública que permitan 
un uso prudencial, racional y óptimo de los recursos públicos, así como la coordinación 
de acciones entre las dependencias del Ejecutivo, en el marco de los compromisos adqui-
ridos por el Estado “dentro de la convencionalidad” y de las “prioridades nacionales de 
desarrollo”86.

	 En otras palabras, las dependencias de la Presidencia de la República debían en-
marcarse en el ámbito de la normativa y prácticas internas de los compromisos asumidos 
por el Estado de Guatemala con la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH), pero, también, debían responder al Plan Nacional de Desarrollo: “K’atun,-
Nuestra Guatemala 2032”, el cual trata de conciliar el desarrollo urbano y rural con la 
promoción de las grandes inversiones privadas de capital nacional y transnacional.  
	
	 De manera que, en lugar de tratar sobre la relación entre el cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz y los derechos humanos, trata sobre la relación entre el avance de la 
agenda de las empresas capitalistas y los derechos humanos.

85.	 Firmado por el Ministro de Gobernación, Oliverio García Rodas; la Secretaria General de la Presidencia, Leyla Lemus 
Arriaga, y el Presidente de la República, Alejandro Giammattei Falla, el 23 de junio de 2020.

86.	 Ministerio de Gobernación. “Acuerdo Gubernativo 81-2020”. Presidencia de la República. Guatemala, 23 de junio de 
2020.
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El procedimiento utilizado para 
justificar técnicamente el cierre 
de la COPREDEH, pero también 
de la SEPAZ y de la Secretaría 
de Asuntos Agrarios (SAA), fue 
la creación, desde el Ministerio 
de Gobernación (MINGOB) , del 
“Comité Técnico de Evaluación e 
Innovación de la Gestión Pública 
Institucional de la Presidencia de 
la República” mediante el Acuerdo 
Gubernativo No. 81-2020, el cual 
entró en vigencia el 25 de junio de 
2020. 

“…de emitir opiniones, informes y recomendaciones para la 
efectiva evaluación e innovación de la gestión pública insti-
tucional”87. 

	 De esa cuenta, el Comité Técnico emitió su primer 
informe en el tiempo record de menos de un mes, el cual 
sirvió de argumento para que la Presidencia de la Repúbli-
ca, en Consejo de Ministros, acordara derogar el 30 de julio 
de 2020 los Acuerdos Gubernativos que sostenían institu-
cionalmente a la COPREDEH, Acuerdo Gubernativo No. 
486-1991; la SEPAZ, Acuerdo Gubernativo No. 115-2001; y la 
SAA, Acuerdo Gubernativo No. 136-2002.

“…emitir la normativa que permita ordenar y viabilizar el ejercicio de la admi-
nistración pública para la consecución del bien común”.  

	 En el caso de la SAA y la SEPAZ se argumentó, además, que sus normativas no 
cumplían con las…

“…condiciones formales y materiales para su validez, de conformidad con lo es-
tablecido en la Constitución Política de la República de Guatemala y sus normas 
vigentes”88.

	 Respecto a la COPREDEH, el argumento fue que:

“…dicha normativa no cumple actualmente con la visión para la cual fue creada 
ni se adapta a las necesidades que exige la población guatemalteca en cuanto a 
la promoción, respeto y progresión de los Derechos Humanos, de conformidad 
con lo establecido en la Constitución Política de la República y sus normas vi-
gentes”89. 

87.	 Ministerio de Gobernación. “Acuerdo Gubernativo 81-2020”. Presidencia de la República. Guatemala, 23 de junio de 
2020. Artículo 4, Inciso h).

88.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 97-2020 y Acuerdo Gubernativo 98-2020”, respectivamente. Presidencia 
de la República. Guatemala, 30 de julio de 2020.

89.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 99-2020”. Presidencia de la República. Guatemala, 30 de julio de 2020.

	 La administración, custodia y depósito de los archivos de la SAA, de la SEPAZ y 
la COPREDEH, quedaron en manos de la SEGEPLAN, siendo la responsable de remitir 
cualquier trámite en vigencia a las respectivas dependencias del Ejecutivo. A su vez, cabe 

	 Entre las atribuciones del Comité se definen la…

	 El considerando central de los Acuerdos Gubernativos que cerraron respectiva-
mente la COPREDEH, Acuerdo Gubernativo No. 99-2020; la SEPAZ, Acuerdo Guberna-
tivo No. 98-2020; y la SAA, Acuerdo Gubernativo No. 97-2020, plantea que, derivado de 
los resultados que arrojó el Primer Informe del Comité Técnico, era necesario…
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destacar que el Artículo 2 del Acuerdo Gubernativo 98-2020, ordenó que el Programa 
Nacional de Resarcimiento (PNR) se adscribiera al Ministerio de Desarrollo Social (MI-
DES).

	 La vigencia del Acuerdo Gubernativo No. 81-2020 era de un año; sin embargo, el 
24 de junio de 2021 se publicó en el Diario de Centroamérica que el MINGOB había re-
formado este Acuerdo Gubernativo para ampliar el plazo de su vigencia por seis meses 
más90. 
 
	 En el Informe Ejecutivo de Rendición de Cuentas del segundo cuatrimestre de 
2021 -mayo, junio, julio y agosto- se consignó que no solo se evaluó la gestión pública 
de la COPREDEH, SEPAZ y SAA, sino también de la Secretaría Presidencial de la Mujer 
(SEPREM) y de la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente (SOSEP). 
Desde que Giammattei Falla inició su mandato tuvo la intención de cerrar la SEPREM 
y la SOSEP bajo el argumento que el status de Secretaría sólo lo confieren los Decretos 
Legislativos. Bajo este mismo argumento declaró que la SEPAZ y la SAA también carecían 
de legalidad. Por tanto, en lugar de incidir en el Congreso de la República donde tenía 
el apoyo suficiente de las bancadas para aprobar una iniciativa de ley para decretarlas 
como Secretarías, Giammattei Falla estuvo decidido a degradarlas de importancia para 
convertirlas en Comisiones Presidenciales mediante acuerdos gubernativos.

Gráfica 11

Fuente: SEGEPLAN. “Rendición de Cuentas segundo cuatrimestre 2021”.
Gobierno de Guatemala, 2021, página 19.

90.	 García, Óscar. “Mingob reforma acuerdo que creó el Comité Técnico de Evaluación”. Diario Prensa Libre, 24 de ju-
nio de 2021. Recuperado en: https://www.prensalibre.com/ahora/guatemala/politica/mingob-reforma-acuer-
do-que-creo-el-comite-tecnico-de-evaluacion/
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	 El mismo 30 de julio de 2020 que la COPREDEH, la SEPAZ y la SAA fueron elimi-
nadas, Giammattei Falla, en Consejo de Ministros, creó la Comisión Presidencial por la 
Paz y los Derechos Humanos (COPADEH), mediante el Acuerdo Gubernativo 100-2020.

	 En resumen, el Acuerdo Gubernativo justifica en sus considerandos que, transcu-
rridos más de 20 años desde la firma de los Acuerdos de Paz, han sido insuficientes los 
esfuerzos para alcanzar los cambios sustanciales que se buscaban, por lo que es necesa-
rio reorientar las políticas del Ejecutivo hacia una cultura de paz y diálogo basada en los 
derechos humanos para la resolución de conf lictos91. Sin embargo, los considerandos no 
exponen a los sujetos y los hechos que volvieron insuficientes tales esfuerzos. 

	 Evidentemente, la sociedad civil que durante la guerra sufrió por el despojo de la 
tierra o la pérdida de sus bienes naturales, así como por las violaciones a los derechos 
humanos y sus secuelas, siempre estuvo exigiendo, a través de la incidencia política, la 
investigación, la fiscalización y la formulación de políticas públicas e iniciativas de ley, 
el cumplimiento de los Acuerdos de Paz y, cómo parte de éstos, la consolidación de los 
instrumentos de protección a defensoras y defensores de derechos humanos.

	 Por otro lado, algunas fracciones de las fracciones económicas oligárquicas y mili-
tares que dominan la sociedad política (Estado) boicotearon, en acuerdo con el gobierno 
de Álvaro Arzú Irigoyen (enero 1996 – enero 2000) y el Partido de Avanzada Nacional 
(PAN) que actuó como operador político de dicho boicot, la Consulta Popular de 1999 
que buscaba realizar reformas constitucionales para que el Legislativo convirtiera en ley 
los cambios que demandaba darle cumplimiento a la Agenda de la Paz. A su vez, promo-
vieron el desgaste de la COPREDEH, la SEPAZ y la SAA desde que fueron creadas, pro-
vocando, a través de su inf luencia y control en el Estado, que sus asignaciones y ejecu-
ciones presupuestarias fueran bajas y que los puestos estuvieran sujetos a la politización 
y ralentización de los procesos, de acuerdo a los intereses del gobierno de turno. Tales 
instituciones tenían responsabilidades importantes como parte del cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz, a saber:

2. 	 La creación de la Comisión por la Paz y los Derechos Humanos 
	 COPADEH en julio 2020

91.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 100-2020”. Presidencia de la República. Guatemala, 30 de julio de 2020.

•	 La COPREDEH. Dar seguimiento a las resoluciones de la CIDH y las 
sentencias de la Corte IDH contra el Estado, por las violaciones a los 
derechos humanos perpetradas durante la guerra.

•	 La SEPAZ. Asumir la Secretaría Técnica del Consejo Nacional para 
el Cumplimiento de los Acuerdos de Paz (CNAP), y coordinar el Pro-
grama Nacional de Resarcimiento (PNR) para las víctimas civiles de 
la guerra.
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•	 La SAA. Apoyar a darle solución al problema estructural de la dis-
tribución desigual de la tierra, que fue uno de los detonantes de la 
guerra.

	 En teoría, la COPADEH recogía las premisas de la COPREDEH, SEPAZ y la SAA, 
ya que su objeto es:

“…asesorar y coordinar con las distintas dependencias del Organismo Ejecutivo, 
la promoción de acciones y mecanismos encaminados a la efectiva vigencia y 
protección de los derechos humanos, el cumplimiento a los compromisos guber-
namentales derivados de los Acuerdos de Paz y la conflictividad del país”. 

	 Sin embargo, en las atribuciones de la COPADEH ya no quedó explicitada su res-
ponsabilidad ante la CIDH y la Corte IDH y, por tanto, tampoco darle seguimiento a la 
PPPDDH que venía impulsando la sociedad civil defensora de los derechos humanos. Se 
trata de la Atribución 4 de la COPREDEH que ya no apareció entre las atribuciones de la 
COPADEH:

“4. Establecer un mecanismo de constante seguimiento a las investigaciones so-
bre violación a los derechos humanos y a los procesos judiciales que resulten 
de ellos, para estar en capacidad de dar información a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, a la comunidad y organismos internacionales cuando la 
misma se requiera.92” 

	 A su vez, en el caso de la SEPAZ, en las atribuciones de la COPADEH ya no apare-
ció el Programa Nacional de Resarcimiento (PNR), el cual quedó adscrito al Ministerio 
de Desarrollo Social (MIDES), con lo cual lo desvinculó institucionalmente con la agen-
da del cumplimiento de los Acuerdos de Paz para subsumirla en los programas asisten-
ciales de educación, salud y alimentación para grupos “socialmente vulnerables”, y que, 
en última instancia, han servido para garantizar las bases del partido de gobierno de cara 
a las elecciones generales cada cuatro años.

	 Por último, no se retomaron las atribuciones que originalmente tenía la SAA tales 
como el apoyo a la formulación e implementación de políticas agrarias y la gestión del 
mejoramiento del ordenamiento jurídico e institucional agrario. 

	 La única atribución que retomó de la SAA fue la de apoyar a darle “solución a los 
conf lictos relativos a la tierra (…)”93, aunque no del todo, puesto que para la COPADEH 
la atribución es apoyar a darle…

92.	 Ministerio de Gobernación, Ministerio de Defensa y Ministerio de Relaciones Exteriores. “Acuerdo Gubernativo 486-
1991”. Presidencia de la República. Guatemala, 12 de julio de 1991. Artículo 4, Atribución 4.

93.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 304-2005”. Presidencia de la República. Guatemala, 05 de julio de 2005.
94.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 100-2020”. Presidencia de la República. Guatemala, 30 de julio de 2020.

“…atención efectiva a los conflictos sociales, ambientales y agrarios”94.

	 Así pues, la COPADEH no solo atenúa su responsabilidad al cambiar el ver-
bo rector de la atribución: solución ≠ atención afectiva, sino que, además, deja de 
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especializarse en los conf lictos agrarios para sumar la atención a los conf lictos sociales y 
ambientales, tales como los que derivan de la lucha sindical y la lucha en defensa de los 
recursos naturales.

	 En ese sentido, cabe resaltar que otro cambio sustancial con la COPADEH es que 
integra a instancias del Ejecutivo95 que antes no figuraban en la conformación de la CO-
PREDEH, ni tenían relación directa con la SEPAZ y la SAA, tales como el Ministerio de 
Energía y Minas (MEM) y el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN).

	 Por la cooptación existente que ha existi-
do en la institucionalidad estatal, la presencia del 
MEM y el MARN en la COPADEH sirve para que 
la resolución de conf lictos se guíe por el enfoque 
de alinear los derechos humanos al “Plan Nacional 
de Desarrollo K’atun 2032”, tal como lo definió el 
Comité Técnico de Evaluación e Innovación de la 
Gestión Pública Institucional de la Presidencia de 
la República ya citado anteriormente.

	 Las grandes familias y fracciones empre-
sariales oligárquicas y capitalistas de Guatemala 
integradas en el G-8, mediante el mecanismo de 
tráfico de inf luencias conocido como “puertas gi-
ratorias”96, tienen incidencia en el MEM para ob-
tener la aprobación de licencias de exploración y 
explotación de minerales metálicos e hidrocar-
buros en el subsuelo, así como la aprobación de 

proyectos hidroeléctricos, pese a la existencia de casi un centenar de Consultas Comuni-
tarias que ya se han realizado amparadas en el Código Municipal y el Convenio 169 de la 
OIT, y a las Resistencia Pacíficas que defienden los recursos naturales, amparándose en 
la Constitución Política de la República y en el derecho internacional.

	 Dicha incidencia se extiende hacia el MARN para obtener la aprobación de licen-
cias de impacto ambiental y ralentizar el seguimiento a denuncias por contaminación 
ambiental de las grandes empresas mineras, petroleras y agrícolas productoras de mo-
nocultivos de palma aceitera, banano y caña de azúcar.

95.	 Ministerio de Agricultura Ganadería y Alimentación (MAGA), Ministerio de Gobernación (MINGOB), Ministerio de 
Energía y Minas (MEM), Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN), Ministerio de Relaciones Exteriores 
(MINREX), Ministerio de Finanzas Públicas (MINFIN) SEGEPLAN, Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP), 
Procuraduría General de la Nación (PGN).

96.	 El concepto de “puertas giratorias” se refiere al movimiento de profesionales que pasan de trabajar en el sector público 
al sector privado y viceversa, aprovechándose, por ejemplo, de la experiencia y contactos adquiridos durante su cargo 
público para ponerlo al servicio de su nuevo empleador. Algunos sectores particularmente proclives al fenómeno de las 
“puertas giratorias” son los de salud, la agricultura, las finanzas, la energía y la defensa.

	 Fuente: Transparency International. “Reglamentar el fenómeno de las puertas giratorias”. Documento de Trabajo No. 
6/2010, página 1. Recuperado en: https://files.transparencycdn.org/images/TI-Working_Paper_Revolving_doors_5_
November_2010_doc_Spanish.pdf
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3.  La incidencia política de las organizaciones de derechos humanos 
ante la negativa de la COPADEH de asumir el seguimiento a la 

	 PPPDDH, periodo julio 2020 - diciembre 2022

	 Desde el cierre de la COPREDEH y la creación de la COPADEH en julio de 2020, 
las organizaciones de derechos humanos involucradas en el proceso de construcción de 
la PPPDDH, habían dejado de ser convocadas por parte del Estado, por lo que no se inte-
gró la Mesa Técnica.

	 A pesar que uno de los Considerandos del Acuerdo Gubernativo 100-2020 que 
le dio vida institucional a la COPADEH, resaltaba la imperiosa necesidad de reorientar 
estratégicamente las políticas del Ejecutivo en materia de paz y derechos humanos, el 
gobierno de Giammattei Falla y Vamos no mostró esa necesidad y urgencia a la hora de 
operativizar el funcionamiento de la COPADEH. 
 
	 El 19 de octubre de 2020, Giammattei Galla nombró como Director Ejecutivo de la 
COPADEH a Ramiro Alejandro Contreras Escobar, quien tomó posesión el 16 de noviem-
bre. Entre diciembre de 2020 y enero de 2021 se contrataron los primeros 32 puestos de la 
COPADEH, y comenzó a funcionar operativamente a partir de marzo de 2021 a través de 
las modificaciones presupuestarias de otras instancias del Ejecutivo, pues no contó con 
un presupuesto inicial asignado97. 

	 En abril de 2021, las peticionarias y la Comisión de Observación lograron concer-
tar una reunión con la COPADEH para darle seguimiento a la PPPDDH; sin embargo, les 
respondieron que desconocían del proceso, que la COPREDEH no les había dejado los 
archivos del mismo, y que debían revisar si el proceso en sí, se encontraba en el marco 
de la legalidad. Por tal motivo, las peticionarias debieron explicar los fundamentos de la 
PPPDDH y el proceso de su construcción iniciado en 2015.

	 Luego de esa reunión, las peticionarias y la Comi-
sión de Observación estuvieron solicitando más reuniones 
de seguimiento y haciendo incidencia para que el Estado 
determinase qué instancia era la rectora para darle segui-
miento a las resoluciones de la Corte-IDH, pero no obtu-
vieron respuesta.

	 Por su parte, la Magistrada de la CSJ, Delia Dávi-
la, que formaba parte del grupo Promotor de la PPPDDH, 
se comunicó por medio de un oficio con Walter Beltrán 
Sandoval, Director de Vigilancia y Promoción de Derechos 
Humanos de la COPADEH, quien informó que la COPRE-
DEH no les había dejado el expediente. 

En abril de 2021, las peticionarias y 
la Comisión de Observación logra-
ron concertar una reunión con la 
COPADEH para darle seguimien-
to a la PPPDDH; sin embargo, les 
respondieron que desconocían del 
proceso, que la COPREDEH no 
les había dejado los archivos del 
mismo, y que debían revisar si el 
proceso en sí, se encontraba en el 
marco de la legalidad. 

97.	 COPADEH. “Memoria de Labores 2021-2022”. Gobierno de Guatemala. Guatemala, 2022, página 9.
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	 En seguimiento a la comunicación, la magistrada Dávila envió copia del docu-
mento base de la PPPDDH aprobado para que le dieran seguimiento al proceso, y les 
recomendó reactivar el Grupo Promotor98.

	 Ciertamente, con el Acuerdo Gubernativo 99-2020 los archivos de la COPREDEH 
fueron trasladados a la SEGEPLAN que, debido a que forma parte de la COPADEH, no 
se justificaba la falta de comunicación interna. A su vez, aunque en la constitución de la 
COPADEH mediante el Acuerdo Gubernativo 100-2020, no había quedado explícita en 
sus atribuciones darle seguimiento a las sentencias de la Corte IDH contra el Estado de 
Guatemala, en la Memoria de Labores 2021-2022 de esta institución se hace mención al 
Acuerdo Interno 99-2021 aprobado el 10 de septiembre de 2021, que establece un “Manual 
de Normas y Procedimientos de Gestión de Pagos de Obligaciones de Estado ante el Sis-
tema Interamericano de Derechos Humanos”99. 

	 Así pues, quedó evidenciado que el Estado de Guatemala solo estaba interesado 
en cumplir con las Medidas de Reparación, entendidas como un aporte económico úni-
camente, pero no con las Garantías de No Repetición, tales como el impulso de políticas 
públicas de protección a defensoras y defensores de derechos humanos. 

	 Ante este escenario, entre mayo y octubre de 2022 las organizaciones de derechos 
humanos llevaron a cabo ocho encuentros territoriales en los que se analizó el contex-
to, se capacitó sobre los mecanismos de protección derivados de la Instrucción General 
05-2018 del MP, así como sobre el Acuerdo de Escazú100 que entró en vigencia en abril de 
2021, pero no ha sido ratificado por el Estado de Guatemala. 

98.	 Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH. “Sistematización Semana de Incidencia Política del 31 de 
octubre al 18 de noviembre de 2022”. Guatemala, noviembre de 2022.

99.	 COPADEH. “Memoria de Labores 2021-2022”. Gobierno de Guatemala. Guatemala, 2022, página 21.
100.	 El Artículo 9 hace referencia a que los Estados que ratifiquen el Acuerdo de Escazú, deberán adoptar medidas de preven-

ción, investigación y sanción sobre las agresiones o amenazas cometidas en contra de los y las defensoras del ambiente.

Tabla 2
Encuentros territoriales realizados por organizaciones de derechos humanos 

participantes en el proceso de construcción de la PPPDDH en 2022

No. Nombre del encuentro Fecha
1 Encuentro defensores de la juventud Mayo

2 Encuentro defensoras del territorio y cuerpo del occidente Mayo

3 Encuentro coordinadora de organizaciones de la Región Ixil Junio

4 Encuentro con defensoras territorio y mujeres de Red K´at - AGIMS Julio

5 Encuentro defensores de la Región Sur Julio

6 Encuentro defensores territorio, ambiente y mujeres región Petén Julio

7 Encuentro comunidad LGBTIQ Septiembre

8 Encuentro eje de justicia transicional Octubre

Fuente: Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH. “Sistematización Semana de Incidencia 
Política del 31 de octubre al 18 de noviembre de 2022”. Guatemala, noviembre de 2022.
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	 Como resultado de estos encuentros territoriales se conformó con representantes 
a nivel nacional, la Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH con el obje-
tivo de exigirle al Estado que cumpliera con las responsabilidades emanadas de la senten-
cia de la Corte IDH en el “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros vs. Guatemala”.

	 En noviembre de 2022, la Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPH 
realizó una semana de incidencia política en la que se dio a conocer a distintas institu-
ciones del Estado, la figura del defensor/defensora de derechos humanos y los riesgos 
que atraviesan; y la medida de no repetición dictada por la Corte IDH que fundamente la 
construcción de la PPPDDH. De esa cuenta, lograron hacer peticiones concretas a cada 
institución visitada, incluyendo la COPADEH, instándole a retomar el proceso101. El pro-
ceso de incidencia para que se continuara con el proceso de la PPPDDH102 continuó en 
2023 en las diferentes instancias.

	 Además de continuar argumentando que no contaban con la información del pro-
ceso, los representantes de la COPADEH que fueron asignados para atender las reunio-
nes con las peticionarias y con la Comisión de Observación, aseguraron que no tenían 
poder de decisión. 

101.	 Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH. “Sistematización Semana de Incidencia Política del 31 de 
octubre al 18 de noviembre de 2022”. Guatemala, noviembre de 2022.

102.	 Entrevista con Makrina Gudiel.
103.	 UDEFEGUA & Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos (Obs). “Guatemala: Una 

deuda sin saldar. Ciudadanía en resistencia ante el desmantelamiento del Estado de Derecho”. OMCT, junio 2022, 
página 9.

Esta tendencia da cuenta de una 
focalización de la violencia en 
contra de defensores y defensoras 
de derechos humanos en torno al 
sistema de justicia. La desestima-
ción de las denuncias judiciales 
hechas por las defensoras y defen-
sores de derechos humanos y los 
casos de criminalización monta-
dos en su contra, son el resulta-
do de un proceso de cooptación 
del sistema de justicia. La única 
reserva moral al respecto se ha-
lla en la Asociación Guatemalteca 
de Jueces por la Integridad (AGJI) 
y en algunos fiscales del MP que 
han demostrado probidad, al no 
apegarse a las demandas del “Pac-
to de Corruptos” y que, por tanto, 
también han sido objeto de crimi-
nalización. 

	 Entre enero y marzo de 2022, la UDEFEGUA registró 
156 agresiones: 71 contra defensoras, 69 contra defensores 
y 16 contra organizaciones, comunidades o instituciones, 
siendo las y los defensores de justicia: abogados/as y víc-
timas que solicitan justicia, quienes ocuparon el primer 
lugar con 43 casos de agresión; seguido de las y los opera-
dores de justicia: jueces y juezas, fiscales con 41 casos; y de 
las y los acompañantes de personas defensoras de derechos 
humanos con 15 casos de agresión103. 

Esta tendencia da cuenta de una focalización de la violen-
cia en contra de defensores y defensoras de derechos hu-
manos en torno al sistema de justicia. La desestimación de 
las denuncias judiciales hechas por las defensoras y defen-
sores de derechos humanos y los casos de criminalización 
montados en su contra, son el resultado de un proceso de 
cooptación del sistema de justicia. La única reserva moral 
al respecto se halla en la Asociación Guatemalteca de Jue-
ces por la Integridad (AGJI) y en algunos fiscales del MP 
que han demostrado probidad, al no apegarse a las deman-
das del “Pacto de Corruptos” y que, por tanto, también han 
sido objeto de criminalización. 
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	 Por ello, se percibió un aumento en las agresiones contra defensoras y defensores 
de derechos humanos cometidas en la ciudad capital, que es donde se centralizan las 
instituciones del sistema de justicia y, derivado de ello, también donde se concentran las 
acciones de incidencia política que realizan las organizaciones y personas acompañan-
tes, que también han sido criminalizadas por dicha labor.

	 En suma, la cooptación del sistema de justicia no solo persigue garantizar impuni-
dad al “Pacto de Corruptos e Impunidad”, sino también cobrar venganza mediante acciones 
selectivas de violencia y criminalización en contra de los rostros visibles de la sociedad civil: 
activistas, periodistas, organizaciones, bufetes jurídicos, Ong’s de derechos humanos; etc., 
y de la sociedad política: jueces, juezas y fiscales que son considerados enemigos.	

	 Entre el 28 de marzo y el 4 de abril de 2022, el Observatorio para la Protección 
de los Defensores de Derechos Humanos (OBS)104 realizó una misión internacional en 
Guatemala con el objetivo de darle seguimiento a la situación de persecución en contra 
de defensoras y defensores de derechos humanos e identificar los avances y retos para su 
protección. La misión reportó que desde la llegada de Giammattei Falla a la Presidencia 
de la República en 2020, no se había reportado hasta esa fecha ningún avance en el pro-
ceso de construcción de la PPPDDH105.  

	 En la Audiencia Privada de Supervisión de Cumplimiento de la Sentencia del 
“Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros Vs. Guatemala” que se realizó el 7 de abril 
de 2022 entre las peticionarias y la Corte IDH, se solicitó una visita in loco de la CIDH a 
Guatemala para verificar la situación de los derechos humanos106. 

104.	 El Obs es un programa conjunto de la Organización Mundial Contra la Tortura (OMCT) y la Federación Internacio-
nal por los Derechos Humanos (FIDH).

105.	 UDEFEGUA & Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos (Obs). “Guatemala: Una 
deuda sin saldar. Ciudadanía en resistencia ante el desmantelamiento del Estado de Derecho”. OMCT, junio 2022m 
página 6.

106.	 Entrevista a Alessandra Alí Pérez, Área Legal Internacional de la UDEFEGUA, 28 de abril de 2023.
107.	 El Capítulo IV. B de los informes anuales de la CIDH, está dedicado a los informes de país que la Comisión considera 

necesarios prestar especial atención por sus prácticas de derechos humanos. Ver: Artículo 59, Reglamento de la CIDH.
108.	 La Ley de Compromiso Reforzado entre los Estados Unidos y el Triángulo Norte o “Lista Engel”, fue aprobada por el 

pleno del Congreso de aquel país en diciembre 2020, y tiene por objeto sancionar a los actores involucrados en actos 
de corrupción y ataques a la democracia en los países de Guatemala, Honduras y El Salvador.

	 Desde diciembre de 2021, el gobierno de Giam-
mattei Falla y Vamos estaba informado que en el pro-
yecto de Informe Anual de la CIDH sería incluido en 
su Capítulo IV.B107, a no ser que avanzara en los desa-
fíos detectados en materia de derechos humanos. Sin 
embargo, en 2022 las iniciativas propuestas por el Es-
tado no se cumplieron, al mismo tiempo que siguie-
ron sin aceptar que la CIDH realizara la visita in loco. 
La última visita de esta naturaleza que le permitió el 
Estado de Guatemala a la CIDH fue en 2017.

	 El 16 de mayo de 2022, Giammattei Falla reeligió a Consuelo Porras Argueta como 
Fiscal General al frente del MP, cuando ésta ya había sido incluida en la Lista Engel108 desde 
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septiembre de 2021. En una declaración de prensa el Secretario de Estado de Estados 
Unidos, Anthony J. Blinken, fijó la posición de su gobierno respecto a la reelección de 
Porras Argueta afirmando que durante su gestión…

“…obstruyó y menoscabó en forma reiterada investigaciones contra la corrup-
ción en Guatemala con el propósito de proteger a sus aliados políticos y conse-
guir favores políticos indebidos.109” 

	 El 2 de junio de 2022, la CIDH presentó su Informe Anual sobre Derechos Huma-
nos en el que incluyó al Estado de Guatemala en el Capítulo IV. B, por lo que figura junto 
a Cuba, Venezuela y Nicaragua en “la lista negra” de los países que más violaciones a los 
derechos humanos acumulan.

	 El 28 de junio de 2022 se llevó a cabo una sesión especial del Consejo Permanente 
de la Organización de Estados Americanos (OEA), en la que Giammattei Falla aseguró 
que en Guatemala no existía una “intromisión sistemática de la independencia del poder 
judicial” y, antes bien, que había fiscales y jueces bajo persecución penal porque habían 
abusado de su poder. Asimismo, acusó a la CIDH de “amenazas”, “extorsión” y “sesgo 
ideológico” por haber solicitado una visita in loco al país110. 

	 Claramente, estas acusaciones del gobernante se enmarcaban en una interpreta-
ción errónea del Reglamento de la CIDH donde se establece que un Estado incluido en 
el capítulo IV. B, quedará fuera del mismo si recibe una visita in loco antes de la publica-
ción del Informe Anual111.  

109.	 U.S. Department of State. “Designación de la fiscal general María Consuelo Porras Argueta de Porres por participar 
en hechos significativos de corrupción y consideración de otras designaciones”, 16 de mayo de 2022. Recuperado 
en: https://www.state.gov/designacion-de-la-fiscal-general-maria-consuelo-porras-argueta-de-porres-por-partici-
par-en-hechos-significativos-de-corrupcion-y-consideracion-de-otras-designaciones/

110.	 Guevara Tomás. “El presidente de Guatemala acusa de “amenazas y extorsión” a la CIDH”. La Voz de América (VOA), 
28 de junio de 2022. Recuperado en: https://www.vozdeamerica.com/a/guatemala-acusa-de-amenazas-y-extor-
sion-a-la-cidh-por-se%C3%B1alar-violaciones-en-informe-de-pa%C3%ADs/6636797.html

111.	 CIDH. “Informe Anual 2022. Capítulo IV.B. Guatemala”. CIDH, 2022, página 748.
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	 Por su parte, la sociedad civil organizada en defensa de los derechos humanos 
continuó realizando acciones de incidencia política y solidaridad. El 9 de agosto de 2022, 
en el marco del Día de los Pueblos Originarios, la comunidad defensora de derechos 
humanos de Escuintla realizó un plantón en la Autopista CA-14 en la que participaron 
unas 150 personas, con el objetivo de demandar el respeto a la libre determinación de los 
Pueblos, el cese de la criminalización y la aprobación de la PPPDDH112.  

	 Asimismo, en el marco del 8vo. Aniversario de la Sentencia de la Corte IDH en 
contra del Estado por el “Caso Defensor de Derechos Humanos y Otros”, el 3 de septiem-
bre de 2022 alrededor de 300 personas se congregaron en el Centro Cultural de Escuintla 
en una acción de solidaridad con personas y organizaciones acompañantes de la comuni-
dad defensora de derechos humanos que han sido objeto de criminalización, tales como 
el Juez de Mayor Riesgo, Miguel Ángel Gálvez; el Coordinador General de la UDEFEGUA, 
Jorge Santos Contreras; y Jordán Rodas Andrade, que recién había terminado su periodo 
al frente de la PDH el 20 de agosto de 2022113. 

	 Entre el 31 de octubre y el 14 de noviembre de 2022, la Comisión de Observación 
y Cumplimiento de la PPPDDH realizó acciones de incidencia política con funcionarias 
y funcionarios públicos de la CSJ, la PDH, el MP, el Instituto de la Defensa Pública Penal 
(IDPP), el Instituto de Atención a la Víctima (IAV), la Asociación Guatemalteca de Jueces 
por la Integridad (AGJI) y con diputados del Congreso de la República.

	 Entre los logros alcanzados en esa oportunidad se destacan que: 

•	 Las bancadas de los partidos políticos: URNG, Movimiento Político 
Winaq, y Movimiento Semilla, así como diputados independientes 
como Aldo Dávila, se comprometieron en acompañar el proceso ante 
la COPADEH, y en integrar una mesa técnica para trabajar y presen-
tar una iniciativa de ley sobre protección a defensoras y defensores 
de derechos humanos.

•	 La AGJI ratificó su compromiso de seguir impartiendo justicia de for-
ma independiente y apegada a la ética profesional.

•	 Se instó a la aplicación correcta de los protocolos en casos de vio-
lencia en contra de personas defensoras de derechos humanos, en el 
marco de la Iniciativa General No. 05-2018, en la Fiscalía de Delitos 
contra Periodistas y la Fiscalía de Derechos Humanos del Ministerio 
Público114. 

112.	 Comisión de Observación y Cumplimiento de la PPPDDH. “Sistematización Semana de Incidencia Política del 31 de 
octubre al 18 de noviembre de 2022”. Guatemala, noviembre de 2022.

113.	 Ibidem.
114.	 Ibidem.

	 No obstante, el 4 de noviembre de 2022, las peticionarias del caso y la Comisión de 
Observación, acompañadas de la UDEFEGUA y los diputados Aldo Dávila y Walter Félix, 
sostuvieron una reunión con el Director Ejecutivo de la COPADEH, Ramiro Contreras, 
quien mostró una posición negativa respecto a que la COPADEH le diera seguimiento
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a la fase final de construcción de la PPPDDH. Ante ello, las peticionarias redactaron una 
carta dirigida a la Corte IDH para informarle del incumplimiento a la Garantía de no Re-
petición en el que estaba incurriendo el Estado a través de la COPADEH115. 

	 El 8 de noviembre de 2022, la COPADEH reaccionó emitiendo un comunicado 
justificando que el ente rector de las políticas públicas debían ser los Ministros y que, 
por tanto, cualquier acción que la COPADEH hiciera en ese sentido contravenía la Ley 
del Organismo Ejecutivo116. Sin embargo, la COPADEH está integrada por seis Ministros 
y la preside el Presidente de la Presidencia de la República, por lo que atribuirle a la 
COPADEH el seguimiento de una política específica que es de su competencia, no anula 
ningún otro pleno derecho.

4. Reforma a la COPADEH termina de institucionalizar la política 
de punto final al cumplimiento de los Acuerdos de Paz en 

	 diciembre 2022

	 Finalmente, ante la incidencia política a nivel nacional e internacional, un mes 
después Giammattei Falla tuvo que ceder a su postura reaccionaria cuando reformó el 
Acuerdo Gubernativo 100-2020 el 8 de noviembre de 2022, ya que el 9 de diciembre de 
2022 emitió el Acuerdo Gubernativo 306-2022, y ahí agregó que una de las atribuciones 
de la Comisión es:

“l) Dar cumplimiento a las sentencias, negociación de acuerdos de solución 
amistosa y seguimiento de acuerdos de cumplimiento de recomendaciones, emi-
tidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos o la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, según sea el caso.117” 

	 Asimismo, agregó entre las atribuciones de la Dirección Ejecutiva de la 
COPADEH:

“g) Dar seguimiento a las acciones para dar cumplimiento a las sentencias fir-
mes emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos o los acuerdos 
de solución amistosa arribados en la Comisión Interamericana de Derechos en 
las que se condene o determine la responsabilidad del Estado de Guatemala con 
medidas que no contemplen reparación económica.

h) Realizar el pago de las sentencias firmes de reparación económica, emitidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos o de los acuerdos arribados 
en la CIDH en las que se condene o determine la responsabilidad del Estado de

115.	 Ibidem.
116.	 COPADEH. “Comunicado de prensa - Mandato de la COPADEH, cumplimiento de compromisos internacionales. 

8 de noviembre de 2022”. Recuperado en: https://prensa.gob.gt/comunicado/comunicado-de-prensa-mandato-copa-
deh-cumplimiento-de-compromisos-internacionales

117.	 Consejo de Ministros. “Acuerdo Gubernativo 306-2022”. Presidencia de la República. Guatemala, 08 de diciembre de 
2022.
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Guatemala, como consecuencia de una violación de derechos humanos, incurri-
da por las dependencias del Organismo Ejecutivo.118” 

	 Sin embargo, a pesar de ceder en este aspecto, la reforma del Acuerdo Gubernati-
vo 100-2020 también terminó de recalcar que los derechos humanos ya no se guían por 
el cumplimiento de los Acuerdos de Paz, puesto que cambió sustancialmente el objeto y 
las atribuciones de la COPADEH, tal como se indica a continuación.

AG 100-2020 AG 306-2022119

O
bj

et
o

La Comisión tiene por objeto asesorar y coordinar 
con las distintas dependencias del Organismo Eje-
cutivo, la promoción de acciones y mecanismos 
encaminados a la efectiva vigencia y protección 
de los derechos humanos, el cumplimiento a los 
compromisos gubernamentales derivados de los 
Acuerdos de Paz y la conflictividad del país.

La Comisión tiene por objeto asesorar y coordi-
nar con las distintas dependencias del Organis-
mo Ejecutivo, la promoción de acciones y me-
canismos encaminados a la efectiva vigencia y 
protección de los derechos humanos, el segui-
miento de los compromisos gubernamentales 
en la promoción de una cultura de paz basada 
en la no violencia, así como la atención a la con-
flictividad del país.

A
tr

ib
uc

io
ne

s b) Impulsar el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos por el Gobierno de Guatemala en ma-
teria de los Acuerdos de Paz e instrumentos deriva-
dos de aquellos.

b) Impulsar el cumplimiento de los compromi-
sos adquiridos por el Gobierno de Guatemala 
en materia de cultura de paz.

	 Con estas reformas a la COPADEH se cambió la premisa del “cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz” por la premisa de la “promoción de una Cultura de Paz”, institucionali-
zándose así que los derechos humanos ya no deben relacionarse con los Acuerdos de Paz.

	 Para profundizar la relación de los derechos humanos con las empresas capitalis-
tas, el gobierno de Giammattei Falla cerró la Comisión Presidencial de Diálogo (CPD)120

	

Tabla 3
Diferencias entre los Acuerdos Gubernativos 100-2020 de creación de la COPA-
DEH y 306-2022 de Reformas a la COPADEH, respecto a su objeto y atribuciones

Fuente: elaboración propia sobre la base de Acuerdos Gubernativos 100-2020 y 306-2022.

118.	 Ibidem.
119.	 Ibidem.
120.	 El llamado Sistema de Diálogo Nacional (SDN) -que posteriormente se llamó Comisión Presidencial de Diá¬logo 

(CPD)-, tal como fue estructurado, no fue funcional desde su creación en el go¬bierno de Álvaro Colom Caballe-
ros (2008-2012) y la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE) como un Sistema Nacional de Diálogo Permanente 
(SNDP). La tendencia a privilegiar los intereses privados por sobre los colectivos, provocó que esa instancia estatal 
no con¬tribuyera a resolver los remarcados antagonismos entre los que se han oponen abiertamente a los proyectos 
–las Resistencias Comunitarias y comunidades-, y los empresarios que buscan im¬plantarlos. Respecto a la CPD, fue 
creada en el gobierno de Jimmy Morales Cabrera (enero 2016 – enero 2020) y el Frente de Convergencia Nacional 
(FCN)-Nación, rebajando el SNPD a una Comisión Presidencial de Diálogo (CPD) para la resolución de conflictos 
entre comunidades y empresas corporativas, pero de manera aislada y no integral, y con un poder y alcance muy 
limitado para la toma de decisiones. La CPD fue cancelada en 2022 por el gobierno de Alejandro Giammattei Falla 
(enero 2020 – enero 2024), y sus tareas fueron asignadas a la COPADEH.
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a través del Acuerdo Gubernativo 305-2022, y algunas de sus atribuciones fueron tras-
ladadas a la COPADEH cuando ésta fue reformada121. De manera que la COPADEH es la 
responsable de montar las mesas de diálogo, por ejemplo, entre las empresas mineras y 
las Comunidades en Resistencia por la defensa de los recursos naturales, al mismo tiem-
po que sus políticas están alineadas al Plan Nacional de Desarrollo “K’atun 2032”, el cual 
promueve la urbanización de áreas rurales mediante la construcción de megaproyectos 
carreteros e hidroeléctricos, la expansión del agronegocio y la explotación del subsuelo 
para la extracción minera y petrolera.

	 Por tanto, adelantando una conclusión, puede decirse que la COPADEH promue-
ve una “cultura de paz basada en la no violencia” que se enfoca en la atención a los con-
f lictos sociales que obstaculizan los planes de ordenamiento territorial que elabora la 
SEGEPLAN, siguiendo los lineamientos del “plan nacional de desarrollo”.

	 El cierre de la COPREDEH, la SEPAZ y la SAA, junto a la creación de la COPADEH 
y sus reformas, simbolizan la declaración de un Estado que le pone fin a una época: la 
posguerra, y con ella, a cualquier política del Organismo Ejecutivo que vaya en la línea 
de darle cumplimiento a la agenda inconclusa de los Acuerdos de Paz. 

121.	 “i) Coordinar y articular acciones para la prevención, gestión y transformación de la conflictividad social y el seguimien-
to de los acuerdos alcanzados entre las partes en conflicto, en coordinación con el Sistema de Consejos de Desarrollo. j) 
Facilitar procesos de diálogo para la solución de la problemática que afecta al país. k) Propiciar acercamiento políticos, 
sociales y económicos con los diversos sectores, territorios, comunidades y pueblos indígenas con la finalidad de promover 
el diálogo para contribuir a resolver la problemática que les afecta.” Ver: Acuerdo Gubernativo 306-2022.

Fuente: https://noticiascomunicarte.blogspot.com/2020/07/guatemala-rechazamos-y-condenamos-las.html
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PARTE V

La PPPDDH en el gobierno de Bernardo Arévalo de León y Karin Herrera 
Aguilar del Movimiento Semilla

1. 	 El gobierno de Bernardo Arévalo y Karin Herrera Aguilar asume el 
compromiso de concretar la PPPDDH en 2023

	 Con la entrada del nuevo gobierno del Movimiento Semilla encabezado por Ber-
nardo Arévalo de León y Karin Herrera Aguilar en enero de 2024, se retomó el seguimien-
to del proceso de construcción, actualización y socialización del documento final de la 
PPPDDH, detenido desde mayo del año 2018.

	 La persistencia e insistencia de las peticionarias y la UDEFEGUA como organi-
zación acompañante, hizo que el nuevo gobernante mandatara a la COPADEH para el 
efecto, y en ese momento se involucraron el Ministerio de Gobernación (MINGOB), las 
peticionarias, la UDEFEGUA, organizaciones de derechos humanos que habían partici-
pado en la etapa anterior, y la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en Guatemala (OACNUDH), en la actualización del documento 
inicial, para lo cual también se contó con el acompañamiento técnico de la Secretaría de 
Programación y Planificación de la Presidencia (SEGEPLAN).

	 Explica Makrina Gudiel que, en el marco de las elecciones generales de 2023 y tras 
la segunda vuelta electoral del 20 de agosto de ese año, se sentaron con el gobierno electo 
antes que tomara posesión para poner sobre la mesa la importancia de este mecanismo, 
por las continuas agresiones que se mantenían en el escenario político, y ahí el gobierno 
hizo el compromiso de impulsar su concreción.

Llega el gobierno de Bernardo Arévalo, quienes inmediatamente se reúnen con 
nosotros en enero del año 2024 y trazamos una ruta de trabajo en donde, una 
vez más, encontramos las debilidades del Estado como la falta de recursos finan-
cieros, la falta de personal capacitado para continuar el proceso de la Política 
Pública; una vez más, la comunidad defensora hicimos la apuesta política y 
gestionamos los apoyos con diversas instancias que hasta el momento continúan 
apoyando el proceso; se termina de construir el documento base en mayo de 
2024, y se va a los territorios el proceso de dar conocer la Política Pública, ya 
culminado el documento base, y es validado por todos los territorios; pero, como 
nosotros durante el tiempo muerto ya habíamos hecho una socialización que 
prácticamente fue una consulta (en 2022), se planifica que ya en ese periodo, 
para avanzar más rápido, hicimos una validación del proceso, se socializa como 
quedó el documento final en los territorios donde ya era conocido, y se valida en 
las cuatro regiones del país*.

	 Posteriormente, entre finales de agosto y noviembre de 2024…

*	 Entrevista de El Observador con Makrina Gudiel.
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El documento regresó a la COPADEH y se definió que el Ente Rector de la Polí-
tica Pública va a ser el Ministerio de Gobernación, como el encargado de todo 
el tema de seguridad y protección, y el Ente Coordinador va a seguir siendo la 
COPADEH. Después, el documento fue enviado a las diferentes ministerios y 
carteras del Estado que van a estar obligados con esta política pública. Habla-
mos del Ministerio de Gobernación, por ejemplo, de Economía, por citar algunos 
ministerios; hay carteras que están obligadas con esta política; quienes tenían 
que emitir dictámenes, un dictamen financiero, un dictamen jurídico y un dic-
tamen administrativo.

Desafortunadamente, el proceso se vuelve a empantanar nuevamente porque un 
diputado de apellido Chocoj122, si no estoy mal, mete un recurso porque algunas 
actividades en relación a conflictividad social estaban asignadas a la Secretaría 
Privada de la Presidencia, y cuando este proceso llega a SEGEPLAN, observan 
que eso no era viable, entonces eso pasa, primero, constituir la Secretaría de 
Conflictividad Social que se llama hoy la Comisión de Conflictividad Social, 
que ahora es la COPRECON. Entonces ya se endereza y se corrigen estas acti-
vidades sobre conflictividad social, que es la COPRECON la que las va a sacar 
adelante. Nuevamente se reinicia el proceso de emisión de dictámenes con todas 
las carteras obligadas*.

122.	 Se refiere al diputado por Sololá, Bequer Chocooj, del partido político Cabal, quien el pasado 27 de abril de 2025 in-
formó que interpuso una Acción de Inconstitucionalidad ante la Corte de Constitucionalidad (CC) contra el Acuerdo 
Gubernativo 32-2024, que reformó el Reglamento Orgánico Interno de la Secretaría Privada de la Presidencia (SPP). 
Según el legislador:

“…el proceso de aprobación del reglamento fue realizado de manera ‘exprés’, finalizado en apenas 
dos semanas, lo que habría llevado a numerosas ilegalidades en distintas instancias del poder 
Ejecutivo…

“…el cambio afectó gravemente la atención a la conflictividad social, desmantelando funciones de 
la Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos (Copadeh)”.

“…dicho acuerdo otorga competencias indebidas a la Secretaría, creando estructuras paralelas 
de poder dentro del Ejecutivo y usurpa funciones de otras entidades públicas como la Secretaría 
de Planificación y Programación (Segeplan) y la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado 
(SIE).

	 Por lo anterior, Chocooj señaló posibles delitos cometidos por funcionarios involucrados en la aprobación del acuer-
do como abuso de autoridad, usurpación de funciones y fraude de ley.

“De forma flagrante, inconstitucional e ilegal, Bernardo Arévalo y su administración están violan-
do la Constitución a través de la emisión de un nuevo reglamento orgánico interno. Y eso, no es 
más que el reflejo de la poca asesoría legal que tiene esta administración”.

	 A lo largo de 2025, Chocooj se ha posicionado en el Congreso de la República como un férreo opositor a la gestión 
actual de Bernardo Arévalo de León, al punto que ha exigido la renuncia del gobernante, e interpuso una denuncia 
en el MP contra el diputado Samuel Pérez en enero de 2025 por actos discriminatorios, y luego de ello la Fiscalía 
General, por medio de la Fiscalía de Derechos Humanos presentó, una solicitud de antejuicio contra el todavía, en ese 
momento, diputado oficialista.  

	 Fuente: Jordan, Kenneth. “Diputado Chocooj presenta inconstitucionalidad contra reformas de Secretaría Privada de 
la Presidencia”. Diario La Hora, 27 de abril de 2025. Recuperado en: https://lahora.gt/nacionales/kjordan/2025/04/27/
diputado-chocooj-presenta-inconstitucionalidad-contra-reformas-de-secretaria-privada-de-la-presidencia/

* 	 Entrevista de El Observador con Makrina Gudiel.
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III.  La COPRECON

El gobierno de Bernardo Arévalo de León creó 
la Comisión Presidencial de Atención a la Con-
flictividad (COPRECON) mediante el Acuerdo 
Gubernativo No. 100-2025, el cual fue publi-
cado por el MINGOB el 4 de junio de 2025 en 
el Diario de Centroamérica. Esta instancia ten-
drá una duración de cuatro años a partir de la 
vigencia del acuerdo.

El objetivo de la COPRECON se define:

…asesorar y coordinar la atención in-
terinstitucional de las instancias del Or-
ganismo Ejecutivo para la atención de 
la solución pacífica de conflictos. Esto, 
cuando se requiera de la intervención del 
Gobierno de la República y por su nivel de 
impacto afecte la vida democrática y la 
convivencia pacífica.

Entre las responsabilidades de la COPRECON 
están:

	 mos conciliatorios, la asistencia hu-
manitaria; y,

•	 Otras que asigne el Presidente de 
la República.

Se reunirá cada tres meses, podrá recibir apor-
tes y donaciones, invitará a participantes pri-
vados y organismos internacionales y contará 
con un presupuesto manejado por el Director 
Ejecutivo.

La COPRECON depende directamente de la 
Presidencia de la República, y se integra con 
el Presidente de la República, quien la presi-
de; los Ministros de Gobernación (MINGOB); 
de Finanzas Públicas (MINFIN); de Agricul-
tura, Ganadería y Alimentación (MAGA); de 
Ambiente y Recursos Naturales (MARN), y de 
Energía y Minas (MEM); y el Director Ejecutivo 
de la misma. Fue nombrado por el Presidente 
de la República para este último cargo, el abo-
gado Otto Zeissig.

En caso de inasistencia temporal de los minis-
tros, asumen la responsabilidad los viceminis-
tros. En caso de ausencia del Presidente de la 
República asume el Ministro de Gobernación.

•	 Promover acciones para la solución 
pacífica de los conflictos.

•	 La implementación de mecanis-

	 Hasta julio de 2025 se tenía información que se estaba culminando con esta fase 
de emisión de dictámenes. De ahí el documento debía irse al MINGOB para regresar 
después a la SEGEPLAN; luego a la Procuraduría General de la Nación (PGN), y de ésta 
a la Secretaría General de la Presidencia (SGP). De esta forma se daba por concluida la 
aprobación de la PPPDDH y solo faltaba el acto de presentación pública de la misma que 
estaba prevista para agosto del presente año.

	 Sin embargo, trascendió que cuando el documento de la política llegó al Ministe-
rio de Relaciones Exteriores (MINREX), fue detenido por un aspecto menor de forma, y 
eso fue interpretado como un boicot a la PPPDDH.

	 Al cierre de la presente edición ya había sido superada esta situación, y entonces 
el documento se mandó a la PGN que finalmente dio su aval, y de ahí se fue a la SGP y eso 
dio por concluido el proceso; solo se estaba a la espera de la presentación pública por el 
Ejecutivo, prevista para la primera quincena de noviembre.

	 Todo esto sucedió en la coyuntura de la salida del MINGOB, del hasta ese mo-
mento titular de dicha cartera, Francisco Jiménez, uno de los principales impulsores de 
la PPPDDH, luego de trascender la fuga de 20 reos del Barrio 18 de la cárcel Fraijanes II*.

Fuente: elaboración propia.

*	 Solano, Luis. “Los costos políticos de una fuga”. Nota de Coyuntura No. 157, 16 de octubre de 2025. Recuperada en: 
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2.  Aspectos medulares de la PPPDH

	 En julio de 2025 se conoció el documento final de la PPPDH, algunos de cuyos 
aspectos medulares se abordan en esta sección.

	 En el documento de 100 páginas se indica que el problema público que busca 
resolver es la violación a los derechos humanos de las personas defensoras de derechos 
humanos (PDDH), y que su aprobación cumple con la obligación establecida en la sen-
tencia emitida en el “Caso Defensor de Derechos Humanos y otros vs. Guatemala”, a la 
vez que cumple con recomendaciones de diversos mecanismos internacionales de dere-
chos humanos, en cuanto a que:

“El Estado debe implementar, en un plazo razonable, una política pública para 
la protección de las defensoras y los defensores tomando en cuenta la partici-
pación de defensores de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil 
y expertos en la elaboración de normas que puedan regular un programa de 
protección al colectivo en cuestión…”.

Objetivo General

Promover el respeto de los derechos humanos de las personas defensoras de derechos 
humanos (PDDH), con el reconocimiento de su rol en una sociedad democrática.

Objetivos Específicos

1.	 Crear mecanismos de prevención de riesgos y amenazas contra PDDH

2.	 Crear e implementar un sistema de protección integral para las PDDH.
	
3.	 Promover la coordinación interinstitucional con el sector justicia para ga-

rantizar el acceso a la justicia y reparación digna a las PDDH.

	 https://elobservadorgt.org/2025/10/16/los-costos-politicos-de-una-fuga/; también: Fonseca, Marco “La fuga que ya 
estaba predicha”, 16 de octubre de 2025. Recuperada en: https://marcofonseca.substack.com/p/la-fuga-que-ya-esta-
ba-predicha?r=1cn4on&utm_campaign=post&utm_medium=web&triedRedirect=true

123.	 Declaración de Defensores de Derechos Humanos, Artículo 1, reconoce:

“…el derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional”.

IV. ¿Quién es una Persona Defensora de Derechos Humanos (PDDH)?

Un aspecto central de la PPPDDH es la defini-
ción de las personas que ostentan la categoría 
de defensoras de derechos humanos (PDDH), 
y el reconocimiento del papel fundamental 
que juegan en la construcción de la democra-
cia y el Estado de derecho.

En ese sentido, se define a la persona defen-
sora de derechos humanos (PPPDDH), de 
acuerdo con los estándares internacionales123, 
como:
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Se les conoce sobre todo por lo que hacen, y 
la mejor forma de explicar lo que son consiste 
en describir sus actividades y algunos de los 
contextos en que actúan126.

Pueden o no estar en una asociación con per-
sonalidad jurídica, ser conocidos/as como 
defensora o defensor, describirse a sí misma 
como persona defensora, ser voluntario/a, ser 
del área urbana o del área rural, tener un rol 
oficial de liderazgo, dedicarse exclusivamente 
a la defensa de los derechos humanos, defen-
der derechos ya reconocidos, ser funcionaria/
opública/o. Puede tener cualquier género, 
edad, etnicidad, nacionalidad, estado civil, es-
tatus migratorio, discapacidad, nivel educati-
vo, entre otros.

La Organización de Estados Americanos 
(OEA), al respaldar la labor de las PDDH, indica 
que estas desarrollan su labor…

El criterio identificador de quién debe ser con-
siderado defensor o defensora de derechos 
humanos y, por tanto, titular de derechos en 
el marco de esta Política, es la actividad desa-
rrollada por la persona y no otras calidades, 
por ejemplo, si ésta recibe un pago o no por 
sus labores o si pertenece a una organización 
civil o no128.

En varias sentencias, la Corte IDH también ha 
ofrecido una definición de persona defensora 
de derechos humanos129. En la sentencia CA-
JAR vs. Colombia, la Corte IDH estableció: 

“…toda persona que, individual o colec-
tivamente, actúe o busque actuar para 
promover y procurar la protección y rea-
lización de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales en los planos lo-
cal, regional, nacional e internacional.124” 
o que “de cualquier forma promueva o 
procure la realización de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales 
reconocidos a nivel nacional o interna-
cional”125.

“…en el plano nacional y regional, las 
defensoras y los defensores de derechos 
humanos, y reconocer la importante yle-
gítima labor que realizan todas aquellas 
personas, colectivos y comunidades que 
de forma no violenta se manifiestan, ex-
presan su opinión, denuncian pública-
mente abusos y violaciones de derechos 
humanos, educan sobre los derechos, 
buscan justicia, verdad, reparación y no 
repetición frente a las violaciones de de-
rechos, o ejercen cualquier otra actividad 
de promoción de derechos humanos y 
libertades fundamentales y su contribu-
ción, entre otros, a la promoción, el res-
peto y la protección de los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales en 
el Hemisferio”127.

124.	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2015. “Criminalización de Defensoras y Defensores de Derechos 
Humanos (OEA/Ser.L/V/II.)”. Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/criminalizacion2016.pdf.

125.	 CIDH. “Informe 2023 Sobre Personas Defensoras del medio ambiente en los países del norte de Centroamérica”. 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2023/NorteCentroamerica_MedioAmbiente_ES.pdf

126.	 Recuperado en: https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-human-rights-defenders/about-human-rights-de-
fenders#ftn1

127.	 AG/RES. 2908 (XLVII-O/17).  “Promoción y Protección de Derechos Humanos. Aprobada en la tercera sesión plena-
ria, celebrada el 21 de junio de 2017”.  Recuperado en: https://www.efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.
refworld.org.es/pdfid/59ef91e64.pdf

128.	 Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH). “Folleto informativo 
No. 29: Los Defensores de Derechos Humanos: Protección del Derecho a Defender los Derechos”, Ginebra 2004. 
Disponible en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FactSheet29sp.pdf

129.	  Caso Valle Jaramillo vs. Colombia, que incluyó a funcionarias y funcionarios de entidades tales como defensorías del 
pueblo, procuradurías y fiscalías especializadas en derechos humanos; Caso Luna López Vs. Honduras; Caso Defen-
sor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala y diversos casos (Caso Nogueira de Carvalho y otro vs. Brasil, Caso 
Fleury y otros vs. Haití).
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mundo y con los imaginarios de los distintos 
actores sociales que, a su vez, se relacionan 
con la persona defensora.  

Por ello, algunas comunidades y grupos pre-
fieren usar el término “líder”, “lideresa”, “diri-
gente”, “autoridades indígenas con mandato 
de defender los derechos” o “sindicalista”, 
otras se identifican con el sector de derechos 
que defienden, por ejemplo, defensora de de-
rechos LGBTIQ+, defensora de derecho de la 
niñez, o defensora de derechos de personas 
con discapacidad.

La definición de persona defensora de los de-
rechos humanos no se limita a verla cuando 
está en una situación de riesgo como candi-
data a ser “objeto de protección”, sino como 
sujeto de derechos, titular del derecho a de-
fender los derechos y, por lo tanto, como un 
actor que contribuye con su labor al cumpli-
miento de las obligaciones del Estado en ma-
teria de derechos humanos.

En Guatemala hay personas, organizaciones 
y comunidades defensoras de derechos hu-
manos; defensoras de derechos humanos y 
personas que defienden los derechos de las 
mujeres; defensores de los derechos huma-
nos en asuntos ambientales131; autoridades 
de pueblos indígenas con el mandato de de-
fender los derechos humanos132; operadores 
de justicia133; periodistas y comunicadores co-
munitarios que favorecen la promoción y de-
fensa de los derechos humanos y que no usan

“468… la calidad de defensora o defen-
sor de derechos humanos se deriva de la 
labor que se realiza, con independencia 
de que la persona que lo hace sea un 
particular o un funcionario público y sin 
importar si la defensa se ejerce respecto 
de los derechos civiles y políticos o de los 
derechos económicos, sociales, cultura-
les y ambientales.  Asimismo, el Tribu-
nal ha precisado que las actividades de 
promoción y protección de los derechos 
pueden ejercerse de forma intermitente 
u ocasional, por lo que la calidad de per-
sona defensora de derechos humanos no 
constituye necesariamente una condi-
ción permanente”130.

Las personas defensoras de derechos huma-
nos pueden actuar desde organizaciones no 
gubernamentales o intergubernamentales 
asentadas en las mayores ciudades del mun-
do o individualmente, trabajando en sus co-
munidades; pueden tener estudios o carecer 
de ellos. También pueden ser empleados del 
Estado, funcionarios públicos o miembros del 
sector privado, o pueden actuar a título indivi-
dual. La CIDH indica que el concepto también 
es aplicable a las y los operadores de justicia.

Muchas personas que defienden los de-
rechos humanos ejercen este derecho sin 
identificarse como personas defensoras. Se 
debe establecer cómo este concepto encaja 
con las identidades de pueblo, género, edad 
y clase social de la persona, las visiones del 

130.	 Corte IDH.
131.	 Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Am-

bientales en América Latina y el Caribe. (Acuerdo de Escazú), aun no ratificado por el Estado de Guatemala. Recupe-
rado en: https://repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/a6049491-a9ee-4c53-ae7c-a8a17ca9504e/content.

132.	 Personas revestidas de autoridad que, por mandato radicado comunalmente en la asamblea, defienden los derechos 
humanos, y que obedecen lo que la voluntad colectiva les manda.  El mando es obedecer a la asamblea. Estas personas 
se convierten en los principales interlocutores con otras instituciones (agresores o entidades del Estado) y otros pue-
blos para llegar a acuerdos. Las autoridades comunales encarnan la voluntad colectiva de defender la vida y su terri-
torio, estando obligadas a producir soluciones y construir estrategias para resolver conflictos. La autoridad comunal 
o comunitaria es un servicio obligatorio; es un trabajo no pagado.  Esta definición toma en cuenta la prueba pericial 
realizada por Gladys Tzul Tzul.  Sentencia C-13005-2013-00139 (13005-2013-00139) OF.3º. Tribunal Primero de 
Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 22 de julio de 2016.

133.	 “…cuando las y los operadores de justicia contribuyen a que se logre el acceso efectivo a la justicia y realizan “un 
esfuerzo especial en un proceso para que se imparta justicia de manera independiente e imparcial y garantizar así los 
derechos de las víctimas, puede decirse que actúan como defensores de los derechos humanos” OHCHR. Folleto No. 
29. página 9.
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la libertad de expresión para favorecer discur-
sos racistas o discriminadores y expresiones 
de odio o para contribuir a la criminalización, 
estigmatización y deslegitimación de las per-
sonas defensoras de derechos humanos.

Las radios comunitarias han sido legitimadas 
por las comunidades que, por mucho tiempo, 
han sido su auditorio permanente. El Acuer-
do sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
Indígenas (AIDPI) contempla, en el apartado 
sobre derechos culturales, el acceso a los me-
dios de comunicación y plantea reformas a la 
Ley de Radiocomunicaciones.

Cuestiones fundamentales respecto a ser perso-
na defensora de los derechos humanos

La Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (OAC-
NUDH) hace hincapié en tres cuestiones fun-
damentales:

La Organización de Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), 
en el caso de periodistas, ha generado un Có-
digo Internacional de Ética Periodística, que 
fue resultado de la cuarta reunión consultiva 
de organizaciones internacionales y regiona-
les de periodistas, celebrada en París en no-
viembre de 1983.

Definición de agresión contra PDDH

La Política utiliza una definición operativa de 
este concepto para englobar todas las accio-
nes u omisiones que violentan el derecho a 
defender derechos de las PDDH y que tienen 
el objetivo de impedir, deslegitimar u obsta-
culizar de cualquier forma su labor, además 
de afectar su ámbito personal, familiar, comu-
nitario y organizativo.

Las agresiones adquieren múltiples formas y 
pueden ser ejecutadas por actores del Estado 
o actores no estatales, con aquiescencia del 
Estado.

Pueden conllevar violencia física, como en el 
caso de los actos contra la vida, la integridad 
física y la libertad; violencia psicológica, como 
las amenazas; delitos contra la propiedad, 
como los allanamientos; a la privacidad, como 
las escuchas telefónicas; a la honra, como la 
deslegitimación y los discursos de odio; de 
igual manera, el uso indebido de medidas ad-
ministrativas o judiciales  contra personas de-
fensoras de derechos humanos es una forma 
de agresión, al igual que la violencia por razón 
de género contra las defensoras y el acoso ci-
bernético. Todas ellas tienen como objetivo 
limitar u obstaculizar la labor de defensa de 
derechos humanos.

a)	 La aceptación del carácter univer-
sal de los derechos humanos: no 
pueden negarse a unas personas 
algunos derechos humanos y pre-
tender ser un defensor porque los 
reconoce a otras.

b)	  No es imprescindible que los argu-
mentos presentados sean correc-
tos para ser un auténtico defensor; 
lo más importante es si la persona 
defiende o no un derecho humano.  
El hecho de que legalmente estén 
o no en lo cierto (por ejemplo, 
cuando se reclama el derecho a la 
tierra), no influye en la determina-
ción de si son verdaderos defenso-
res de los derechos humanos.

c)	 Las acciones que se realicen deben 
ser pacíficas, con arreglo a lo es-
tablecido en la Declaración sobre 

	 los defensores de los derechos hu-
manos.

Fuente: Documento de la PPPDDH, julio de 2025.
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Principios Rectores

	 Los Principios Rectores constituyen las pautas y criterios a seguir para la inter-
pretación y aplicación de cada uno de los objetivos y lineamientos que ésta desarrolla. 
Son transversales a cada uno de los ejes de esta política, sus objetivos y actividades; y 
orientan e informan la implementación de la misma, en su integralidad.

	 La PPPDH debe interpretarse de acuerdo con los estándares internacionales de 
derechos humanos, en particular, el derecho a defender derechos, lo que implica que la 
misma está orientada por las obligaciones internacionales que el Estado ha adquirido vo-
luntariamente sobre derechos humanos, y que constituyen las garantías mínimas para el 
desarrollo y adopción de las medidas institucionales para la prevención de ataques, pro-
tección de las personas defensoras, y la promoción de la defensa de los derechos humanos.

	 La Corte IDH determinó, de igual forma, que la PPPDH debía formularse de for-
ma participativa e incluyente, al igual que su ejecución, lo que implica que también debe 
favorecer el empoderamiento de las personas defensoras como titulares del derecho a 
defender los derechos, que es un derecho constitucional y cuyo respeto es una obligación 
internacional del Estado de Guatemala.

	 La rendición de cuentas es fundamental para que logre su fin de proteger a defen-
sores y defensoras de derechos humanos, al ser esta una política pública.

•	 Igualdad y no discriminación.
•	 Igualdad de género.
•	 Perspectiva de pueblo, plurilingüe e intercultural.
•	 Equidad de pueblo y de interculturalidad.
•	 Integralidad, interdependencia e interseccionalidad de los derechos 

humanos.
•	 Justicia epistémica y cognitiva.
•	 Territorialidad.
•	 Progresividad de los derechos humanos.

Proceso de validación de la PPPDDH en la Región Sur de Guatemala en 2024.
Foto: Makrina Gudiel Álvarez.
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Ejes

Prevención de riesgos y amenazas

	 Busca responder al objetivo de crear mecanismos de prevención de riesgos y ame-
nazas contra PDDH, creando mayor conciencia sobre el rol social de quienes defienden 
derechos humanos entre el personal involucrado en la implementación de la PPPDH, el 
ámbito educativo para enriquecer el enfoque de formación ciudadana y en la sociedad, 
para contrarrestar la desinformación, la información errónea y el discurso de odio contra 
los derechos humanos y contra las personas defensoras.

Protección integral

	 Busca desarrollar e implementar un sistema de protección integral para PDDH, 
que incluya mecanismos de protección, adopción de registros estadísticos sobre ataques, 
protocolos de investigación y marcos de protección que pongan el reconocimiento de la 
dignidad de las personas en el centro; ello conlleva velar por su protección física, pero 
también mental, jurídica, comunitaria y familiar.

Acceso a la justicia y reparación digna
	
	 Busca promover la coordinación interinstitucional con el sector justicia para ga-
rantizar el acceso a la justicia y la reparación digna a las PDDH, con la implementación 
de pautas y principios para la adecuada aplicación de los estándares internacionales en 
esta materia y asegurar un adecuado juzgamiento; además mejorar las medias de repara-
ción digna y garantías de no repetición en los casos de violación de derechos que sufran 
las PDDH.

Rectoría

	 El Ministerio de Gobernación (MINGOB) es el Ente Rector de la PPPDH, y la Co-
misión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos (COPADEH) estará a cargo de la 
coordinación de su implementación, al ser la Secretaría del Consejo Coordinador. 

Consejo Coordinador

	 El Consejo Coordinador es el órgano responsable de garantizar la implementa-
ción efectiva, la supervisión y la coordinación interinstitucional de la PPPDH. Actúa 
como un espacio de articulación estratégica, promoviendo la comunicación efectiva en 
la toma conjunta de decisiones entre los ministerios e instituciones involucradas en su 
implementación; será deliberativo y contará con su propio reglamento.

	 Su integración y funciones se definirán una vez sea aprobada la Política y, para ga-
rantizar su gobernanza, dentro de la estructura del Consejo Coordinador se establecerán 
comités específicos de acción, por ejes de atención, que permitan consolidar la articula-
ción de esfuerzos interinstitucionales.



84

	 Se invitará a la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos (OACNUDH) para que asesore y acompañe en su cumplimiento, así como 
también a organizaciones internacionales como observadoras.

Otros espacios de participación

	 Una vez se apruebe la PPPDH, podrán crearse espacios de participación para el 
seguimiento y monitoreo de la implementación, y con el objetivo de asegurar la partici-
pación de la comunidad defensora de derechos humanos en el seguimiento y monitoreo, 
se creará un espacio específico de carácter consultivo que oriente la implementación y 
evaluación de la misma, lo que permitirá fortalecer y expandir las alianzas estratégicas 
con representantes de la comunidad defensora de derechos humanos.

Actores

	 Además del MINGOB y de la COPADEH, son corresponsables las siguientes ins-
tituciones, que tienen en su estrategia elementos que pueden coincidir con los fines de 
esta política.

Tabla 4
Guatemala: Actores de la PPPDDH

Tipo de actor Institución/ organización Rol en la política
Organismo Ejecutivo Ministerio de Gobernación (MINGOB):

Dirección de Derechos Humanos
Dirección General del Sistema Penitenciario
Dirección General de Investigación
Dirección General de Inteligencia Civil (DIGICI)
Registro de las Personas Jurídicas (REPEJU)

Policía Nacional de Civil (PNC):

Subdirección de Investigación General
Jefatura de Planificación Estratégica y Desarrollo 
Institucional (JEPEDI)
División de Protección a Personas y Seguridad 
(DPPS)

Ente Rector

Organismo Ejecutivo Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos 
(COPADEH)

Ente Coordinador

Organismo Ejecutivo Secretaria de Comunicación Social de la Presidencia 
(SCSP)

Co implementador
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Tipo de actor Institución/ organización Rol en la política
Organismo Ejecutivo Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda 
(MICIVI)

Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Economía (MINECO) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Educación (MINEDUC) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Energía y Minas (MEM) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MINTRAB) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de la Defensa Nacional (MINDEF) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Relaciones Exteriores (MINEX) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Finanzas Públicas (MINFIN) Co implementador

Organismo Ejecutivo Ministerio de Cultura y Deportes (MCD) Co implementador

Organismo Ejecutivo Secretaría General de Planificación y Programación de la 
Presidencia (SEGEPLAN)

Asesoría y 
asistencia técnica

*En el documento final de la PPPDDH se indica que se invitará al Congreso de la República, Organismo Ju-
dicial (OJ) y al menos a las siguientes Entidades Autónomas y Descentralizadas: Consejo Nacional de Áreas 
Protegidas (CONAP), Instituto de la Defensa Pública Penal (IDPP), Instituto Nacional de Ciencias Forenses 
de Guatemala (INACIF), Instituto Nacional de Estadística (INE), Ministerio Público (MP), Comisión Pre-
sidencial contra la Discriminación y el Racismo, Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH), Instituto 
de Atención a la Victima (IAV), Instituto Nacional de Bosques (INAB), Instituto de Administración Pública 
(INAP) y Procuraduría General de la Nación (PGN), con el objetivo de coordinar el proceso de implementa-
ción de esta Política, en el marco de sus competencias.

Fuente: elaboración propia sobre la base del documento final de la “Política Pública para la Protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos en Guatemala 2025 – 2035 (PPPDDH)”, julio de 2025, página 83.
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Articulación de la PPPDH con otros mecanismos de protección ya existentes

	 La PPPDH se articula con los siguientes mecanismos de protección ya existentes:

i) Instancia de análisis de ataques al derecho de personas, organizaciones, comunidades 
y autoridades de Pueblos Originarios que defienden derechos humanos.

	 Fue creada en el 2024 y es un relanzamiento de la Instancia de análisis de ataques 
a defensores de derechos humanos que fue creada en 2012; fue modificada en 2018 y no 
fue renovada. Tiene como función principal, analizar los patrones de ataques contra el 
derecho de defender derechos humanos por medio de una metodología científica defini-
da y aprobada por sus integrantes.

ii)  Fiscalía de Sección de Derechos Humanos del MP.

	 Se creó mediante el Acuerdo 37-2010 que contiene su reglamento134. La Instruc-
ción General 01-2015 se refiere a la investigación de delitos cometidos contra sindicalis-
tas135. En 2018 generó la Instrucción General 07-2018, Política de Derechos Humanos para 
la Persecución Penal136. La Instrucción 05-2018 de la Fiscal General aprobó el Protocolo 
de Investigación de Delitos Cometidos contra Defensoras y Defensores de Derechos Hu-
manos137.

iii)  Protocolo de implementación de medidas de seguridad inmediatas y preventivas en fa-
vor de trabajadoras y trabajadores sindicalizados, dirigentes, directivos, militantes, lide-
resas y líderes sindicales, personas relacionadas con la defensa de los derechos laborales, 
así como los espacios físicos donde realizan sus labores138.

	 Fue emitido por el MINGOB en octubre de 2016.

iv)  Instrucción 05-2018 del MP.

	 Aprueba el Protocolo de Investigación de Delitos Cometidos contra Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos emitida el 4 de mayo de 2018. Es una herramienta para la 
investigación y persecución penal de los delitos cometidos contra personas defensoras de 

134.	 Ministerio Público (MP). “Acuerdo 37-2010 sobre Reglamento de organización y funcionamiento de la fiscalía de 
sección de Derechos Humanos. Recuperado en: www.mp.gob.gt/transparencia/////////info/res/filemanager/Acuer-
dos/Otra%20%informacion/Fiscalias%20%de%20%Seccion/Acuerdo%2037%202010%20y%20Reformas/Acuer-
do_37-2010-FSDerechosHumanos.pdf

135.	 Ibidem. “Instrucción General 01-2015.  Instrucción General para la Investigación de Delitos Cometidos contra 
Sindicalistas”. Recuperado en: https://www.mp.gob.gt/mpr/website/transparencia/info/res/filemanager/Acuerdos/
0tra%20informacion/Instrucciones/2015/instruccion.1-2015.pdf 

136.	 Ibidem. “Instrucción General 07-2018. Política de Derechos Humanos para la Persecución Penal”. Recuperado 
en: www.gt.undp.org/content/guatemala/es/home/presscenter/articles/2019/10/04/mp-presento-política-de-dere-
chos-humanos-para-la-persecucion-pen.html.  

137.	 UDEFEGUA- CEJIL. “Instrucción de la Fiscal General 05-2018”.
138.	 MINGOB, 2016. En: https://mingob.gob.gt/wp-content/uploads/2020/10/Protocolo-PDF.pdf
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derechos humanos. Para garantizar su efectividad y compatibilidad con los estándares 
internacionales y normativa nacional en la materia, define los hechos delictivos come-
tidos contra defensoras o defensores de derechos humanos; así como el procedimiento 
para la intervención de todas las dependencias del MP en relación con los hechos come-
tidos contra personas defensoras y el plan de investigación.

v)  Defensoría de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas.

	 Fue creada con el Acuerdo Número SG-093-2019, mediante la segunda modifica-
ción del Acuerdo Número SG – 116.2018, Reglamento de Organización y Funcionamiento 
de la PDH. Su objetivo es:

“…desarrollar lineamientos para la defensa, protección, investigación y promo-
ción de los derechos humanos de las personas defensoras de derechos humanos y 
periodistas e implementar procesos de supervisión a la administración pública e 
instituciones no gubernamentales de conformidad con la legislación aplicable y 
los estándares internacionales en la materia”.  

Conclusiones

1.	 Desde el gobierno de Otto Pérez Molina y el Partido Patriota (PP) se ha venido re-
posicionando una alianza entre algunas fracciones empresariales oligárquicas y mi-
litares más conservadoras y agresivas, en el marco de la estrategia pro corrupción y 
pro impunidad total impulsada por el “Pacto de Corruptos”. El denominador común 
ha sido garantizarse impunidad por crímenes cometidos durante la guerra como el 
genocidio y la usurpación de tierras que pertenecían a familias y comunidades in-
dígenas, sobre todo, en el altiplano y norte de Guatemala. Asimismo, garantizarse 
impunidad por crímenes cometidos en la posguerra como la defraudación tributaria, 
el financiamiento ilícito de campañas electorales, la contaminación ambiental, la 
violencia ejercida en contra de defensoras y defensores de derechos humanos, entre 
otros.

2.	 A pesar de la movilización social y los casos penales que fueron levantados por la 
Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) en contra de 
operadores e integrantes de esa alianza pro impunidad y pro corrupción total, ésta 
se mantuvo al frente del Organismo Ejecutivo durante los gobiernos de Jimmy Mo-
rales Cabrera (enero 2016 – enero 2020) y el Frente de Convergencia Nacional (FC-
N)-Nación, y de Alejandro Giammattei Falla (enero 2020 – enero 2024) y Vamos, con 
un alianza integrada por partidos adscritos a ese “Pacto de Corruptos”, es decir, 12 
años con el control de la Presidencia y Vicepresidencia de la República. A lo largo de 
esos años pudieron avanzar en la cooptación y control del Organismo Judicial (OJ), 
del Ministerio Público (MP), de la Corte de Constitucionalidad (CC), y del Tribunal 
Supremo Electoral (TSE), desde donde han mantenido un bloqueo y acoso al actual 
gobierno del Movimiento Semilla encabezado por Bernardo Arévalo de León y Karin 
Herrera Aguilar.
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3.	 No obstante esa ofensiva, el “Pacto de Corruptos” aún no ejerce el control total del 
Estado guatemalteco en sus distintos niveles de institucionalidad y operatividad. En 
el OJ aún quedan juezas y jueces probos, junto a operadores y operadoras de justicia 
no comprometidas con todo el proceso de cooptación; en tanto que en el Congreso 
de la República no existe una sola agenda entre los partidos políticos y las propias 
fracciones de la clase dominante, por lo que todo se negocia. Por ello, alargar la tem-
poralidad del “Pacto de Corruptos” al frente del Ejecutivo era clave para esa estruc-
tura considerada un Cuerpo Ilegal y Aparato Clandestino de Seguridad (CIAC) para 
terminar de agenciarse el control total de la institucionalidad del Estado y sus po-
deres. Desde esa perspectiva, las candidaturas presidenciales de Zury Ríos Sosa, hija 
del dictador José Ríos Montt y candidata presidencial del partido Valor en las elec-
ciones generales de 2023; de Manuel Conde Orellana por Vamos; y de Sandra Torres 
Casanova por la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), representaban con mayor 
nitidez dicha continuidad, pero, la aleatoria victoria de Bernardo Arévalo de León y 
Karin Herrera Aguilar del Movimiento Semilla en la Presidencia y Vicepresidencia de 
la República, se trajo al traste esas intenciones, y ello ha hecho que la estrategia se 
haya reconfigurado y que sea el MP desde entonces, el operador clave para desgastar 
y criminalizar al gobierno actual con el objetivo de desbancarlo del poder político.

4.	 Para alcanzar un mayor nivel de cooptación y control del Estado, el pacto no pro-
fundizó la corrupción y el MP se encargó de echar un manto de impunidad sobre 
los casos penales levantados por la CICIG y la anterior Fiscalía Especial contra la 
Impunidad (FECI) cuando era dirigida por Juan Francisco Sandoval, sino también 
la criminalización y la violencia homicida y femicida contra las personas, organi-
zaciones sociales y funcionarios públicos que no se han plegado a la estrategia del 
pacto considerándolos enemigos, en lugar de ser tratados democráticamente como 
una oposición política. En concreto, en los últimos años, y particularmente durante 
el gobierno de Giammattei Falla, los ataques y agresiones se focalizaron en contra de 
operadoras y operadores de justicia, organizaciones de derechos humanos, y perio-
distas, llegándose a configurar una especie de venganza pública contra estas actoras 
y actores.

5.	 En ese contexto que las peticionarias del “Caso Defensor de Derechos Humanos y 
Otros Vs. Guatemala”, así como las organizaciones de la sociedad civil que desde 2014 
han acompañado del proceso de construcción y vigencia de la Política de Pública 
de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos (PPPDDH), tras la 
sentencia condenatoria dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) por el asesinato del defensor Florentín Gudiel en 2004, como parte de las 
medidas de reparación integral en dicho caso, se han mantenido en la lucha por que 
dicha política vea finalmente la luz pública. 

6.	 Además del contexto de impunidad sobre los casos de corrupción y violaciones a los 
derechos humanos que vulnera la seguridad de las personas defensoras de derechos 
humanos, el Estado guatemalteco, a través de la desaparecida Comisión Presidencial 
de Atención a Derechos Humanos (COPREDEH) y su Presidente, el abogado y ex 
diputado Antonio Arenales Forno -recientemente fallecido-, como la entidad res-
ponsable que daba seguimiento a las medidas de reparación integral ordenadas por 
la Corte IDH utilizó, durante el gobierno de Pérez Molina y el PP, mecanismos espe-
cíficos para entorpecer y dilatar el proceso de construcción de la PPPDDH, todo lo 
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	 cual tuvo su corolario cuanto Giammattei Falla en 2020 canceló dicha comisión pre-
sidencial, junto a la Secretaría de la Paz (SEPAZ) y la Secretaría de Asuntos Agrarios 
(SAA), argumentando ineficiencia.

7.	 De esa cuenta, puede afirmarse que desde el segundo semestre de 2014 hasta la ac-
tualidad, los avances en el proceso de construcción y la conclusión de la PPPDDH 
fueron el resultado del trabajo y la lucha política, tanto de las peticionarias como 
de las organizaciones de derechos humanos que lo han acompañado, solicitando las 
reuniones de seguimiento a la COPREDEH; haciendo cabildeo con las bancadas en 
el Congreso de la República, así como con jueces y juezas independientes para citar 
a las autoridades y servir de observadores; realizando plantones; manteniendo una 
comunicación activa con la CIDH y la Corte IDH; informándose y formándose en 
la materia; proponiendo hojas de ruta y metodologías; sistematizando información; 
etc.

8.	 No obstante, desde el primer semestre de 2020 el proceso de construcción del docu-
mento de la PPPDDH entró en su fase final, faltando únicamente hacer la socializa-
ción, consulta y validación respectiva, tanto en los territorios como con defensoras y 
defensores de derechos humanos a nivel nacional. No obstante, el gobierno de Giam-
mattei Falla y Vamos cerró en julio de 2020 la COPREDEH, trasladando algunas de 
sus funciones a la recién creada Comisión por la Paz y los Derechos Humanos (COPA-
DEH), ya no quedando explícita en sus atribuciones dar seguimiento a las sentencias 
de la Corte IDH. Fue hasta finales de 2022 que tras las reformas a la COPADEH dicha 
atribución fue retomada, por lo que los que estuvieron al frente de dicha instancia 
pasaron dos años excusándose de interlocutar con las peticionarias y organizaciones 
de derechos humanos.

9.	 La creación de la COPADEH obedeció a un plan más amplio, delineado durante el 
gobierno de Pérez Molina y el PP, el cual consistía en disolver la COPREDEH y la 
SEPAZ para crear una instancia de derechos humanos que ya no estuviera vinculada 
con el cumplimiento de los Acuerdos de Paz, sino al Plan Nacional de Desarrollo: 
“K’atun 2032”. De ello se desprendieron las intenciones de dicho gobierno, de restrin-
gir a la Corte IDH el conocimiento de casos por violaciones a los derechos humanos 
cometidos durante la guerra, y de desvincular narrativamente que buena parte de los 
conf lictos sociales del presente son consecuencia de la falta de cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz, y de su desestructuración y anulación de facto que existe.

10.	Con las reformas a la COPADEH a finales de 2022, se institucionalizó una política 
del “fin de la posguerra” en la que las acciones del Ejecutivo en materia de derechos 
humanos, estarán guiadas por una “cultura de paz basada en la no violencia” con 
el objetivo de cumplir con los ordenamientos territoriales capitalistas que demanda 
el “K’atun 2032”. La disolución de la SAA y de la Comisión Presidencial de Diálogo 
(CPD) durante el gobierno de Giammattei Falla y Vamos; el traslado de algunas de 
sus funciones a la COPADEH, así como la inclusión del Ministerio de Energía y Minas 
(MEM) en el directorio de la COPADEH, confirmaron tal extremo.

11.	 El Estado guatemalteco ha pretendido y se ha enfocado en reconocer únicamente el 
resarcimiento económico de las medidas de reparación integral, pero no la creación 
de la PPPDDH como parte de las garantías de no repetición. A diferencia de otras
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Recomendaciones

1.	 La aprobación y vigencia de la Política Pública de Protección de Defensoras y De-
fensoras de Derechos Humanos (PPPDDH), también pasa por la restitución de las 
instancias de la institucionalidad de la paz que fueron canceladas por el gobierno de 
Giammattei Falla y Vamos, particularmente las funciones que tenía la COPREDEH, 
como responsable directa, dado su carácter, de atender directamente la construcción 
de dicha política y de las relaciones con las organizaciones de sociedad civil y que, 
con altibajos dependiendo de los intereses del gobierno de turno en cuanto al respe-
to y cumplimiento de los derechos humanos, dinamizó o entrampó la discusión de 
PPPDDH durante cuatro años. La pregunta es si esta restitución se podrá hacer en el 
marco de la vigencia de la COPADEH como Ente Coordinador de la misma.

	 También deben reactivarse y restituirse la funciones de las otras instancias creadas 
por los Acuerdos de Paz que fueron canceladas por el gobierno de Vamos: la SEPAZ 
y la SAA, pues la Comisión Presidencial por la Paz y los Derechos Humanos (COPA-
DEH) a la que le fueron trasladadas dichas funciones y otras como, por ejemplo, las 
que atendía en materia de diálogo la Comisión Presidencial de Diálogo (CPD), aún no 
es claro su perfil y funciones de manera explícita, y no se sabe cómo está atendiendo, 
por ejemplo, los casos de la histórica conf lictividad agraria y la resolución de conf lic-
tos relacionados con la posesión y propiedad de la tierra, que son fuente también de 
violaciones a los derechos humanos de poblaciones campesinas e indígenas.

	 Ahora, esa restitución no es solo una vuelta a la institucionalidad establecida a lo que 
estaba constituido antes de 2020, sino habría que aprovechar para que el proceso sir-
va para una amplia consulta con sociedad civil y un refrescamiento de lo no avanzado

	 propuestas de política pública que provienen de la sociedad civil o política, la PPP-
DDH emana de una sentencia de la Corte IDH y eso hace que trascienda los go-
biernos de turno en el Ejecutivo. Por ello, era sumamente predecible que el Estado 
guatemalteco, a través de la COPADEH y durante el gobierno de Vamos, al asumir 
que no podían simplemente invalidar las sentencias de la Corte IDH, promocionaran 
la creación de grupos regionales que se autodenominaran como organizaciones de 
derechos humanos para realizar la fase final de consulta del borrador de la PPPDDH 
con ellas, y poder modificar aquellos puntos que afectarán al “Pacto de Corruptos”. 
Esa expectativa se modificó con la llegada del gobierno actual de Bernardo Arévalo 
de León y Karin Herrera Aguilar, ya que había asumido durante la campaña electoral 
de 2023, el compromiso de la conclusión del proceso de construcción de la PPPDDH 
y su posterior vigencia.

	 Convencionalmente, el único actor que viola derechos humanos es el Estado. En ese 
sentido, los gobiernos de turno desde el del PP, FCN-Nación, y el de Giammattei Fa-
lla, como administradores de lo público, han sido el principal actor que se ha opuesto 
a la creación y vigencia de la PPPDDH, intentando restarle importancia al proceso, 
así como adoptando una política de omisión.
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	 en los Acuerdos de Paz, ya que toda la institucionalidad venía languideciendo, pro-
ducto de que, pese a que eran compromisos de Estado, no se le dio la cobertura ni el 
impulso que necesitaban.

2.	 En el caso de la PPPDDH, desde 2020 hasta la entrada del gobierno actual de Bernar-
do Arévalo de León y Karin Herrera Aguilar, la COPADEH no dio muestras de activar 
el proceso de discusión de los diálogos nacionales con organizaciones nacionales, 
territoriales y locales a distintos niveles de sociedad civil no solo para validar la PPP-
DDH, así como con casos de atención a comunidades y víctimas golpeadas por la 
guerra, en el marco de un proceso sostenible e integral de reparación integral. Ese es 
un reto para el actual gobierno del Movimiento Semilla.

	 Si no fuera posible restituir esta institucionalidad de la paz, se hace necesario que al 
frente de la COPADEH haya funcionarios comprometidos de estos proceso de impul-
so y concreción real de la PPPDDH y el respeto de los derechos humanos, particular-
mente para enfilar un proceso de acompañamiento y reparación a personas defenso-
ras de derechos humanos, como soporte de cara a una ley específica que operativice 
la PPPDDH; aspecto por definir aún.

	 El gobierno actual del Movimiento Semilla no necesariamente tiene que realizar 
reformas al Acuerdo Gubernativo 100-2020 que creó temporalmente la COPADEH, 
aunque deberá definir finalmente qué pasará con esta instancia. Sin embargo, basta-
ría con el nombramiento de una Dirección Ejecutiva que tuviera la orientación apos-
tarle a su fortalecimiento y dotarla de una dirección clara para cumplir con el respeto 
a los derechos humanos y las demandas de las víctimas del conf licto armado interno, 
así como de las personas defensoras de derechos humanos, en pos de cumplir con la 
máxima: defensa de los que defienden derechos. Esa parece ser el norte que la nueva 
dirección de COPADEH en el actual gobierno pretende darle.

	 Hay que tomar en cuenta que el “Pacto de Impunidad” y su estrategia pro corrupción 
y pro impunidad total, las intenciones de restauración total de las condiciones impe-
rantes hasta antes de 2015, continúan vigentes y es la base de los límites y el desgaste 
impuesto a la gestión gubernamental del Movimiento Semilla por parte de la estruc-
tura mafiosa incrustada en el MP y la gestión de Consuelo Porras Argueta.

	 Desde las organizaciones e instancias de sociedad civil que han impulsado el proceso 
de construcción, discusión y vigencia de la PPPDDH, es procedente que se mantenga 
la vigilancia y el seguimiento en su implementación, particularmente y, como ejem-
plo, que se necesitará concretar su financiamiento por parte de las instancias guber-
namentales que tienen relación con su cumplimiento y operatividad. Esta debe ser 
una discusión central, y debe tomarse en cuenta los alcances que este tipo de políticas 
públicas han tenido en otros países como México y Colombia.

	 Vale mencionar que se acercan procesos de elecciones de segundo grado en 2026 y 
elecciones generales en 2027 que necesariamente provocarán reacomodos en las fuer-
zas políticas, y la llegada de un gobierno de derecha conservadora que no tenga como 
enfoque el respeto a los derechos humanos y la reparación integral de las víctimas, 
constituye un valladar para el avance de las acciones contenidas en la PPPDDH.
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3.	 Para asegurar el marco de acción y de los mecanismos de verificación que se derivan 
de su aplicación, se hace necesario acercarse y trabajar con las bancadas de los parti-
dos políticos en el Congreso de la República, progresistas y democráticos que pueden 
tener como prioridad la vigencia y el respeto de los derechos humanos, y que valoran 
la importancia de la vigencia de la PPDDH, así como otros que puedan ser aliados en 
esta empresa.

	 Hay que advertir que la PPDDH como mecanismo de protección es clave porque pone 
sobre la mesa las agresiones y riesgo de vida que vive la comunidad defensora de de-
rechos humanos frente a la disfuncionalidad del Estado.

4.	 Los consensos alcanzados durante el proceso de construcción de la PPPDDH fueron 
el producto de la capacidad de negociación de las organizaciones de la sociedad civil, 
pero también de una mayor conciencia en los funcionarios de las áreas técnicas de las 
instituciones estatales involucradas en el proceso. Ahora que la política ya está con-
cluida, se hace más necesario fortalecer la organización de la comunidad defensora 
para su seguimiento.

5.	 El proceso de construcción de la PPPDDH y ahora su vigencia, ha servido y sirve para 
reivindicar quiénes son las personas defensoras de derechos humanos como parte 
fundamental de la misma, la definición de cuál es su importante rol en el accionar de 
la vida política en Guatemala en cuanto al derecho a defender derechos humanos y en 
la prevención de los delitos. Con ello, la validez jurídica y política al ser defensor-de-
fensora de los derechos humanos.

	 Como a partir de 2017 aumentó la polarización político-ideológica en detrimento de 
la narrativa de los derechos humanos, es necesario realizar más campañas informati-
vas para concientizar a la sociedad civil sobre el papel que cumplen las defensoras y 
defensores de derechos humanos, y la importancia de la PPPDDH.

	 El proceso de construcción de la PPPDDH y su vigencia ha servido, y sirve también 
para que las organizaciones de derechos humanos informen y formen a funcionarios 
y funcionarias públicas en la materia. No obstante, al existir cambios institucionales 
es necesario volver a reforzar con talleres el objetivo, el contenido y los alcances de la 
PPPDDH.

6.	 La presente investigación es un esfuerzo por visibilizar cuál ha sido el proceso de 
construcción de la PPPDDH a partir de reivindicar la lucha que desde la propia fami-
lia de Florentín Gudiel y las organizaciones de la sociedad civil que hasta este mo-
mento han participado en su construcción, discusión y vigencia.

	 Este estudio, además, ha pretendido identificar los factores y a los actores que, du-
rante el proceso de construcción, discusión, validación y hasta el momento actual el 
que el gobierno de Bernardo Arévalo de León y Karin Herrera Aguilar deberá hacerla 
pública y vigente, obstaculizaron e intentaron impedir que el Estado guatemalteco 
contara con una PPPDDH, tal como lo manda la sentencia de la Corte IDH. Pero, 
también, el presente documento pretende ser una contribución al proceso de recupe-
rar la memoria y de insumo para futuras generaciones y estudios relacionados con la 
problemática.
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“Transición Ecosocial y Megaproyectos en el Norte de Centroamérica”

El informe “Transición Ecosocial y Megaproyectos en el Nor-
te de Centroamérica”, de El Observatorio de Multinacionales 
de América Latina (OMAL), analiza la agenda de transición 
que está en marcha en los países del Norte de Centroamé-
rica: Guatemala, El Salvador y Honduras. Parte de las pre-
guntas: ¿Es esta agenda una nueva excusa para mantener 
el statu quo y dar inicio a otra oleada de megaproyectos?; 
¿Qué riesgos e impactos pudieran generarse? y, en sentido 
contrario, ¿Cuáles podrían ser las alternativas posibles que 
permitieran transitar a dichos países del Norte de Centro-
américa por sendas más justas y emancipadoras, desman-
telando el modelo del que se nutren oligarquías locales y 
empresas transnacionales del capital corporativo en su fase 
especulativa global?

La investigación tiene como objetivos: a) Debatir la transi-
ción ecosocial en un contexto hegemonizado por un relato y 
la agenda de un capitalismo verde oliva y digital que, entre 
otros impactos, está generando una nueva oleada de mega-
proyectos corporativos de todo tipo; y, b) Fortalecer el diálo-
go social y las alianzas internacionales entre América Latina 
y Euskal Herria ante una agenda oficial de transición que, 
en la práctica, actualiza y recrudece dinámicas neocolonia-
les, explotadoras y depredadoras de relacionamiento entre

 centros y periferias, y persigue acompañar a los grupos y comunidades en resistencia frente al poder cor-
porativo, así como a las organizaciones y movimientos sociales del Norte de Centroamérica, en su análisis 
crítico de la agenda y coyuntura presente, así como en la definición de rutas para enfrentarla y superarla.

Pero ¿Cuál es la agenda de transición que esta investigación pone en el debate?

Es una agenda de transición hegemónica a escala mundial que, fundamentalmente, tras la Pandemia del 
Covid-19, se caracteriza por ser la versión verde oliva -militarista-, y digital -tecnológica-, de un capita-
lismo apuntalado por las elites y las empresas transnacionales del capital corporativo, bajo un relato que 
promete conducir a la humanidad a un horizonte de crecimiento generalizado, inclusivo y sostenible, 
que enfrentaría así de manera firme el evidente fallo multiorgánico del sistema, pero que, en la práctica 
camina en la dirección contraria, esto es, la ampliación de la triple frontera sectorial, geográfica y política 
de los megaproyectos corporativos: más tipos de megaproyectos, en más territorios, y bajo condiciones 
políticas aún más favorables, pero que sistemáticamente cada vez más genera impactos negativos sobre 
comunidades y ecosistemas.

Pero, la propuesta hegemónica no solo no resuelve ni mitiga, sino que profundiza la “tormenta perfecta” 
generada por la interacción simultánea de múltiples tensiones y límites globales, azuzando en consecuen-
cia un escenario crecientemente autoritario, desigual e insostenible, en el que se consolida peligrosamen-
te un régimen de guerra de impredecibles consecuencias 

Estas ref lexiones, centrales y actuales, recorren los cuatro capítulos que integran este informe construido 
por investigadores del OMAL, con aportaciones de activistas e investigadores de Guatemala, Honduras 
y El Salvador, en las cuales El Observador participó, que analizaron cinco megaproyectos que están ope-
rando en los tres países. La investigación puede consultarse y descargarse en el siguiente enlace: https://
omal.info/spip.php?article10213 


